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Equidad y Género, por el que se exhorta a las legislaturas de los estados y al Dis-
trito Federal a adecuar su normatividad en concordancia con la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Distrito Federal, por el que se exhorta al gobierno del Distrito Federal a recibir por
la Secretaría de Finanzas a los representantes de los Pedregales de Coyoacán a fin
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Distrito Federal, por el que se exhorta al gobierno del Distrito Federal a estimular
a las empresas inmobiliarias a usar plásticos biodegradables en la publicidad de
venta o renta de inmuebles. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Archívense los expedientes como asuntos totalmente concluidos. . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS NO DICTAMINADAS DENTRO 
DEL PLAZO REGLAMENTARIO

Comunicación de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados con la que infor-
ma que de conformidad con el artículo 89, numeral 2, fracción III, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, que 23 iniciativas que no fueron dictaminadas den-
tro del plazo reglamentario, se tienen por desechadas. Archívese los expedientes
como asuntos total y definitivamente concluidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GRUPO PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA

Oficio del coordinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, por el que in-
forma que la diputada Norma Leticia Orozco Torres, se incorpora a ese grupo par-
lamentario. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE CULTURA DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

Comunicación de la Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal, por
la que invita a ceremonia cívica conmemorativa del CLXIX aniversario luctuoso
del doctor Miguel Ramos Arizpe, padre del Federalismo mexicano. El Presidente
designa comisión que represente a la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . 

RETIRO DE INICIATIVAS

Oficio de la diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena, por el que solicita
que 23 iniciativas sobre diversas, sea retiradas. Se retiran, actualícense los regis-
tros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Oficio del diputado Jaime Oliva Ramírez, por el que solicita que iniciativa con
proyecto de decreto que 3 iniciativas sobre diversas, sea retiradas. Se retira, ac-
tualícense los registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AGENCIA DE NOTICIAS DEL ESTADO MEXICANO

Oficio de la Agencia de Noticias del Estado Mexicano con el que se remite el in-
forme anual de actividades 2011. Se remite a las Comisiones de Gobernación y de
Radio, Televisión y Cinematografía para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE SOLICITAN LICENCIA

Oficio del diputado Jesús Ricardo Enríquez Fuentes, Omar Rodríguez Cisneros,
Francisco Lauro Rojas San Román, Miguel Angel Luna Murguía, Elvia Hernán-
dez García, José Alfredo Torres Huitrón, Maricela Serrano Hernández, Augusta
Valentina Díaz de Rivera Hernández, José Luis Soto Oseguera, Sandra Méndez
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Hernández, Manuel Cadena Morales, Josué Cirino Valdés Huezo, Andrés Aguirre
Romero, Camilo Ramírez Puente, Inocencio Ibarra Piña, Fernando Ferreira Oli-
vares, Mirna Lucrecia Camacho Pedrero, con los que solicitan licencia para sepa-
rarse de sus cargos por los. XX, XXX, VII, XXXII, IV, III, VI, VIII, XXXVIII,
XVII, XXXIX, XXV, XXXV distrito electoral del estado de México, quinta, cuar-
ta circunscripciones plurinominales, IV distrito del estado de Nuevo León, VI dis-
trito del estado de Chiapas, respectivamente. Aprobado, comuníquense. . . . . . . . 

Desde su curul el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, realiza co-
mentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente designa comisión que acompañe a los ciudadanos María Genoveva
Anavel González Alvarado, Alfredo Sergio Cuadra Tinajero, Rodrigo Trinidad
Rosales Franco, María del Socorro Benítez Navarrete y Xóchitl Montes de Oca
Rodríguez, electos en el III, IV, VI, VII y XV distritos de los estados de Queréta-
ro, Nuevo León, Chiapas, Guerrero y México, respectivamente, en el acto de ren-
dir su protesta de ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE VICTIMAS

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que expide la Ley General de Víctimas. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.. . 

VOLUMEN II

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 3, 11, 21 y 43; y adiciona los artículos 7, 32, 42
Bis, 43, 45 y 48 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes. Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para su
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 3, 11, 17, 21, 28 y 52 y adiciona los artículos 3, 22,
28 y 48 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes. Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables para su dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que adiciona el artículo 32 Bis y reforma la fracción XII del artículo 17 de
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la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Se turna a la Comisión de
Transportes para su dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que adiciona la fracción XXIX-Q al artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales para su dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE COMPETENCIA ECONOMICA

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Compe-
tencia Económica. Se turna a la Comisión de Economía para su dictamen. . . . . . 

LEY DE AEROPUERTOS

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que adiciona un segundo párrafo al artículo 74 de la Ley de Aeropuertos. Se
turna a la Comisión de Transportes para su dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública. Se turna a la Comisión de Seguridad Pú-
blica para su dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE - LEY GENERAL DE 
DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente y de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales para su
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 132 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para su dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que adiciona un artículo 17 Ter a la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PESCA Y ACUACULTURA SUSTENTABLES

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables. Se turna a la Comisión de Pesca, para dictamen.. . . . . 

LEY DE MIGRACION

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 3 y 25 de la Ley de Migración. Se turna a la Co-
misión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, para dictamen. . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACION

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona los artículos 4, 5 y 9 de la Ley Federal para Prevenir
y Eliminar la Discriminación. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de los Derechos de
las Personas Adultas Mayores. Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vul-
nerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE NAVEGACION Y COMERCIO MARITIMOS

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que adiciona un cuarto párrafo al artículo 9 de la Ley de Navegación y Co-
mercio Marítimos. Se turna a las Comisiones Unidas de Marina y de Transportes,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite para los efectos del inciso E)
del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fe-
deral,. Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZUCAR

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite para los efectos del inciso E)
del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de
Azúcar. Se turna a la Comisión de Agricultura y Ganadería, para dictamen. . . . . 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite para los efectos del inciso E)
del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que adiciona un pá-
rrafo sexto al artículo 36 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal.
Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AVIACION CIVIL

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite para los efectos del inciso E)
del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 6, 15 y 76 y adiciona un artículo 76 Bis a la Ley de Aviación Civil. Se tur-
na a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES - 
LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION - 
LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL - 
LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA -
LEY FEDERAL DE DEFENSORIA PUBLICA

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite para los efectos del inciso E)
del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que expide la Ley
Federal de Justicia para Adolescentes; se adiciona la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación; se reforma la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal; se adiciona la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República
y se reforma la Ley Federal de Defensoría Pública. Se turna a la Comisión de Jus-
ticia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Relaciones Exteriores, con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversos artículos de la Ley del Servicio Exterior Mexicano.. . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Hacienda y Cré-
dito Público, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, en materia de evaluación ambiental estratégica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos, con proyecto de decreto
que modifica la denominación de la Sección 3 del Capítulo IV, y adiciona el ar-
tículo 53 Bis a la Ley General de Educación, en materia de escuelas de tiempo
completo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN III

LEY FEDERAL PARA LA PROTECCION A PERSONAS QUE INTERVIENEN
EN EL PROCEDIMIENTO PENAL - LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y
ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA GUBERNAMENTAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de de Justicia, con proyecto de decreto que expide la Ley Federal para la
Protección a Personas que Intervienen en el Procedimiento Penal y reforma el ar-
tículo 31 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL SOBRE CELEBRACION Y APROBACION DE TRATADOS

Discusión de dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de
decreto que expide la Ley General sobre Celebración y Aprobación de Tratados.

El diputado Gustavo González Hernández, fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . . 

Fijan la postura de respectivo Grupo Parlamentario:

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Caritina Sáenz Vargas.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Luis Jaime Correa.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Norma Sánchez Romero.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Flores Rico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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En la discusión, se concede la palabra a los diputados:

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . . . 

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, da respuesta. . . . . . . . . . . . . 

Carlos Flores Rico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido se aprueba el dictamen en lo general y en lo particular
los artículos no reservados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre la discusión en lo particular, los diputados:

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, presenta propuesta. . . . . . . . 

A discusión:

Teresa del Carmen Incháustegui Romero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Avelino Méndez Rangel. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Miguel Angel García Granados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se desecha la reserva presentada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez, presenta propuesta de modificación. . . . . . . . . . . . . . 

A discusión interviene el diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la
Vega.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se desecha la propuesta presentada por la diputada Castillo Juárez.. . . . . . . . . . . 

Gustavo González Hernández, presenta reserva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Desde su curul la diputada Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aceptada la propuesta del diputado González Hernández. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules los diputados:

Carlos Alberto Pérez Cuevas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Avila Nevárez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado en lo general y en lo particular, el proyecto de decreto que expide la
Ley General sobre Celebración y Aprobación de Tratados. Se devuelve al Senado
de la República, para efectos del artículo 72, inciso E) de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, por la que solicita se sometan
a discusión y votación dos dictámenes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

Discusión de dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que modifica la denominación de la Sección 3 del
Capítulo IV, y adiciona el artículo 53 Bis a la Ley General de Educación, en ma-
teria de escuelas de tiempo completo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para la fundamentación del dictamen, se concede la palabra al diputado Eduardo
Alonso Bailey Elizondo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fijan la postura de su Grupo Parlamentario:

María Teresa Rosaura Ochoa Mejía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Amadeo Espinosa Ramos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Castro Cosío. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María de Lourdes Reynoso Femat. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María de Jesús Aguirre Maldonado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la discusión en lo general, los diputados:

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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María Sandra Ugalde Basaldúa.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan interpelaciones:

Jaime Arturo Vázquez Aguilar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Antonio González Mata. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continúan la discusión el diputado Rodolfo Lara Lagunas. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan interpelaciones:

Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rodolfo Lara Lagunas, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Castro Cosío. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rodolfo Lara Lagunas, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Prosigue el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña.. . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Durante la votación desde sus curules realizan comentarios:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Carlos Regis Adame.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado en lo general y en lo particular, el dictamen presentado. Pasa a la Cá-
mara de Senadores, para los efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que solicita modificar
el orden día y dar publicidad de dictámenes de la Comisión del Distrito Federal.

Intervienen desde sus curules:

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Gabriela Cuevas Barron. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se acepta la solicitud de la Junta de Coordinación Política. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión del Distrito Federal, con proyecto de decreto que reforma el artículo 39 del
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión del Distrito Federal, con proyecto de decreto que reforma el artículo 50 del
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión del Distrito Federal, con proyecto de decreto que reforma y adiciona los ar-
tículos 67 y 42 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL - CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS
PENALES - LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA
DISCRIMINACION - LEY DE PREMIOS, ESTIMULOS 
Y RECOMPENSAS CIVILES - LEY DEL SISTEMA NACIONAL
DE INFORMACION ESTADISTICA Y GEOGRAFICA - 
LEY FEDERAL DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES

Discusión de dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones del Código Penal Federal, y del Código
Federal de Procedimientos Penales, así como de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Ci-
viles, de la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica, y
de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Opinión a la iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman y adicionan
diversas disposiciones del Código Penal Federal, del Código Penal de Procedi-
mientos Penales, de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, de
la Ley de Premios Estímulos y Recompensas Civiles, de la Ley del Sistema Na-
cional de Información Estadística y Geográfica y de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, que presenta la Comisión de Derechos Humanos. . . . . . . . . . . 

Fundamenta el dictamen la diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz. . . . . . . . . . 
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A discusión en lo general:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Vázquez González. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sonia Mendoza Díaz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido y durante la votación realizan comentarios, los diputa-
dos:

Domingo Rodríguez Martell.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado en lo general el dictamen. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR
LOS DELITOS EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS Y PARA

LA PROTECCION Y ASISTENCIA A LAS VICTIMAS DE ESTOS DELITOS
- LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TRATA DE PERSONAS - 
LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA - 
CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES - CODIGO PENAL
FEDERAL - LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERA-
CION - LEY FEDERAL DE LA POLICIA FEDERAL - LEY GENERAL
DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite fe de erratas en relación con
la minuta con proyecto de decreto que expide la Ley General para Prevenir, San-
cionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección
y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos; y se abroga la Ley para Prevenir y
Sancionar la Trata de Personas; y reforma diversas disposiciones de la Ley Fede-
ral contra la Delincuencia Organizada, del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, del Código Penal Federal, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración, de la Ley Federal de la Policía Federal y de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, recibida en la sesión del día 25 del presente mes.
Se turna a las Comisiones Unidas de Derechos Humanos y de Justicia, para su
atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMENES IV Y V

CUENTA PUBLICA DE HACIENDA FEDERAL 2009

Discusión de dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto relativo a la revisión de la Cuenta Pública de Hacienda Federal
correspondiente al ejercicio fiscal 2009. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Jesús Alfonso Navarrete Prida, fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . 

360

360

361

362

362

363

364

367

582



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 201213

Para la discusión, hablan los diputados:

Carlos Flores Rico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . 

Carlos Flores Rico, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Esthela Damián Peralta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Castro Cosío. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jesús Alberto Cano Vélez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Liev Vladimir Ramos Cárdenas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Gerardo Flores Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raúl Gerardo Cuadra García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan interpelaciones:

Esthela Damián Peralta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raúl Gerardo Cuadra García, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raúl Gerardo Cuadra García, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Liev Vladimir Ramos Cárdenas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raúl Gerardo Cuadra García, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pablo Escudero Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Alberto Pérez Cuevas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raúl Gerardo Cuadra García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Ramón Martel López. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Alberto Pérez Cuevas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Ramón Martel López. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Jesús Gerardo Cortez Mendoza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continúa la discusión el diputado Vidal Llerenas Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Realizan interpelaciones:

Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Esthela Damián Peralta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

César Augusto Santiago Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pablo Escudero Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continúan:

María Elena Pérez de Tejada Romero, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan interpelaciones:

Raúl Gerardo Cuadra García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Alberto Pérez Cuevas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Miguel Ernesto Pompa Corella.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Eduardo Zarzosa Sánchez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Caritina Sáenz Vargas.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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José Adán Ignacio Rubí Salazar, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Alejandro del Mazo Maza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Interviene desde su curul el diputado José Ramón Martel López. . . . . . . . . . . . . 

Carlos Alberto Pérez Cuevas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido, se aprueba la Cuenta Pública del ejercicio fiscal 2009.
Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado José Gerardo Fernández Noroña.. . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADO SUPLENTE QUE SE INCORPORA

El Presidente designa comisión que acompañe al ciudadano Zeus Rafael Mendo-
za Flores, diputado en la cuarta circunscripción, en el acto de rendir su protesta de
ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que solicita modificar
el orden día para incluir el siguiente dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECESO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

Se reanuda la sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se autoriza la solicitud de la Junta de Coordinación Política.. . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN VI

CODIGO FEDERAL DE PROCESO PENAL ACUSATORIO

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
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misión de Justicia, con proyecto de decreto por el que se expide el Código Fede-
ral de Proceso Penal Acusatorio, y se autoriza su discusión y votación. . . . . . . . . 

Desde su curul la diputada Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño, fundamenta el dictamen. . . . . . . . 

Fija la posición de su Grupo Parlamentario, la diputada María Antonieta Pérez Re-
yes, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la discusión en lo general, desde sus curules:

Mario Alberto di Costanzo Armenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta. . . . . . . . . . . . . . 

COMISION DE RADIO, TELEVISION Y CINEMATOGRAFIA

El Presidente se refiere a la reunión de dicha Comisión, para la dictaminación de
minuta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan comentarios:

Juan Gerardo Flores Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Benjamín Clariond Reyes Retana. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FEDERAL DE PROCESO PENAL ACUSATORIO

Se dan a conocer los artículos reservados del dictamen de la Comisión de Justicia,
con proyecto de decreto por el que se expide el Código Federal de Proceso Penal
Acusatorio, y se la votación en lo general y en lo particular de los artículos no re-
servados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La votación da por resultado la falta de quórum. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECESO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FEDERAL DE PROCESO PENAL ACUSATORIO

Se reanuda la sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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En nueva votación en lo general y en lo particular de los artículos no reservados
sobre el dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto por el que
se expide el Código Federal de Proceso Penal Acusatorio, y nuevamente da por re-
sultado la falta de quórum. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE ACTIVIDADES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

SIGNIFICADO DE LAS SIGLAS Y ACRONIMOS INCLUIDOS. . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones del siguiente dictamen:

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley General sobre Celebración y Aprobación de Tratados (en lo general
y en lo particular los artículos no reservados). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley General sobre Celebración y Aprobación de Tratados (en lo parti-
cular los artículos reservados, en sus términos, y con la modificación propuesta
por el diputado Gustavo González Hernández y aceptada por la asamblea).. . . . . 

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con proyecto de de-
creto que modifica la denominación de la sección 3 del capítulo IV y adiciona el
artículo 53 Bis a la Ley General de Educación, en materia de escuelas de tiempo
completo (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de los Códigos Penal Federal, y Federal de Procedimientos
Penales, así como de las Leyes Federal para prevenir y eliminar la Discriminación;
de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles; del Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica; y Federal de las Entidades Paraestatales (en lo ge-
neral y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de decreto relati-
vo a la revisión de la Cuenta Pública correspondiente al ejercicio fiscal 2009 (en
lo general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
Guadalupe Acosta Naranjo

ASISTENCIA

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta Pre-
sidencia el resultado del cómputo de asistencia de diputa-
dos.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 328 diputadas y diputados; por lo tanto, hay quórum.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo (a
las 10:49 horas): Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra al orden del día, en virtud de que se encuentra publica-
do en la Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al or-
den del día. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y
los diputados por la negativa. Mayoría por la afirmativa,
señor presidente. Se dispensa la lectura.

«Segundo periodo de sesiones ordinarias.— Tercer año de
ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Jueves 26 de abril de 2012

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la Mesa Directiva.

Del Coordinador del Grupo Parlamentario Nueva Alianza.

De la Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Fede-
ral, por la que invita a la Ceremonia Cívica Conmemorati-

va del 169 Aniversario Luctuoso del Dr. Miguel Ramos
Arizpe, Padre del Federalismo Mexicano, que tendrá lugar
el 28 de Abril.

De los diputados Lucila del Carmen Gallegos Camarena y
Jaime Oliva Ramírez.

Oficio de la Agencia de Noticias del Estado Mexicano

Con el que remite el informe anual de actividades, corres-
pondiente al Ejercicio de 2011.

Solicitudes de licencia

De los diputados Jesús Ricardo Enríquez Fuentes, Omar
Rodríguez Cisneros, Francisco Lauro Rojas San Román,
Miguel Ángel Luna Munguía, Elvia Hernández García, Jo-
sé Alfredo Torres Huitrón, Maricela Serrano Hernández,
José Luis Soto Oseguera, Sandra Méndez Hernández, Ma-
nuel Cadena Morales, Josué Cirino Valdés Huezo, Andrés
Aguirre Romero, Camilo Ramírez Puente, Inocencio Ibarra
Piña, Fernando Ferreira Olivares y Mirna Lucrecia Cama-
cho Pedrero.

Toma de protesta

De los Diputados María Genoveva Anavel González Alva-
rado, Alfredo Sergio Cuadra Tinajero, Rodrigo Trinidad
Rosales Franco, María del Socorro Benítez Navarrete y Xó-
chitl Montes de Oca Rodríguez.

Minutas

Con proyecto de decreto que Expide la Ley General de Víc-
timas. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma los artículos 3, 11, 21
y 43; y adiciona los artículos 7, 32, 42 Bis, 43, 45 y 48 de
la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma los artículos 3, 11, 17,
21, 28 y 52 y adiciona los artículos 3, 22, 28 y 48 de la Ley
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que adiciona el artículo 32 Bis y
reforma la Fracción XII del artículo 17de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal. (Turno a Comisión)
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Con proyecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-Q
al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley Federal de Competencia Económi-
ca. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que adiciona un segundo párrafo
al artículo 74 de la Ley de Aeropuertos. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley General del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma diversas disposicio-
nes de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, y de la Ley General de Desarrollo Fores-
tal Sustentable. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma el artículo 132 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que adiciona un artículo 17 Ter a
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Pesca y Acuacultura
Sustentables. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma los artículos 3 y 25 de
la Ley de Migración. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 4, 5 y 9 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que adiciona un cuarto párrafo al
artículo 9 de la Ley de Navegación y Comercio Marítimos.
(Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal, para los efectos de la Fracción E del artículo
72 Constitucional. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Ca-
ña de Azúcar, para los efectos de la Fracción E del artículo
72 Constitucional. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que adiciona un párrafo sexto al
artículo 36 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotranspor-
te Federal, para los efectos de la Fracción E del artículo 72
Constitucional. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma los artículos 6, 15 y
76 y adiciona un artículo 76 Bis a la Ley de Aviación Civil,
para los efectos de la Fracción E del artículo 72 Constitu-
cional. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que Expide la Ley Federal de Jus-
ticia para Adolescentes; se adiciona la Ley Orgánica del
Poder Judicial de la Federación, se reforma la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, se adiciona la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República y se
reforma la Ley Federal de Defensoría Pública, para los
efectos de la Fracción E del artículo 72 Constitucional.
(Turno a Comisión)

Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política

Declaratoria de publicidad de los dictámenes

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversos artículos
de la Ley del Servicio Exterior Mexicano. Pasa al senado

De las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, y de Hacienda y Crédito Público, con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, en materia de evaluación ambiental estratégi-
ca. Pasa al senado

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que modifica la denominación
de la Sección 3 del Capítulo IV y adiciona el artículo 53 Bis
a la Ley General de Educación, en materia de escuelas de



tiempo completo. (Dispensa de Trámites, Discusión y Vota-
ción) Pasa al senado

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que
expide la Ley Federal para la Protección a Personas que in-
tervienen en el procedimiento penal, y se reforma el artícu-
lo 31 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental. (Dispensa de Trámites,
Discusión y Votación)Pasa al senado

Dictámenes a discusión de leyes y decretos

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de
decreto que Expide la Ley General sobre Celebración y
Aprobación de Tratados.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones del Código Penal
Federal, del Código Federal de Procedimientos Penales, de
la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación,
de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, de
la Ley del Sistema Nacional de Información, Estadística y
Geográfica y de la Ley Federal de las Entidades Paraesta-
tales.

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto relativo a la Cuenta Pública del Ejercicio
Fiscal 2009.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Educación, en ma-
teria de educación inclusiva.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
expide la Ley Federal de Fomento a la Industria Vitiviníco-
la.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Asistencia Social.

De las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Co-
operativo y Economía Social, con proyecto de decreto que
Expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Regla-

mentaria del Párrafo Séptimo del artículo 25 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo
concerniente al Sector Social de la Economía.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de bancos de sangre.

De las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, y de Hacienda y Crédito Público, con proyecto
de decreto que Expide la Ley General de la Calidad del Ai-
re y Protección a la Atmósfera.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
proyecto de decreto que Expide la Ley General para la Pro-
tección Integral de los Derechos de la Niñez.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma diversas disposiciones de la Ley General de Salud,
en materia de discapacidad.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una fracción I Bis al Artículo 61 de la Ley General de
Salud.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que reforma el artículo 112
de la Ley de Migración.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que reforma los artículos
109 y 110 de la Ley de Migración.

De la Comisión de Ciencia y Tecnología, con proyecto de
decreto que adiciona un último párrafo al artículo 5o. de la
Ley de Ciencia y Tecnología.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de
decreto que Expide la Ley Reglamentaria de las fracciones
II del artículo 76, y VII del artículo 78 constitucionales, en
lo relativo a la ratificación de agentes diplomáticos y cón-
sules generales.

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma el último párrafo del artículo 52 de la Ley de
Aviación Civil.

De la Comisión de Turismo, con proyecto de decreto que
reforma diversas disposiciones de la Ley General de Turis-
mo.
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De la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía So-
cial, con proyecto de decreto que Expide una nueva Ley
General de Sociedades Cooperativas y se reforman, adicio-
nan y derogan diversas leyes federales.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que
adiciona y deroga diversas disposiciones del Código Penal
Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales,
en materia de responsabilidad de las personas morales.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de balance energético y publicidad.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una Fracción II Bis al artículo 163 de la Ley General
de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 210 de la Ley General
de Salud, en materia de etiquetado.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 72 y 73 de la Ley General de Salud, en
materia de salud mental.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de sobrepeso y obesidad.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de de-
creto que reforma el primer párrafo del artículo 27 de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona el artículo 13 de la Ley Fede-
ral para prevenir y eliminar la discriminación.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 29 y adiciona una fracción VI
al artículo 19 de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona un segundo párrafo al artículo 41 de la Ley Fede-
ral de Protección al Consumidor.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que adiciona un artículo 48
Bis a la Ley de Migración.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un artículo 342 Bis 3 a la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 216 de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 222 de la Ley General de Salud, en mate-
ria de medicamentos alopáticos.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma las fracciones I y III del artículo 245 de la Ley Ge-
neral de Salud, en materia de adicciones.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, relativo a la regulación para la apertura de esta-
blecimientos residenciales y semiresidenciales especializa-
dos en el tratamiento de las adicciones.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un artículo 225 Bis a la Ley General de Salud, en ma-
teria de prescripción de medicamentos.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 46 de la Ley General
de Salud, en materia de mejoras a las Unidades Médicas del
Sector Público.

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Aeropuertos.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educa-
tivos, con proyecto de decreto que reforma el artículo 45
de la Ley General de Educación, en materia de apoyos
económicos para jóvenes que cursan formación para el
trabajo.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede el permiso constitucional necesario para que
los ciudadanos: Claudia Espinosa Pérez, Lourdes Beatriz
Meza Spindola, Nuria Rangel Rivera, Ramón Chávez Pra-
do, Karen Nallely García Delgado, Antonio de Jesús Pérez
Rebollar, Felipe Lemus Zamorano, Juan Carlos Alvarado
Herrera, Manuel Cuan Chin Yu, María del Carmen Lucas
Zamora, Alfredo Morales Riou, Héctor Ramón Fernández
Montiel y José Everardo Gaytán Salazar, puedan prestar
servicios en las Embajadas de los Estados Unidos de Amé-
rica y de la República de Filipinas, en México y en el Con-



sulado General de los Estados Unidos de América en Mon-
terrey, Nuevo León.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto,
que concede permisos a los ciudadanos Abel Escartín Mo-
lina, Andrés Fernando Aguirre O. Sunza, Carlos Espinosa
Morales, Véronique Ramón Vialar y Miguel Ángel Mance-
ra Espinosa para aceptar y usar Condecoraciones que en di-
ferentes Grados les otorgan Gobiernos Extranjeros.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma los artículos 65 Bis y 128; y se adicionan los artícu-
los 65 Bis1, 65 Bis2, 65 Bis3, 65 Bis 4, 65 Bis 5, 65 Bis 6 y
65 Bis 7 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona una fracción XI al artículo 1 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor.

De la Comisión de Cultura, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal
del Derechos de Autor.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una fracción IV al artículo 464 Ter de la Ley General
de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una fracción III Bis al artículo 464 Ter de la Ley Ge-
neral de Salud.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que adiciona los artículos 263 y 268 de la Ley del Se-
guro Social.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma las fracciones III y IV del artículo 84 y
130 de la Ley del Seguro Social.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma las fracciones V y VII del artículo 84 y el
artículo 95 de la Ley del Seguro Social.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones a la Ley
de Comercio Exterior.

De la Comisión de Juventud y Deporte, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona la Ley del Instituto Mexicano
de la Juventud

Iniciativas con vencimiento de plazos a discusión

Discusión de Iniciativas con vencimiento de plazo.

Dictámenes a discusión 

Negativos de iniciativas

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
puntos de acuerdo, por los que desechan Iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
puntos de acuerdo, por los que desechan Iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 20 y adiciona la
fracción VI del título segundo, de los derechos y Garantías
para las Personas con Discapacidad, del Capítulo VI del
Desarrollo y la Asistencia Social de la Ley General para
Personas con Discapacidad.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
puntos de acuerdo, por los que desechan Iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo séptimo transitorio de la Ley General para la Inclusión de
las Personas con Discapacidad.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
puntos de acuerdo, por los que desechan Iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 1, el segundo pá-
rrafo del artículo 13 y se adicionan dos párrafos, recorrien-
do el siguiente de la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con puntos de acuerdo, por los que desechan
treinta y cinco Iniciativas con proyecto de decreto que re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de creación y cambio de nombres de
comisiones ordinarias.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo, por los que desechan dos Iniciativas
con proyecto de decreto que reforman los artículos 46 y 28
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.
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De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo, por los que declara sin materia la
Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
60 Bis 1 de la Ley General de Vida Silvestre.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo, por los que desecha la Minuta con
proyecto de decreto que reforma que reforma la Fracción
XXXIV del Artículo 3o. y la Fracción III del Artículo 77
Bis de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo, por los que desecha la Minuta con
proyecto de decreto que reforma el artículo 31 de la Ley Ge-
neral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos.

Iniciativas

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos;
se abroga la Ley del Servicio Militar y se expide la Ley Ge-
neral del Servicio Comunitario, suscrita por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Sólo tur-
no a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Instituto Politécnico Nacional, suscrita por di-
putados integrantes del Grupo Parlamentario Nueva Alian-
za. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma el artículo 20 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Roberto
Pérez de Alva Blanco, del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma los artículos 12 de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal y 33 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo del diputado Roberto Pérez de Alva Blanco,
del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Sólo turno a Co-
misión)

Que reforma los artículos 3o., 104 y 112 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Jaime Arturo Vázquez Agui-
lar. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. y 111 y adiciona un artículo
8 ter a la Ley Federal de Protección al Consumidor, a car-

go del diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar. (Turno a
Comisión)

Que reforma el artículo 2° de la Ley de Vivienda, a cargo
de la diputada Lily Fabiola de la Rosa Cortés, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 65 Bis de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, a cargo de la diputada Carmen Mar-
garita Cano Villegas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 10 de la Ley del Seguro Social y
25 de la Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Ro-
dolfo Lara Lagunas, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas, a
cargo del diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 47 del Código Fiscal de la Federa-
ción, a cargo del diputado Alejandro De la Fuente Godínez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 140 y 148 y deroga los artículos
141 y 149 del Código Civil Federal, a cargo de la diputada
Laura Viviana Agundiz Pérez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 2° de la Ley para Regular las Acti-
vidades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Prés-
tamo, a cargo de la diputada Juanita Arcelia Cruz Cruz, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Que adiciona un artículo 84 Bis a la Ley General de Pobla-
ción, a cargo del diputado Edgardo Chaire Chavero, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 132 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Pedro Pe-
ralta Rivas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)



Que reforma el artículo 13 de la Ley General de Derechos
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, a cargo del diputado
Edgardo Chaire Chavero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 7° de la Ley Orgánica del Banco
del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, a cargo de la
diputada Cecilia Soledad Arévalo Sosa, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal y de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Ceci-
lia Soledad Arévalo Sosa, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 55, 115 y 116 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Ivideliza Reyes Hernández, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 9° de la Ley Federal para Prevenir
y Eliminar la Discriminación, a cargo de la diputada Alba
Leonila Méndez Herrera, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley General de Atención y Protección de los
Derechos de las Víctimas del Delito, a cargo del diputado
Óscar Martín Arce Paniagua, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 64 de la Ley del Seguro Social, a
cargo de la diputada Carmen Margarita Cano Villegas, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de la
Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente y de la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción, a cargo de la diputada Nelly Del Carmen Márquez Za-
pata, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se solicita al Gobernador
del estado de Chihuahua, realice las acciones necesarias a

fin de dar inicio al proceso de resolución del conflicto rela-
cionado con el funcionamiento y operación de la planta tra-
tadora de mineral “Luis Escudero” ubicada en el sector de
“La Esmeralda”, en el Municipio de Parral, Chihuahua, a
cargo de la diputada Carmen Margarita Cano Villegas, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
y al Congreso del estado de Hidalgo, así como a la SRA,
para que coadyuven y solucionen el conflicto de límites te-
rritoriales entre el poblado La Estancia del Municipio de
Chilcuautla y el Alberto, Municipio de lxmiquilpan, a car-
go del diputado Jorge Herrera Martínez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo por el que esta Soberanía se pronun-
cia sobre los acontecimientos en la región de Cherán, esta-
do de Michoacán y exhorta a diversas autoridades a resol-
ver los graves conflictos que en ella acontecen, suscrito por
diversos diputados integrantes de los Grupos Parlamenta-
rios de los Partidos del Trabajo y de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los partidos
políticos, cumplan a cabalidad, el acuerdo CG431/2011 que
emite el Consejo General del IFE, por el que se determinan
las cifras del financiamiento público para el sostenimiento
de actividades ordinarias permanentes, para gastos de cam-
paña y por actividades específicas de los partidos políticos
nacionales para el año 2012, y propiciar la igualdad de
oportunidades y la equidad entre hombres y mujeres, a car-
go de la diputada Cecilia Soledad Arévalo Sosa, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP para
que genere y difunda los instrumentos que permitan que los
egresados como Técnico Superior Universitario, puedan
dar continuidad a su preparación académica y obtener una
mejor oportunidad laboral, a cargo de la diputada Cecilia
Soledad Arévalo Sosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que esta Soberanía felicita al
productor Pablo José Barroso, así como al elenco artístico,
por el desarrollo de la primer película épica mexicana “La
Cristiada”, suscrito por los diputados Óscar Saúl Castillo

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 201225



Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados26

Andrade y Bernardo Margarito Téllez Juárez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Nacional de Protección Social en Salud para que sea in-
cluida la enfermedad de Esclerosis Múltiple en el Fondo de
Protección contra Gastos Catastróficos, del Programa Se-
guro Popular, a cargo del diputado Miguel Antonio Osuna
Millán, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión).»

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Señor presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Se-
ñor diputado, en la Mesa Directiva el día de hoy acordamos
agilizar la instalación, porque tenemos un cúmulo de dictá-
menes y vamos a intentar en las votaciones abrir espacios
para que algunas inquietudes puedan expresarse en el mo-
mento de las votaciones, pero les rogaría de verdad ahora a
los legisladores, que nuestra costumbre de hablar al inicio
fuera del orden no lo permitieran, por la circunstancia es-
pecial muy entendible.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Apúnteme en la primera votación.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Con gusto, señor diputado. El siguiente punto del orden del
día es la lectura del acta de la sesión anterior. Pido a la Se-
cretaría consulte a la asamblea si se dispensa la lectura, to-
mando en consideración que ha sido publicada en la Gace-
ta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asamblea
en votación económica si se dispensa la lectura al acta de
la sesión anterior, tomando en consideración que ha sido
publicada en la Gaceta Parlamentaria. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo, gracias. Las diputadas y los diputados que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría
por la afirmativa. Se dispensa la lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el miércoles veinticinco de abril
de dos mil doce, correspondiente al Segundo Periodo de
Sesiones Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Se-
xagésima Primera Legislatura.

Presidencia del diputado
Guadalupe Acosta Naranjo

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con una asistencia de dos-
cientos noventa y ocho diputadas y diputados, a las diez ho-
ras con cincuenta y cuatro minutos del miércoles
veinticinco de abril de dos mil doce, el Presidente declara
abierta la sesión.

A las diez horas con cincuenta y seis minutos, por instruc-
ciones de la Presidencia se cierra el sistema electrónico de
asistencia con un registro trescientos tres diputadas y dipu-
tados. 

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
comentarios en relación con el Orden del Día y sobre di-
versos temas legislativos los diputados Jaime Fernando
Cárdenas Gracia, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, am-
bos del Partido del Trabajo; Miguel Ernesto Pompa Core-
lla, Antonio Benítez Lucho, ambos del Partido Revolucio-
nario Institucional; José Luis Jaime Correa, Agustín
Guerrero Castillo, ambos del Partido de la Revolución De-
mocrática; José Ramón Martel López, del Partido Revolu-
cionario Institucional; Juan José Guerra Abud, del Partido
Verde Ecologista de México; Miguel Ángel García Grana-
dos, Pedro Ávila Nevárez, ambos del Partido Revoluciona-
rio Institucional; Ignacio Téllez González, del Partido Ac-
ción Nacional; y Vidal Llerenas Morales, del Partido de la
Revolución Democrática. El Presidente hace aclaraciones.

En votación económica se dispensa la lectura del acta de la
sesión anterior. Interviene con relación al acta al diputado
José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del Partido del
Trabajo. En votación económica se aprueba.

Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales:

a) De la Junta de Coordinación Política, en relación cam-
bios de integrantes y de Juntas Directivas de Comisiones



Ordinarias. En votación económica se aprueba. Comuní-
quese.

b) Del diputado Alejandro Carabias Icaza, por la que soli-
cita que su iniciativa con proyecto de decreto, que reforma
el artículo veinticinco de la Ley del Servicio Público de
Energía Eléctrica, presentada el once de enero del año en
curso, sea retirada de la Comisión de Energía. Se tiene por
retirada, actualícense los registros parlamentarios.

c) Del diputado Jorge Humberto López-Portillo Basave,
con punto de acuerdo por el que se exhorta al Poder Ejecu-
tivo Federal a través de las Secretarías de Relaciones Exte-
riores, y de la del Trabajo y Previsión Social, para que es-
tablezcan a la brevedad las medidas necesarias para que en
la gestión de los programas de empleo temporal en el ex-
tranjero se respete particularmente el derecho de asociación
de los trabajadores agrícolas mexicanos. Se remite a la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Previsión
Social, para su atención.

d) De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el
que remite la metodología, factores, variables y fórmulas
utilizados para la elaboración de los anexos transversales.
Se remite a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público,
y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

e) De la Secretaría de Gobernación:

• Con el que remite el Primer Informe Trimestral para el
Ejercicio Fiscal de dos mil doce, sobre el presupuesto
ejercido, a nivel de capítulo y concepto de gasto, así co-
mo el cumplimiento de metas y objetivos con base en los
indicadores de desempeño de los programas presupues-
tarios sujetos a reglas de operación “S” y de otros subsi-
dios “U” a cargo de la Secretaría de Economía. Se remi-
te a las Comisiones de Economía, y de Presupuesto y
Cuenta Pública, para su conocimiento.

• Dos contestaciones a puntos de acuerdo aprobados por
la Cámara de Diputados. Se remite a las Comisiones co-
rrespondientes, para su conocimiento.

f) Del Congreso del estado de Guanajuato, con el que re-
mite contestación a Punto de Acuerdo aprobado por la Cá-
mara de Diputados, para que se califiquen como graves los
delitos sexuales cometidos en contra de niñas, niños y ado-
lescentes. Se remite a la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables, para su conocimiento.

g) De los diputados:

• Felipe Borja Texocotitla, por la que solicita licencia,
por tiempo indefinido para separarse de sus funciones
como diputado federal electo en la Quinta Circunscrip-
ción Plurinominal, a partir de esta fecha. 

• José Guadalupe Vera Hernández, por la que solicita li-
cencia, por tiempo indefinido para separarse de sus fun-
ciones como diputado federal electo en el Tercer Distri-
to Electoral del estado de Guanajuato, a partir de esta
fecha.

• Amador Monroy Estrada, por la que solicita licencia,
por tiempo indefinido para separarse de sus funciones
como diputado federal electo en el Decimo Noveno Dis-
trito Electoral del Estado de México, a partir del veinti-
séis de abril del año en curso.

• Mario Moreno Arcos, por la que solicita licencia, por
tiempo indefinido para separarse de sus funciones como
diputado federal electo en el Séptimo Distrito Electoral
del estado de Guerrero, a partir del veintiséis de abril del
año en curso.

• Israel Reyes Ledesma Magaña, por la que solicita li-
cencia, por tiempo indefinido para separarse de sus fun-
ciones como diputado federal electo en el Trigésimo
Séptimo Distrito Electoral del Estado de México, a par-
tir del treinta de abril del año en curso.

• Alfredo Francisco Lugo Oñate, por la que solicita li-
cencia, por tiempo indefinido para separarse de sus fun-
ciones como diputado federal electo en el Tercer Distri-
to Electoral del estado de Querétaro, a partir del
veintiséis del año en curso.

• Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, por la
que solicita licencia, por tiempo indefinido para separar-
se de sus funciones como diputada federal electa en la
Cuarta Circunscripción Plurinominal, a partir del treinta
de abril del año en curso.

• Lizbeth García Coronado, por la que solicita licencia,
por tiempo indefinido para separarse de sus funciones
como diputada federal electa en la Quinta Circunscrip-
ción Plurinominal a partir del primero de mayo del año
en curso.

En votación económica se aprueban, Comuníquense.
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El Presidente informa a la Asamblea que los ciudadanos
Luz Margarita Alba Contreras, José Luis Villegas Méndez
y Arturo Villaseñor Hernández, diputados electos en el Ter-
cero, Noveno y Décimo Distritos Electorales del estado de
Guanajuato, se encuentran a las puertas del Salón de Sesio-
nes, designa una comisión para acompañarlos en el acto de
rendir protesta de Ley, y entran en funciones.

h) De la Cámara de Senadores, con las que remite Minutas
con proyecto de decreto que:

• Expide la Ley para la Protección de Personas Defenso-
ras de Derechos Humanos y Periodistas. Se turna a la
Comisión de Derechos Humanos, para dictamen y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

• Reforma los artículos dos y tres de la Ley del Sistema
de Horario en los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a
la Comisión de Energía, para dictamen.

La Secretaría da lectura a los encabezados de los dictáme-
nes con proyecto de decreto que se encuentran publicados
en la Gaceta Parlamentaria; de las Comisiones de:

a) Cultura, que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Derechos de Autor.

b) Salud:

• Que adiciona una fracción cuarta al artículo cuatro-
cientos sesenta y cuatro Ter de la Ley General de Salud.

• Que adiciona una fracción tercera Bis al artículo cua-
trocientos sesenta y cuatro Ter de la Ley General de Sa-
lud.

c) Seguridad Social:

• Que adiciona los artículos doscientos sesenta y tres, y
doscientos sesenta y ocho de la Ley del Seguro Social.

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do.

• Que reforma las fracciones tercera y cuarta del artícu-
lo ochenta y cuatro y ciento treinta de la Ley del Seguro
Social. 

• Que reforma las fracciones quinta y séptima del artícu-
lo ochenta y cuatro, y el artículo noventa y cinco de la
Ley del Seguro Social.

d) Justicia, con que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes del Código Penal Federal, del Código Federal de Pro-
cedimientos Penales, de la Ley Federal para Prevenir y Eli-
minar la Discriminación, de la Ley de Premios, Estímulos
y Recompensas Civiles, de la Ley del Sistema Nacional de
Información, Estadística y Geográfica y de la Ley Federal
de las Entidades Paraestatales.

e) Economía, que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes a la Ley de Comercio Exterior.

f) Juventud y Deporte, con Proyecto de Decreto que refor-
ma y adiciona la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud.

g) Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de
Hacienda y Crédito Público, que expide la Ley General de
la Calidad del Aire y Protección a la Atmósfera.

De conformidad con lo que establece el artículo ochenta y
siete del Reglamento de la Cámara de Diputados, la Presi-
dencia comunica que se cumple con la declaratoria de pu-
blicidad.

El Presidente informa a la Asamblea que se encuentra pu-
blicada en la Gaceta Parlamentaria la relación de setecien-
tas catorce iniciativas con vencimiento de plazo, en conse-
cuencia se tiene por precluida la facultad de las comisiones
para emitir dictamen y, de conformidad con lo dispuesto
por el artículo ochenta y nueve, numeral uno, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

Se da inicio a la discusión de dictámenes con proyecto de
decreto:

a) En virtud de que en la sesión del veinticuatro de abril del
dos mil doce, fue cubierta la etapa procesal de discusión en
lo general y en lo particular del dictamen con proyecto de
decreto de la Comisión de Puntos Constitucionales, que re-
forma y adiciona los artículos setenta y tres, setenta y cua-
tro, setenta y nueve, ciento dieciséis, y ciento veintidós de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
se continúa con la votación nominal del artículo setenta y
nueve de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, reservado, en términos del dictamen. 



Presidencia del diputado
Balfre Vargas Cortéz

En votación nominal se aprueba en lo particular el artículo
reservado en términos del dictamen por doscientos treinta y
seis votos a favor; noventa y ocho en contra; y ocho abs-
tenciones. Se aprueba en lo general y en lo particular el pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona los artículos se-
tenta y tres, setenta y cuatro, setenta y nueve, ciento
dieciséis, y ciento veintidós de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Pasa al Senado, para sus
efectos constitucionales.

Se continúa con la discusión de dictámenes con proyecto de
decreto de las Comisiones de:

b) Presupuesto y Cuenta Pública, relativo a la revisión de la
Cuenta Pública correspondiente al Ejercicio Fiscal dos mil
ocho. Se concede el uso de la palabra para fundamentar el
dictamen a nombre de la Comisión al diputado Jesús Al-
fonso Navarrete Prida. Se concede el uso de la palabra pa-
ra fijar postura de sus grupos parlamentarios a los diputa-
dos Laura Arizmendi Campos, de Movimiento Ciudadano;
Pedro Vázquez González, del Partido del Trabajo; Alejan-
dro del Mazo Maza, del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co; Vidal Llerenas Morales, del Partido de la Revolución
Democrática; y Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias, del
Partido Revolucionario Institucional. Se somete a discusión
en lo general e intervienen en contra los diputados Francis-
co Javier Orduño Valdez, María Elena Pérez de Tejada Ro-
mero, Liev Vladimir Ramos Cárdenas, Julio Castellanos
Ramírez, quien acepta interpelación del diputado Mario Al-
berto Di Costanzo Armenta, del Partido del Trabajo, Raúl
Gerardo Cuadra García, y José Francisco Javier Landero
Gutiérrez, todos ellos del Partido Acción Nacional; y en pro
los diputados Mario Alberto Di Costanzo Armenta, del Par-
tido del Trabajo, quien acepta interpelación del diputado
César Francisco Burelo, del Partido de la Revolución De-
mocrática; Esthela Damián Peralta, del Partido de la Revo-
lución Democrática; Arturo Zamora Jiménez, del Partido
Revolucionario Institucional; Rodrigo Pérez-Alonso Gon-
zález, del Partido Verde Ecologista de México; Jaime Fer-
nando Cárdenas Gracia, quien acepta interpelación de los
diputados Mario Alberto Di Costanzo Armenta, Laura Itzel
Castillo Juárez, del Partido del Trabajo, y Rodrigo Pérez-
Alonso González, del Partido Verde Ecologista de México;
y María de Jesús Aguirre Maldonado, del Partido Revolu-
cionario Institucional. En su oportunidad y desde su curul
responde alusiones personales el diputado Julio Castellanos
Ramírez, del Partido Acción Nacional, en tres ocasiones.

En votación económica no se considera suficientemente
discutido.

En su oportunidad y desde su curul realizan moción de pro-
cedimiento los diputados José Ramón Martel López, del
Partido Revolucionario Institucional; Arturo Ramírez Bu-
cio, Francisco Javier Orduño Valdez, Carlos Alberto Pérez
Cuevas, del Partido Acción Nacional, y Pablo Escudero
Morales, del Partido Verde Ecologista de México. El Presi-
dente hace aclaraciones, e instruye a la Secretaría dar lec-
tura a los artículos ciento cuatro y ciento cuarenta y tres del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Se continúa con la discusión en lo general e intervienen en
contra los diputados Augusta Valentina Díaz de Rivera Her-
nández, Dora Evelyn Trigueras Durón, y Francisco Javier
Orduño Valdez, del Partido Acción Nacional; y en pro los
diputados José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, quien
acepta interpelación de los diputados Jaime Fernando Cár-
denas Gracia, ambos del Partido del Trabajo, Raúl Gerardo
Cuadra García, del Partido Acción Nacional, y Francisco
Alejandro Moreno Merino, del Partido Revolucionario Ins-
titucional; Emilio Serrano Jiménez, del Partido de la Revo-
lución Democrática, quien acepta interpelación del dipu-
tado Juan José Cuevas García, del Partido Acción Nacional;
y José Adán Ignacio Rubí Salazar, del Partido Revolucio-
nario Institucional, quien acepta interpelación de los dipu-
tados Raúl Gerardo Cuadra García, del Partido Acción Na-
cional, de Carlos Flores Rico, del Partido Revolucionario
Institucional, y Pablo Escudero Morales, del Partido Verde
Ecologista de México. 

En su oportunidad y desde sus curules, intervienen para res-
ponder alusiones personales el diputado Julio Castellanos
Ramírez, del Partido Acción Nacional, y para rectificación
de hechos el diputado Jesús Alfonso Navarrete Prida, del
Partido Revolucionario Institucional. El Presidente hace
aclaraciones.

En votación económica se considera suficientemente discu-
tido en lo general, en votación nominal se aprueba en lo ge-
neral y en lo particular el proyecto de decreto por doscien-
tos cincuenta a favor; y ciento uno en contra. Publíquese en
el Diario Oficial de la Federación el proyecto de decreto re-
lativo a la revisión de la Cuenta Pública correspondiente al
Ejercicio Fiscal dos mil ocho.

Desde sus respectivas curules, realizan moción de procedi-
miento la diputada Yolanda de la Torre Valdez, del Partido
Revolucionario Institucional, y Raúl Gerardo Cuadra Gar-
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cía, del Partido Acción Nacional. El Presidente hace acla-
raciones.

c) Puntos Constitucionales, que reforma, los artículos cua-
renta y seis, setenta y seis y ciento cinco de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se concede el
uso de la palabra para fundamentar el dictamen a nombre
de la Comisión al diputado Hilario Everardo Sánchez Cor-
tés. Se concede el uso de la palabra para fijar postura de sus
grupos parlamentarios a los diputados María Teresa Rosau-
ra Ochoa Mejía, de Movimiento Ciudadano; Jaime Fernan-
do Cárdenas Gracia, del Partido del Trabajo; Nazario Nor-
berto Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática;
Gustavo González Hernández, del Partido Acción Nacio-
nal, y Felipe Solís Acero, del Partido Revolucionario Insti-
tucional. En votación económica se considera suficiente-
mente discutido, en votación nominal se aprueba en lo
general y en lo particular el proyecto de decreto por tres-
cientos veintitrés votos a favor; y dos abstenciones. Pasa a
las Legislaturas de los estados para efectos del artículo
ciento treinta y cinco de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Se da cuenta con un Acuerdo de la Junta de Coordinación
Política, por el que solicita a la Asamblea la inclusión en el
Orden del Día de cuatro Minutas con proyecto de decreto,
remitidas por la Cámara de Senadores. En votación econó-
mica se autoriza. 

a) Comunicaciones de la Cámara de Senadores, con las que
remite Minutas con proyecto de decreto:

• Que expide la Ley General para Prevenir, Sancionar y
Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas; y
para la proyección y asistencia a las víctimas de estos
delitos, y abroga la Ley para Prevenir y Sancionar la
Trata de Personas; y reforma diversas disposiciones de
la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, del
Código Penal Federal; de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación; de la Ley de la Policía Federal,
y de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, que devuelve para los efectos de la fracción E,
del artículo setenta y dos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a las Comisio-
nes Unidas de Derechos Humanos, y de Justicia, para
dictamen.

• Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Desarrollo Forestal Sustentable. Se turna a la Comi-

sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dic-
tamen.

• Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discrimi-
nación. Se turna la Comisión de Derechos Humanos, pa-
ra dictamen.

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen.

Se da cuenta con comunicación de la Junta de Coordina-
ción Política, en relación cambios de integrantes y de Jun-
tas Directivas de Comisiones Ordinarias y Especiales. En
votación económica se aprueban. Comuníquense.

Se continúa con Acuerdos de la Junta de Coordinación Po-
lítica:

• Por el que la Cámara de Diputados exhorta al Poder
Ejecutivo federal, para que respete los principios consti-
tucionales que rigen la política exterior mexicana y se
abstenga de intervenir en la decisión soberana de la Re-
pública Argentina, de nacionalizar sus recursos energéti-
cos. Se somete a discusión e interviene en contra, la
diputada Laura Itzel Castillo Juárez, del Partido del Tra-
bajo; y en pro el diputado Marcos Carlos Cruz Martínez,
del Partido de la Revolución Democrática. En votación
económica se considera suficientemente discutido y de
la misma forma se aprueba. Comuníquese. 

• Por el que se exhorta al Ejecutivo federal a que desti-
ne los recursos suficientes para adquirir el predio La
Mexicana, ubicado en la zona de Santa Fe en la Ciudad
de México y destinarlo a la construcción de un parque
ecológico. En votación económica se aprueba. Comuní-
quese.

Se somete a discusión de los dictámenes con puntos de
acuerdo de las Comisiones de:

a) Derechos Humanos:

• Por los que se exhorta al titular de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos, para que atienda e inves-
tigue las violaciones a los derechos humanos y garantí-
as individuales de los habitantes del estado de Sonora y



proceda jurídicamente en contra de los funcionarios del
Gobierno Federal y del Gobierno Estatal que no pro-
mueven, respetan, protegen y garantizan el derecho de
libre tránsito de dichos habitantes. 

• Por el que se solicita a la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, lleve a cabo una investigación sobre
las presuntas violaciones a los derechos humanos de las
mujeres en reclusión.

• Por el se solicita respetuosamente al Titular de la Co-
misión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de
Hidalgo, para que en uso de sus atribuciones y dentro del
ámbito de su competencia, realice la investigación res-
pectiva y en su caso, emita recomendación a los respon-
sables de las violaciones a los derechos humanos come-
tidos en contra de las víctimas del desalojo verificado el
día veintiocho de enero del dos mil doce en el predio
ubicado en la zona veinte de noviembre, Municipio de
Pachuca de Soto, Hidalgo.

b) Desarrollo Social, por el que se exhorta al Titular del
Ejecutivo Federal, para que en la elaboración de las reglas
de operación de los programas federales considere, además
de las características de las diferentes regiones socioeconó-
micas del país, los criterios de focalización y equidad, para
con ello distribuir de manera igualitaria, prioritaria y sufi-
ciente, los apoyos generados mediante los programas exis-
tentes. 

c) Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, por los que
se exhorta al Ejecutivo Federal amplié el espacio de inter-
nación a todo el territorio de los estados fronterizos y de los
beneficios contenidos en el “Acuerdo que tiene por objeto
establecer las reglas conforme a las cuales se otorgarán fa-
cilidades migratorias a los visitantes locales guatemalte-
cos”.

d) Turismo, para que las empresas turísticas signen y adop-
ten las políticas establecidas en el código de conducta na-
cional para la protección de las niñas, niños y adolescentes
en el sector de los viajes turísticos.

e) Salud:

• Por el que se exhorta al titular de la Secretaría de Sa-
lud, en su carácter de Presidente del Consejo Nacional
para la Prevención y Control de las Enfermedades Cró-
nicas no Transmisibles, para que refuerce las acciones
emprendidas por dicho organismo y que se haga público

el Registro Nacional de Enfermedades Crónicas No
Transmisibles. 

• Por los que exhorta al Gobierno del estado de Nayarit
y al Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Re-
productiva, apliquen medidas de prevención y atención
de cáncer de mama en dicha entidad federativa. 

• Por el que se exhorta al Ejecutivo Federal, instruya a la
Secretaría de Salud a establecer una estrategia nacional
de promoción y difusión de la lactancia materna. 

• Por el que se exhorta a la Secretaría de Salud y a la Co-
misión Federal de Mejora Regulatoria, realicen las mo-
dificaciones correspondientes al Proyecto de Norma
Oficial Mexicana PROY-NOM-017-SSA3-2007, a efec-
to de que se delimiten las funciones de los diferentes ti-
pos de prestadores de servicios relacionados con la acu-
puntura.

• Por el que se exhorta al Ejecutivo Federal, para que a
través de la Secretaría de Salud, lleve a cabo las accio-
nes reglamentarias y normativas necesarias, en materia
de etiquetado de bebidas alcohólicas.

f) Del Distrito Federal:

• Por el que se exhorta al Gobierno del Distrito Federal,
implementar un programa de suspensión y disminución
de presión a los deudores del servicio de agua potable.

• Por el que se exhorta a diversas autoridades realizar las
acciones necesarias para conectar a las colonias Huicha-
pan, Altamirano y Ocoyoacac con el Proyecto del Par-
que Ecológico del Bicentenario.

g) Equidad y Género:

• Por el que se exhorta a los Poderes Ejecutivo y Legis-
lativo de Nayarit a incluir la perspectiva de género en el
presupuesto de egresos local.

• Por el que se exhorta al Congreso de Oaxaca a discutir
y en su caso a aprobar la iniciativa para tipificar lo mis-
mo el feminicidio que la violencia obstétrica y la fami-
liar.

En votación económica se aprueban en conjunto los puntos
de acuerdo. Comuníquense.
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Se somete a consideración de la Asamblea los siguientes
dictámenes en sentido negativo con puntos de acuerdo por
los que se desechan iniciativas y minutas con proyecto de
decreto de las Comisiones de:

a) Educación Pública y Servicios Educativos: 

• Que reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General de Educación, en materia de violencia es-
colar.

• Que reforma los artículos siete y treinta y dos de la Ley
General de Educación, en materia de participación ciu-
dadana y equidad y género.

• Que reforma los artículos segundo, octavo, y dieciséis
de la Ley para la Coordinación de la Educación Supe-
rior.

• Que reforma el artículo diecinueve de la Ley General
de Infraestructura Física Educativa.

• Que adiciona una fracción décimo séptimo al artículo
séptimo de la Ley General de Educación.

b) Salud:

• Que reforma el artículo ciento quince de la Ley Gene-
ral de Salud. 

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, en materia de atención médica a
grupos vulnerables. 

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, en materia de eutanasia y muerte
asistida. 

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, en materia de afiliación. 

• Que reforma el artículo veintiséis de la Ley General
para el Control del Tabaco. 

• Que reforma los artículos veintisiete, ciento treinta y
cinco, y ciento, cincuenta y siete bis de la Ley General
de Salud. 

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, en materia de medicina paliativa. 

c) Medio Ambiente y Recursos Naturales:

• Que reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en materia de calidad del aire.

• Que reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en materia de cambio climático.

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos.

• Que reforman y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.

• Que reforman y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.

d) Del Distrito Federal, 

• Que reforma el artículo treinta y siete del Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal.

• Que reforma el artículo cincuenta del Estatuto de Go-
bierno del Distrito Federal.

e) Equidad y Género, que adiciona el capítulo Cuarto Bis al
Título IV de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres.

f) Juventud y Deporte, que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud. 

g) Equidad y Género, que reforma el artículo sexto de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia.

h) Medio Ambiente y Recursos Naturales:

• Que reforma el segundo párrafo del artículo diecisiete;
y se adicionan un párrafo al artículo cincuenta y nueve y
el artículo setenta y tres bis, de la Ley General de Desa-
rrollo Forestal Sustentable. 

• Que reforma el artículo doce de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 



• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en materia de cambio climático.

i) Juventud y Deporte, que reforma la fracción primera del
artículo tres de la Ley del Instituto Mexicano de la Juven-
tud.

Sin oradores registrados, en votación económica se aprue-
ban. Archívense los expedientes como asuntos concluidos.
Por lo que se refiere a los cuatro últimos dictámenes, se de-
vuelven a la Cámara de Senadores, para los efectos de la
fracción D del artículo setenta y dos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Se da cuenta con Acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica por el que solicita a la Asamblea la modificación del
Orden del Día para la inclusión del dictamen de la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, relativo a la Revi-
sión de la Cuenta Pública correspondiente al Ejercicio Fis-
cal dos mil nueve, en el apartado de declaratoria de
publicidad. En votación económica se autoriza, y el Presi-
dente informa que, de conformidad con lo que establece el
artículo ochenta y siete del Reglamento de la Cámara de
Diputados, se cumple con la declaratoria de publicidad

La Presidencia informa a la Asamblea que se encuentran
publicados en la Gaceta Parlamentaria los siguientes dictá-
menes con proyecto de decreto de la Comisión del Distrito
Federal:

• Que reforma el artículo treinta y nueve del Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal. 

• Que reforma el artículo cincuenta del Estatuto de Go-
bierno del Distrito Federal. 

• Que reforma y adiciona los artículos sesenta y siete, y
cuarenta y dos del Estatuto de Gobierno del Distrito Fe-
dera.

Desde sus respectivas curules realizan moción de procedi-
miento los diputados Agustín Guerrero Castillo, del Partido
de la Revolución Democrática, en dos ocasiones; José Ge-
rardo Rodolfo Fernández Noroña, del Partido del Trabajo;
Vidal Llerenas Morales, del Partido de la Revolución De-
mocrática, en dos ocasiones; Óscar Martín Arce Paniagua,
y Kenia López Rabadán, ambos del Partido Acción Nacio-
nal. En votación económica no se autoriza la declaratoria
de publicidad.

Se continúa con la discusión de los siguientes dictámenes
con proyecto de decreto de la Comisiones de:

a) Unidas de Transportes y de Marina, que reforma, adicio-
na y deroga diversas disposiciones de la Ley de Puertos. Se
concede el uso de la palabra para fundamentar el dictamen
a nombre de la Comisión de Transportes al diputado Silvio
Lagos Galindo. Se concede el uso de la palabra para fijar
postura de sus grupos parlamentarios a los diputados Car-
los Martínez Martínez, del Partido Acción Nacional; José
Antonio Martínez Armengol, del Partido Revolucionario
Institucional; y Mario Alberto Di Costanzo Armenta, del
Partido del Trabajo. Se somete a discusión en lo general e
interviene en contra del dictamen el diputado José Gerardo
Rodolfo Fernández Noroña, del Partido del Trabajo; y en
pro el diputado Julio Saldaña Morán, del Partido Acción
Nacional; y desde su curul para realizar rectificación de he-
chos el diputado Carlos Martínez Martínez, del Partido Ac-
ción Nacional. En votación económica se considera sufi-
cientemente discutido, en votación nominal se aprueba en
lo general y en lo particular el proyecto de decreto por dos-
cientos sesenta y cinco votos a favor; tres en contra y dos
abstenciones. Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitu-
cionales.

b) Justicia, que reforma y adiciona un párrafo tercero al ar-
tículo trescientos noventa del Código Penal Federal. Se
concede el uso de la palabra para fundamentar el dictamen
a nombre de la Comisión al diputado J. Eduardo Yáñez
Montaño. Se somete a discusión en lo general y en lo par-
ticular el dictamen e interviene en pro la diputada María
Antonieta Pérez Reyes, del Partido Acción Nacional. En
votación económica se considera suficientemente discuti-
do, en votación nominal se aprueba en lo general y en lo
particular el proyecto de decreto por doscientos cuarenta y
cinco votos a favor; y seis en contra. Pasa al Senado para
sus efectos constitucionales.

De conformidad con los artículos cien y ciento dos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, las iniciativas y pro-
posiciones registradas en el Orden del Día de esta sesión
que no se presentaron en tribuna serán turnadas a las comi-
siones que correspondan, publicándose el turno en la Gace-
ta Parlamentaria, salvo las iniciativas de los siguientes di-
putados: Jaime Arturo Vázquez Aguilar, y Lily Fabiola de
la Rosa Cortés, del Partido Revolucionario Institucional,
quienes solicitaron a la Secretaría, sean inscritas en la pró-
xima sesión. En consecuencia se turnan las siguientes:
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a) Iniciativas con proyecto de decreto, de los diputados:

• Ana Georgina Zapata Lucero, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley de la Propiedad Industrial. Se turna
a la Comisión de Economía, para dictamen.

• Bonifacio Herrera Rivera, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Penal Federal, de la Ley Federal Contra la De-
lincuencia Organizada, del Código Federal de Procedi-
mientos Penales, de la Ley Federal de Telecomunicacio-
nes y de la Ley de la Policía Federal. Se turna a las
Comisiones Unidas de Justicia, de Comunicaciones, y
de Seguridad Pública, para dictamen.

• Jorge Herrera Martínez, del Partido Verde Ecologista
de México, que reforma los artículos cincuenta y dos,
cincuenta y tres, y cincuenta y cuatro de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

• Jorge Antonio Kahwagi Macari, de Nueva Alianza, que
adiciona un artículo doscientos nueve Quáter al Código
Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para
dictamen.

• Roberto Pérez de Alva Blanco, de Nueva Alianza, que
reforma los artículos tercero, quinto, dieciséis, y dieci-
nueve de la Ley de Capitalización del Procampo. Se tur-
na a la Comisión de Agricultura y Ganadería, para dic-
tamen.

• María del Carmen Izaguirre Francos, del Partido Re-
volucionario Institucional, que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. Se
turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

• Jaime Arturo Vázquez Aguilar, que reforma el artículo
cuarenta y tres de la Ley para la Transparencia y Orde-
namiento de los Servicios Financieros. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

• Jaime Arturo Vázquez Aguilar, que reforma los artícu-
los cincuenta y nueve y ciento dieciséis de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
na a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

• Jorge Romero Romero, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para opinión.

• Dora Evelyn Trigueras Durón, del Partido Acción Na-
cional, que reforma los artículos veintisiete y ciento
quince de la Ley General de Salud. Se turna a la Comi-
sión de Salud, para dictamen.

• Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo, del Partido
de la Revolución Democrática, que reforma y adiciona
diversas disposiciones la Ley Federal del Trabajo, de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia y de la Ley Federal para Prevenir y Elimi-
nar la Discriminación. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Trabajo y Previsión Social, de Equidad y Género,
y de Derechos Humanos, para dictamen.

• Ifigenia Martha Martínez y Hernández, del Partido del
Trabajo, que reforma el artículo quinto de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal. Se turna a la Comi-
sión de Transportes, para dictamen, y a la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública, para opinión.

• Manuel Cadena Morales y suscrita por diputados inte-
grantes de las Comisiones de Derechos Humanos y de
Justicia, que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal, del Código Federal de Proce-
dimientos Penales, de la Ley Federal de Responsabilida-
des Administrativas de los Servidores Públicos, de la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Pú-
blicos y de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimo-
nial del Estado. Se turna a las Comisiones Unidas de
Justicia, de la Función Pública, y de Gobernación, para
dictamen.

• Jorge Romero Romero, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma los artículos veintisiete de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
quinto de la Ley de Seguridad Nacional y segundo de la
Ley Aduanera. Se turna a las Comisiones Unidas de Go-
bernación, y de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para opinión.

• José Manuel Marroquín Toledo, del Partido Acción
Nacional, que reforma el artículo doscientos treinta y



uno-A de la Ley Federal de Derechos. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

• Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Partido del Tra-
bajo, que reforma los artículos cuarenta y cinco y no-
venta y siete de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comi-
sión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias, para dictamen.

• Jorge Romero Romero, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo cuarenta de la Ley
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores. Se turna a la Comisión de Vivienda, para
dictamen.

• María Joann Novoa Mossberger, del Partido Acción
Nacional y suscrita por diputadas integrantes de la Co-
misión Especial para la Niñez, que adiciona un artículo
trescientos diez Bis al Código Penal Federal y expide la
Ley General para la Prevención, Atención, Erradicación
y Sanciones del Maltrato hacia Niñas, Niños y Adoles-
centes. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y
de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

• Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Partido del Tra-
bajo, que reforma el artículo doscientos dieciocho del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales. Se turna a la Comisión de Gobernación, para
dictamen

• Héctor Pedraza Olguín, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Defensoría Pública. Se tur-
na a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Co-
misión de Asuntos Indígenas, para opinión.

• Víctor Alejandro Balderas Vaquera y suscrita por el
diputado Marcos Pérez Esquer, del Partido Acción Na-
cional, que reforma el artículo ochenta y cuatro de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, para dictamen.

• Julieta Octavia Marín Torres, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que reforma el artículo treinta de la Ley
de Migración. Se turna a la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios, para dictamen.

• Julieta Octavia Marín Torres, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que reforma el artículo dieciséis de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

• Josefina Rodarte Ayala, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo tercero de la Ley
General de Desarrollo Social. Se turna a la Comisión de
Desarrollo Social, para dictamen.

• Gerardo Sánchez García, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el Artículo Trigésimo Quinto
Transitorio del Decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal dos mil doce. Se tur-
na a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

• Nancy González Ulloa, del Partido Acción Nacional,
que expide la Ley del Seguro de Desempleo. Se turna a
la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dicta-
men, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para opinión.

• Emilio Serrano Jiménez, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma los artículos treinta y cuatro y
treinta y seis de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el
Himno Nacionales. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción, para dictamen.

• Felipe de Jesús Cantú Rodríguez, del Partido Acción
Nacional, que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Petróleos Mexicanos y de la Ley del Servi-
cio Público de Energía Eléctrica. Se turna a la Comisión
de Energía, para dictamen.

• Israel Madrigal Ceja, del Partido de la Revolución De-
mocrática, que reforma el artículo veintisiete de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

• Adriana de Lourdes Hinojosa Céspedes, del Partido
Acción Nacional, que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley Federal de Fomento a las Activida-
des Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil.
Se turna a la Comisión de Participación Ciudadana, pa-
ra dictamen.
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b) Proposiciones con punto de acuerdo de los diputados:

• María Isabel Pérez Santos, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, por el que se
exhorta al Instituto Mexicano del Seguro Social, para
que brinde seguridad social y las condiciones laborales
que exige la Ley Federal del Trabajo, a los médicos, en-
fermeras y demás profesionales temporales adscritos al
programa Instituto Mexicano del Seguro Social - Opor-
tunidades, para el desarrollo eficiente de su trabajo con
pleno respeto a sus garantías laborales. Se turna a las
Comisiones Unidas de Seguridad Social y de Trabajo y
Previsión Social, para dictamen.

• Norma Sánchez Romero, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, por el que se exhorta a las le-
gislaturas de las Entidades Federativas, para que en las
revisiones o reformas a sus legislaciones electorales,
contemplen la equidad de género. Se turna a la Comi-
sión de Equidad y Género, para dictamen.

• Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
por el que se exhorta al Ejecutivo Federal, a transparentar
los resultados en materia del acceso, en tiempo y forma,
a los medicamentos para pacientes con enfermedades
crónico-degenerativas, derivadas de los ahorros obteni-
dos por la Comisión Coordinadora para la Negociación
de Precios de Medicamentos y otros insumos para la sa-
lud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

• Jesús Gerardo Cortez Mendoza, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, por el que se exhorta
al Instituto Federal de Acceso a la Información y Pro-
tección de Datos, a reforzar las medidas de seguridad
implementadas para el acceso a la información, princi-
palmente en los casos que hacen públicos los datos de
identidad de los representantes de las empresas y los
montos económicos con los que concursan en las licita-
ciones públicas ya que la publicación de estos datos los
hace susceptibles a que sean víctimas de delitos como
robo, extorsión y secuestro. Se turna a la Comisión de la
Función Pública, para dictamen.

• Rodolfina Gatica Garzón, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, por el que se ex-
horta a la Secretaría de Educación Pública y al Conacul-
ta, a trabajar en coordinación con el gobierno del estado
de Guerrero, con el fin de diseñar e implementar políti-
cas públicas en materia de educación y cultura que ten-

gan por objeto promover el desarrollo integral de la ni-
ñez y la juventud en dicho estado, para evitar que sean
víctimas de violencia o se involucren en hechos violen-
tos. Se turna a las Comisiones Unidas de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos y de Cultura, para dicta-
men.

• Rosi Orozco, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, por el que se exhorta al Jefe de Gobier-
no, al Procurador General de Justicia y al Secretario de
Seguridad Pública, todos del Distrito Federal y al Jefe
Delegacional de Cuauhtémoc, atiendan de manera inme-
diata las denuncias vecinales de la comisión de posibles
delitos en materia de trata de personas en la zona de
Buenavista. Se turna a la Comisión de Derechos Huma-
nos, para dictamen.

• Rodolfina Gatica Garzón, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, por el que se ex-
horta a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, a la Secretaría de Agricultura Ganadería Desa-
rrollo Rural Pesca y Alimentación y a la Secretaría de
Salud, realicen un foro con miembros de la sociedad ci-
vil organizada, ambientalistas, productores, universida-
des y empresas, sectores públicos y privados y otros in-
teresados para analizar y debatir sobre alternativas al uso
del Endosulfán, incluyendo el manejo integrado de pla-
gas, plaguicidas no químicos, el manejo agroecológico y
la agricultura orgánica. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Medio Ambiente y Recursos Naturales, de Agri-
cultura y Ganadería y de Salud, para dictamen.

• José María Valencia Barajas, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, por el que se
exhorta al Ejecutivo Federal, para que a través de la Se-
cretaría de Agricultura Ganadería Desarrollo Rural Pes-
ca y Alimentación y la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, lleven a cabo las acciones necesa-
rias para establecer las medidas preventivas pertinentes
que eviten el desarrollo y como consecuencia los daños
que la enfermedad “Laurel Wilt”, podría causar al país,
particularmente en las especies productoras de alimentos
para consumo humano. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Agricultura y Ganadería y de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen.

El Presidente levanta la sesión a las diecisiete horas con
veinticuatro minutos y cita para la próxima que tendrá lu-
gar el día mañana jueves veintiséis de abril de dos mil do-
ce, a las diez horas.»



El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Es-
tá a discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la pa-
labra, en votación económica se pregunta si se aprueba.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presi-
dente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobada el acta. Continúe la Secretaría, por favor.

DICTAMENES NEGATIVOS 
DE PUNTOS DE ACUERDO

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Me-
sa Directiva.

Honorable Asamblea:

Esta Presidencia comunica que se recibieron dictámenes de
proposiciones con punto de acuerdo sentido negativo, para
archivo, de conformidad con el artículo 180, numeral 2,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, los
que fueron publicados en la Gaceta Parlamentaria, de las si-
guientes comisiones:

Equidad y Género

• Dictamen por el que se desecha la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a las legislaturas
de los estados y al Distrito Federal a adecuar su norma-
tividad en concordancia con la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Distrito Federal

• Dictamen por el que se desecha la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno del
Distrito Federal a recibir por la Secretaría de Finanzas a
los representantes de los Pedregales de Coyoacán a fin
de ajustar el impuesto predial.

• Dictamen por el que se desecha la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno del
Distrito Federal a estimular a las empresas inmobiliarias
a usar plásticos biodegradables en la publicidad de ven-
ta o renta de inmuebles.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2012.— Diputado
Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Presidente.»

«Dictamen en relación con la proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a las legislaturas de los esta-
dos y al Distrito Federal a adecuar su normativa en con-
cordancia con la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia

Honorable Asamblea

A la Comisión de Equidad y Género de la LXI Legislatura
de la honorable Cámara de Diputados, le fue turnada la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
las legislaturas de los estados y al Distrito Federal a ade-
cuar su normativa en concordancia con la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Esta comisión dictaminadora, con fundamento los artículos
39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y 80,
84, 85, 157, 162, 180 y 182 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta Honorable
Asamblea el presente dictamen, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. Con fecha 13 de marzo de 2012, la diputada Jo-
sefina Rodarte Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó ante el pleno de la
Cámara de Diputados la proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta a las legislaturas de los estados y al
Distrito Federal a adecuar su normativa en concordancia
con la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia.

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva -oficio
DGPL 61-11-6-2365, expediente 6747- determinó turnarla
a la Comisión de Equidad y Género, de la LXI Legislatura
de la honorable Cámara de Diputados, para su análisis y
dictamen.
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Contenido de la Proposición

Informa la proponente que el 1 de febrero de 2007, se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.
Un ordenamiento jurídico logrado por la lucha histórica y
trascendente, principalmente de las mujeres que desde la
sociedad, han influido en los diferentes órdenes de gobier-
no y poderes del Estado. Preponderancia que ha tenido
consecuencias progresivas en el ámbito cultural del país,
que entre otras cosas, ha empoderado la participación so-
cial, política y económica de las mujeres y establecido gra-
dualmente condiciones de igualdad, equidad y libertad.

Explica que los derechos de las mujeres son facultades,
prerrogativas y capacidades inherentes a la persona, forta-
lecen la dignidad, el desarrollo de las potenciales humanas
y promueven en la sociedad, la igualdad, la equidad, la li-
bertad, la tolerancia y la diversidad. En ese sentido la Ley
citada establece que:

Derechos humanos de las mujeres: Refiere a los derechos
que son parte inalienable, integrante e indivisible de los de-
rechos humanos universales contenidos en la Convención
sobre la Eliminación de Todos las Formas de Discrimina-
ción contra la Mujer (CEDA W), la Convención sobre los
Derechos de la Niñez, la Convención Interamericana para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mu-
jer (Belem Do Pará) y demás instrumentos internacionales
en la materia.

Por lo tanto, aduce, los derechos de las mujeres son funda-
mento y esencia de las personas, representan la dignidad
humana, lo más extraordinario y preciado del ser. En que
vale la pena reconocer, que las y los mexicanos han parti-
cipado activamente en su perfeccionamiento, desde dife-
rentes ámbitos en los que se han dado resultados perma-
nentes con retos que afrontar, de avances significativos en
el ámbito del derecho internacional de los derechos huma-
nos.

Asegura que la misma Ley establece, en las disposiciones
generales, la coordinación entre la Federación, las entida-
des federativas, el Distrito Federal y los municipios para
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mu-
jeres. Ese mandato legal, para las entidades federativas y
los ayuntamientos, consigna que las competencias y facul-
tades de los diversos órdenes de gobierno deben estar en-
caminados: al cumplimiento del objeto y finalidad de dicho
ordenamiento.

En ese sentido, manifiesta, la concordancia y armonización
legislativa -de las disposiciones legales aplicables en la
materia de la Ley General, que defiende y fortalece la dig-
nidad de las mujeres, está presente de manera permanente
como una obligación, por lo que se debe de perfeccionar
para lograr su eficacia, en su aplicación y en la comisión
del delito. Al respecto la Ley dispone que:

(...) Con el objeto de contribuir a la erradicación de la
violencia contra las mujeres dentro de la familia, los
poderes legislativos, federal y locales, en el respectivo
ámbito de sus competencias, considerarán:

I. Tipificar el delito de violencia familiar, que incluya
como elementos del tipo los contenidos en la definición
prevista en el artículo 7 de esta Ley (...) (Artículo 7.-
Violencia familiar: Es el acto abusivo de poder u omi-
sión intencional, dirigido a dominar, someter, controlar,
o agredir de manera física, verbal, psicológica, patri-
monial, económica y sexual a las mujeres, dentro o fue-
ra del domicilio familiar, cuyo agresor tenga o haya te-
nido relación de parentesco por consanguinidad o
afinidad de matrimonio, concubinato o mantengan o
hayan mantenido una relación de hecho)

Para tal caso, puntualiza, la Ley establece la siguiente tipo-
logía, que hace explícita la violencia en sus formas y mo-
dalidades:

1. Violencia psicológica actos u omisiones que afecten
“la estabilidad psicológica,” como: “negligencia,
abandono, descuido reiterado, celotipia, insultos, humi-
llaciones, devaluación marginación, indiferencia, infi-
delidad, comparaciones destructivas, rechazo, restric-
ción a la autodeterminación y amenazas, las cuales
conllevan a la víctima a la depresión, al aislamiento, a
la devaluación de su autoestima e incluso al suicidio”.

2. Violencia física: actos “que infligen daño no acci-
dental, usando la fuerza física o algún tipo de arma u
objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean inter-
nas, externas, o ambas”

3. Violencia patrimonial: actos u omisiones “que afec-
tan la supervivencia de la víctima. Se manifiesta en: la
transformación, sustracción, destrucción, retención o
distracción de objetos, documentos personales, bienes y
valores, derechos patrimoniales o recursos económicos
destinados a satisfacer sus necesidades y puede abarcar
los daños a los bienes comunes o propios de la víctima.



4. Violencia económica: acciones u omisión del agresor
“que afecta la supervivencia económica de la víctima.
Se manifiesta a través de limitaciones encaminadas a
controlar el ingreso de sus percepciones económicas,
así como la percepción de un salario menor por igual
trabajo, dentro de un mismo centro laboral”.

5. La violencia sexual: actos que degradan o dañan “el
cuerpo y/o la sexualidad de la víctima y que por tanto
atenta contra su libertad, dignidad e integridad física.
Es una expresión de abuso de poder que implica la su-
premacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y
concebirla como objeto.

6. Así como, “cualesquiera otras formas análogas que
lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, inte-
gridad o libertad de las mujeres.

En ese contexto, señala, se establece fortalecer el marco
penal, civil y otras disposiciones con la finalidad de asegu-
rar la sanción a quienes hostigan y acosan en el ámbito la-
boral y docente.

Es por todo ello, precisa, la necesidad de que los estados de
la Federación, en sus respectivos códigos, deben tipificar el
delito de acuerdo a los diferentes tipos' de violencia que se
establecen en las disposiciones legales.

En consecuencia, abunda, existen a la fecha legislaciones
locales que han hecho lo respectivo, sin embargo se obser-
va que en la mayoría de los casos las penas y medidas de
seguridad no son suficientes y se reincide en el delito de
violencia contra las mujeres en el ámbito el fuero común.
En la mayoría de los casos se imponen medidas como amo-
nestación o apercibimiento y se deberían de considerar
también las siguientes medidas de seguridad y penas:

• Prisión.

• Tratamiento en libertad, semilibertad y trabajo en fa-
vor de la comunidad.

• Confinamiento.

• Prohibición de ir a lugar determinado.

• Suspensión o privación de derechos.

• Inhabilitación, destitución o suspensión de funciones o
empleos.

• Vigilancia de la autoridad.

• Suspensión o disolución de sociedades.

• Medidas tutelares para menores.

• La colocación de dispositivos de localización y vigi-
lancia.

• Otras

Lo anterior, alega, evidentemente de acuerdo a la gravedad
de la conducta ilícita, una vez que durante la indagatoria se
demuestren algunos de los tipos de violencia que se esta-
blecen en la Ley General de- Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia.

Por ello, somete a consideración el siguiente

Punto de acuerdo

Único. Con pleno respeto a los principios del federalis-
mo establecidas en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, se les exhorta a las legislaturas
de las 31 entidades federativas y al Distrito Federal,
adecuen sus disposiciones legales aplicables en materia
de violencia contra las mujeres estableciendo penas y
medidas de seguridad distintas a la amonestación y
apercibimiento, ello un vez, que se demuestren los tipos
de violencia contra la mujer establecidas en la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia.

Consideraciones

Las y los integrantes de la Comisión de Equidad y Género
se dieron a la tarea de analizar y discutir la propuesta a fin
de tomar una decisión al respecto.

Primera. En primer lugar, las y los integrantes de esta Co-
misión Dictaminadora manifiestan su cabal acuerdo con el
propósito del punto de acuerdo presentado por la promo-
vente.

No obstante, efectiva mente, como se reconoce en la Ex-
posición de motivos de la proposición, la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia esta-
blece la obligación no solo de armonizar los marcos jurídi-
cos locales sino de tipificar una serie de conductas que vul-
neran los derechos de las mujeres.
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Segunda. Así, es fácilmente identificable que la Ley Ge-
neral de Acceso vigente, en el artículo 2, faculta a la Fede-
ración, a las entidades federativas, al Distrito Federal y a
los municipios, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, a expedir las normas legales y a tomar las medidas
presupuestales y administrativas correspondientes para
garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de
violencia, de conformidad con los Tratados Internaciona-
les en Materia de Derechos Humanos de las Mujeres, rati-
ficados por el Estado mexicano.

Así también, el artículo 3 establece que todas las medidas
que se deriven de la presente Ley, garantizarán la preven-
ción, la atención, la sanción y la erradicación de todos los
tipos de violencia contra las mujeres durante su ciclo de vi-
da y para promover su desarrollo integral y su plena par-
ticipación en todas las esferas de la vida.

Por su parte, en el artículo noveno se establece que los ór-
ganos legislativos normen diversas situaciones a fin com-
batir de raíz la violencia, entre ellas mandata tipificar la
violencia familiar:

Artículo 9. Con el objeto de contribuir a la erradicación
de la violencia contra las mujeres dentro de la familia,
los poderes legislativos, federal y locales, en el respec-
tivo ámbito de sus competencias, considerarán:

1 Tipificar el delito de violencia familiar, que incluya
como elementos del tipo los contenidos en la definición
prevista en el artículo 7 de esta ley;

II Establecer la violencia familiar como causal de di-
vorcio, de pérdida de la patria potestad y de restricción
para el régimen de visitas, así como impedimento para
la guarda y custodia de niñas y niños, o

III Disponer que cuando la pérdida de la patria potes-
tad sea por causa de violencia familiar y/o incumpli-
miento de obligaciones alimentarias o de crianza, no
podrá recuperarse la misma, y 

IV. Incluir como parte de la sentencia, la condena al
Agresor a participar en servicios reeducativos integra-
les, especializados y gratuitos.

Más aún, los artículos 14 y 15 estipulan las obligaciones
que recaen en los tres órdenes de gobierno, entre ellas el
fortalecer el marco penal y civil para sancionar a quienes
hostigan y acosan sexual mente:

Artículo 14. Las entidades federativas y el Distrito Fe-
deral, en función de sus atribuciones, tomarán en con-
sideración:

I Establecer las políticas públicas que garanticen el de-
recho de las mujeres a una vida libre de violencia en sus
relaciones laborales y, o de docencia;

II Fortalecer el marco penal y civil para asegurar la
sanción a quienes hostigan y acosan;

III Promover y difundir en la sociedad que el hostiga-
miento sexual y el acoso sexual son delitos, y

IV. Diseñar programas que brinden servicios reeducati-
vos integrales para víctimas y agresores.

Artículo 15.- Para efectos del hostigamiento o el acoso
sexual, los tres órdenes de gobierno deberán:

I Reivindicar la dignidad de las mujeres en todos los
ámbitos de la vida;

II Establecer mecanismos que favorezcan su erradica-
ción en escuelas y centros laborales privados o públi-
cos, mediante acuerdos y convenios con instituciones
escolares, empresas y sindicatos;

III Crear procedimientos administrativos claros y preci-
sos en las escuelas y los centros laborales, para sancio-
nar estos ilícitos e inhibir su comisión.

IV. En ningún caso se hará público el nombre de la víc-
tima para evitar algún tipo de sobrevictimización o que
sea boletinada o presionada para abandonar la escuela
o trabajo;

V. Para los efectos de la fracción anterior, deberán su-
marse las quejas anteriores que sean sobre el mismo
hostigador o acosador, guardando públicamente el ano-
nimato de la o las quejosas;

VI Proporcionar atención psicológica y legal, especia-
lizada y gratuita a quien sea víctima de hostigamiento o
acoso sexual, y

VII Implementar sanciones administrativas para los su-
periores jerárquicos del hostigador o acosador cuando
sean omisos en recibir y/o dar curso a una queja.



Por demás, el mismo ordenamiento estipula la llamada
Alerta de violencia de género en caso de violencia femini-
cida y establece la protección de víctimas mediante la crea-
ción de refugios.

Tercera. Como se ha descrito, los contenidos de la Ley
General de Acceso distan mucho de lo señalado por la pro-
ponente cuando afirma que sólo contempla medidas como
la amonestación y el apercibimiento. Por el contrario, esta-
blecen un mandato claro para los tres órdenes de gobierno
para prevenir atender, sancionar y erradicar la violencia en
todas sus formas contra las mujeres.

El avance de la armonización legislativa es un proceso per-
manente que cobra sentido, cuando las legislaturas locales
actualizan los marcos locales para tipificar el feminicidio,
para instaurar los sistemas estatales para la igualdad, para
instalar los sistemas nacionales para atender, prevenir, san-
cionar y erradicar la violencia.

Por tanto, para esta Comisión Dictaminadora resulta inne-
cesario exhortar a las legislaturas locales en los términos
planteados por la proponente.

En razón de lo anteriormente expuesto, sometemos a con-
sideración de esta Honorable Asamblea el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta a las legislaturas de los estados y al
Distrito Federal a adecuar su normativa en concordancia
con la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia, presentada por la diputada Josefina Ro-
darte Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, el13 de marzo de 2012.

Segundo. Archívese el presente asunto como total y defi-
nitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, abril de 2012.

La Comisión de Equidad y Género, diputados: Dolores de los Án-
geles Nazares Jerónimo (rúbrica), presidenta; Ana Estela Duran Rico,
Adela Robles Morales (rúbrica), Elvia Hernández García (rúbrica),
Blanca Estela Jiménez Hernández (rúbrica), Laura Elena Estrada Ro-
dríguez (rúbrica), Tomasa Vives Preciado (rúbrica), Bélgica Nabil Car-
mona Cabrera (rúbrica), secretarias; Laura Arizmendi Campos, Laura
Itzel Castillo Juárez (rúbrica), Rosa Adriana Díaz Lizama, Augusta Va-
lentina Díaz de Rivera Hernández, Lucila del Carmen Gallegos Cama-

rena, Margarita Gallegos Soto (rúbrica), Laura García Dávila (rúbrica),
Luis García Silva (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica),
Marcela Guerra Castillo, María del Carmen Guzmán Lozano (rúbrica),
Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica), Sandra Méndez
Hernández, Juan Carlos Natale López, María Elena Pérez de Tejada
Romero, Leticia Robles Colín (rúbrica), Frida Celeste Rosas Peralta
(rúbrica), Blanca Luz Purificación Dalila Soto Plata (rúbrica), Fidel
Kuri Grajales, Leticia Quezada Contreras, Guadalupe Valenzuela Ca-
brales (rúbrica).

«Dictamen sobre la proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta al Gobierno del Distrito Federal para que,
a través de su Secretaría de Finanzas, reciba a los repre-
sentantes de los Pedregales de Coyoacán y ajuste el im-
puesto predial.

Honorable Asamblea:

La Comisión del Distrito Federal, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 40 numeral 3 y 45 numeral 6, in-
cisos e) y f)1 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos
80 numeral ,1 fracción VI, 82 numeral 1, 84 y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, presen-
ta a la Honorable Asamblea, el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

A la Comisión del Distrito Federal le fue turnado para su
estudio y dictamen el oficio No. D.G.P.L. 61-II-4-733, que
contiene la Proposición con Punto de Acuerdo por el que se
exhorta al Gobierno del Distrito Federal para que, a través
de su Secretaría de Finanzas, reciba a los representantes de
los Pedregales de Coyoacán y ajuste el impuesto predial,
presentada por la Diputada Laura Itzel Castillo Juárez, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

1. Con fecha 30 de noviembre de 2010, la Diputada Laura
Itzel Castillo Juárez presentó ante la tribuna de la Cámara
de Diputados la Proposición con Punto de Acuerdo por el
que solicita "a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del
Distrito Federal reciba en audiencia a los representantes de
los quejosos para que se les reconozcan los pagos hechos
por autodeterminación".

2. En la misma fecha, la Proposición con Punto de Acuer-
do de referencia fue turnada a la Comisión del Distrito Fe-
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deral para que, en uso de sus facultades y atribuciones,
emita el dictamen previsto en el artículo 80 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados.

3. Dentro de los motivos que originan la proposición men-
cionada, la Diputada refiere que habitantes de los Pedrega-
les de Coyoacán le manifestaron haber sido objeto de au-
mentos de impuesto predial a partir de 2005 debido a que
"el cálculo del mismo se basa en el metro de construcción
y no conforme a los criterios de la reforma constitucional".

Con lo que concluye que el impuesto predial favorece a los
propietarios de los predios de mayor valor en contra de los
habitantes de las colonias populares, lo que "resulta con-
trario a los principios constitucionales de proporcionalidad
y equidad".

4. Afirma que durante los años 2005, 2006 y 2007 la solu-
ción que se dio a esa problemática consistió en la propues-
ta de las autoridades para ajustar el pago por autodetermi-
nación. Sin embargo, "actualmente no se les quiere
reconocer esos pagos e intentan cobrarles, con recargos, la
diferencia entre el importe del pago por autodeterminación
y el importe de las boletas",

5. Por lo anterior, la Diputada proponente considera nece-
sario:

a) Solicitar que la Secretaría de Finanzas del Gobierno
del Distrito Federal reciba en audiencia a los represen-
tantes de los quejosos, para que se les reconozcan los
pagos hechos por autodeterminación; y

b) Sugerir a la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral la implementación de una tarifa social para las uni-
dades habitacionales de interés social y colonias popu-
lares que identifique la Secretaría de Desarrollo Urbano
y Vivienda local.

Consideraciones

I. La Comisión Dictaminadora realizó el estudio y análisis
de los planteamientos contenidos en la Proposición con
Punto de Acuerdo referida a fin de valorar su contenido,
deliberar e integrar el presente dictamen.

II. La Proposición con Punto de Acuerdo que se dictamina
se refiere a la queja expresada por habitantes de los Pedre-
gales de Coyoacán respecto al aumento que han recibido en
el impuesto predial a partir del año 2005.

III. La Comisión Dictaminadora ha realizado el análisis
respecto a la Proposición del Punto de Acuerdo, destacan-
do lo siguiente:

1. Como lo apunta la proponente, el gobierno local ha
incrementado de manera sistemática las tarifas por con-
cepto de predial como se muestra en la siguiente tabla
para inmuebles de uso habitacional:

No obstante lo anterior, el incremento en las cuotas no
implica automáticamente la violación a los principios de
proporcionalidad y equidad contemplados en la consti-
tución. De hecho, el Código Fiscal del Distrito Federal
establece en su artículo 127 que la base del impuesto
predial será el valor catastral determinado por los con-
tribuyentes conforme a lo siguiente:

"A través de la determinación del valor de mercado del
inmueble, que comprenda las características e instala-
ciones particulares de éste, incluyendo las construc-
ciones a él adheridas, elementos accesorios, obras
complementarias o instalaciones especiales, aún
cuando un tercero tenga derecho sobre ellas, mediante
la práctica de avalúo realizado por persona autoriza-
da".

Los contribuyentes también pueden optar por determinar y
declarar el valor catastral de sus inmuebles aplicando a los
mismos los valores unitarios a que se refiere el artículo 129
del citado ordenamiento:

"Articulo 129. Para los efectos de lo establecido en
los párrafos tercero y cuarto del artículo 127 de este
Código, la Asamblea emitirá la relación de valores
unitarios del suelo, construcciones adheridas a él, ins-
talaciones especiales de tipo común, elementos acce-
sorios u obras complementarias, que servirán de base
a los contribuyentes para determinar el valor catastral
de sus inmuebles y el impuesto predial a su cargo.

Dichos valores unitarios atenderán a los precios de
mercado del suelo y de las construcciones en el Dis-
trito Federal, así como a las características comu-
nes de los inmuebles que se ubiquen en las distintas



zonas del mismo, refiriéndolos a colonias catastrales
de condiciones homogéneas, tipo área de valor, tipo
enclave de valor y tipo corredor de valor.

La Asamblea podrá modificar la configuración y nú-
mero de las colonias catastrales.

Tratándose de inmuebles cuya región, manzana y va-
lores unitarios de suelo no se encuentren contenidos en
la relación respectiva a que se refiere el primer párra-
fo de este artículo, los contribuyentes podrán conside-
rar como valor del metro cuadrado del suelo, el que les
proponga la autoridad, previa solicitud que al efecto
formulen o el que determinen a través de la práctica de
avalúo conforme a la opción prevista en el artículo 127
de este Código.

Las autoridades fiscales formularán las propuestas de
determinación de valor a que se refiere el párrafo an-
terior, atendiendo a los valores fijados en la zona de
que se trate y de acuerdo a las definiciones que res-
pecto de las colonias catastrales se establecen en las
relaciones de Valores Unitarios del Suelo, de las Cons-
trucciones, de las Instalaciones Especiales, Elementos
Accesorios u Obras Complementarias contenidas en
este Código".

2. Tomando en cuenta el procedimiento anterior, y con
el objeto de facilitar el cumplimiento de las obligacio-
nes de los contribuyentes, la autoridad proporciona una
propuesta de determinación del valor catastral y pago
del impuesto correspondiente. En caso de que el contri-
buyente no acepte la propuesta ni los datos contenidos
en la misma, puede optar por realizar por su cuenta la
aplicación de los valores unitarios indicados o la reali-
zación del avalúo arriba mencionado.

De ser este el caso, la autoridad tiene la facultad de co-
rroborar la información proporcionada por el contribu-
yente, ya que puede haber datos inexactos, imprecisos o
falsos en la determinación del valor catastral de los in-
muebles (artículo 128). De esta manera, la autoridad
procederá a determinar el valor catastral a fin de realizar
el cobro del impuesto correspondiente en los términos
de las disposiciones siguientes:

"Artículo 79. Las autoridades fiscales podrán deter-
minar presuntivamente el valor catastral de los inmue-
bles, cuando:

I. Los contribuyentes se opongan u obstaculicen el
inicio o desarrollo de las facultades de comprobación
de las autoridades fiscales;

II. Los contribuyentes no cuenten con la información
o documentación relativa al cumplimiento de las
obligaciones fiscales a que se refiere este Código,
que le sea solicitada por las autoridades fiscales en el
ejercicio de sus facultades de comprobación, no pro-
porcionen dicha información o documentación, la
oculten o la destruyan, y

III. Los contribuyentes se ubiquen en los supuestos
que establece el artículo 128 de este Código".

"Artículo 80. Para los efectos de la determinación
presuntiva a que se refiere el artículo anterior, las au-
toridades fiscales podrán determinar el valor catastral
de los inmuebles utilizando conjunta o separadamente
cualquiera de los siguientes medios:

1. Los datos aportados por los contribuyentes en las
declaraciones de cualquier contribución presentada a
las autoridades fiscales federales o del Distrito Fede-
ral;

2. Información proporcionada por terceros a solicitud
de la autoridad fiscal, cuando tenga relación de ne-
gocios con los contribuyentes;

3. Tratándose de inmuebles en proceso de construc-
ción, la autoridad fiscal determinará el valor catastral
considerando el 25% de los datos de la construcción
total registrada en la manifestación respectiva, de
acuerdo a lo establecido en el artículo 132 de este
Código;

4. Cualquier otra información obtenida por la autori-
dad fiscal en ejercicio de sus facultades, y

5. Indirectos de investigación económica, geográfica,
geodésica o de cualquier otra clase, que la Adminis-
tración Pública del Distrito Federal o cualquier otra
dependencia gubernamental o entidad paraestatal de
la Administración Pública Federal utilice para tener
un mejor conocimiento del territorio del Distrito Fe-
deral y de los in muelles que en él se asientan, sien-
do éstos, los siguientes:
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a) Fotogrametría, incluyendo la verificación, de
linderos en campo;

b) Topografía;

c) Investigación de campo sobre las características
físicas de los inmuebles, considerando el suelo,
construcciones e inst31aciones especiales, y

d) Otros medios que permita el avance tecnológi-
co en la materia.

3. La proponente afirma que "una solución definitiva a
la problemática planteada" es que la Asamblea Legisla-
tiva del Distrito Federal implemente "una tarifa social
para las unidades habitacionales de interés social y co-
lonias populares que identifique la Secretaría de Desa-
rrollo Urbano y Vivienda".

Al respecto, esta Dictaminadora destaca que el Código Fis-
cal -del Distrito Federal contempla un capítulo titulado "De
las Reducciones" en el que se contemplan diversos supues-
tos que favorecen a los contribuyentes en el pago del im-
puesto predial como en los siguientes:

"Articulo 270. Las personas físicas propietarias o po-
seedoras de viviendas de interés social o vivienda
popular, adquiridas con créditos otorgados dentro de
los programas de vivienda oficiales, tendrán derecho
a una reducción en el pago del Impuesto Predial, de
tal manera que sólo se realice el pago establecido
como cuota fija para el rango A, en la fracción II del
artículo 130 de este Código...".

"Articulo 271. Los poseedores de inmuebles que se
encuentren previstos en los programas de regulari-
zación territorial del Distrito Federal, tendrán dere-
cho a una reducción equivalente al 80%, respecto de
las contribuciones a que se refiere1 los artículos 112,
126, 185, 187, 188, 233, 234, 248, fracciones I, II, III,
IV y V, así como los derechos establecidos en el Capí-
tulo IX, de la Sección Quinta del Título Tercero del
Libro Primero de este Código.

"Articulo 281.- Los jubilados, pensionados por ce-
santía en edad avanzada, por vejez, por incapaci-
dad por riesgos de trabajo, por invalidez, así como
las viudas y huérfanos pensionados, tendrán dere-
cho a una reducción del Impuesto Predial, de tal
manera que sólo se realice el pago establecido como

cuota fija para el rango A, en la fracción II del artícu-
lo 130 de este Código.

También serán beneficiarios de la reducción, las
mujeres separadas, divorciadas, jefas de hogar y
madres solteras que demuestren tener dependien-
tes económicos, así como las personas con capaci-
dades diferentes".

Adicionalmente, el 25 de enero de 2011 se publicó en
la Gaceta Oficial del Distrito Federal el "Acuerdo de
Carácter General por el que se otorgan subsidios fisca-
les para el pago del Impuesto Predial" con el objeto de
apoyar a los contribuyentes que cuenten con inmue-
bles de uso habitacional y uso mixto. En él se otorgan
subsidios fiscales a los propietarios o poseedores de
los inmuebles cuyo valor catastral se encuentre com-
prendido en los rangos E, F, G y H de la tarifa previs-
ta en la fracción I del artículo 130 del Código Fiscal
del Distrito Federal, de acuerdo con los porcentajes
que a continuación se mencionan:

Rango % de subsidio
E6 5%
F4 5%
G 30%
H 20%

4. Finalmente, esta Dictaminadora no pasa por alto que
el Título Tercero del Código Fiscal del Distrito Fede-
ral regula los recursos administrativos que pueden in-
terponerse en materia tributaría. El este sentido, el ar-
tículo 36 del Reglamento Interior de la Administración
Pública del Distrito Federal señala que corresponde al
titular de la Procuraduría Fiscal del Distrito Federal
"recibir, tramitar y resolver los recursos administrati-
vos en materia fiscal del Distrito federal, que sean de
su competencia y federal respecto de las contribucio-
nes coordinadas a que se refieren las disposiciones ju-
rídicas aplicables"; mientras que el artículo 90 estable-
ce que corresponde a la Subprocuraduría de Recursos
Administrativos y Autorizaciones "recibir, tramitar y
resolver los recursos administrativos que interpongan
los particulares, respecto de contribuciones locales".

IV. De los argumentos vertidos en el presente dictamen
se colige lo siguiente:

a) La base del impuesto predial es el valor catastral de-
terminado por los contribuyentes conforme a lo esta-



blecido en el Código Fiscal del Distrito Federal, cuya
constitucionalidad no Quede ser declarada por este ór-
gano legislativo;

b) Los contribuyentes pueden aceptar o no la propues-
ta de determinación del valor catastral y pago del im-
puesto predial que emita la autoridad. En cualquier ca-
so, la autoridad tiene la facultad de corroborar la
información proporcionada por el contribuyente para
realizar el cobro del impuesto correspondiente;

c) El Código Fiscal local contiene un apartado que re-
gula los recursos administrativos que pueden interpo-
nerse por errores en el cobro del impuesto predial, lo
que constituye la vía institucional y legal para presen-
tar quejas en materia tributaria; y

d) El texto en vigor del citado Código ya contiene dis-
posiciones que establecen beneficios no sólo en favor
de los propietarios de viviendas de interés social y po-
pular, sino de poseedores de inmuebles que se encuen-
tren previstos en los programas de regularización terri-
torial y de grupos vulnerables como jubilados y
pensionados, mujeres divorciadas, jefas de hogar y
madres solteras.

Consecuentemente, la Comisión del Distrito Federal,
considera que no "ha lugar a aprobar el punto de acuer-
do materia de este dictamen y que procede el archivo del
expediente como asunto definitivamente concluido.

En mérito de lo expuesto, la Comisión del Distrito Federal
somete a la consideración de la Honorable Asamblea el si-
guiente:

Acuerdo

Único. Se desecha la Proposición con Punto de Acuerdo
por la que se exhorta a la Secretaría de Finanzas del Go-
bierno del Distrito Federal a recibir en audiencia a los re-
presentantes de los quejosos para que se les reconozcan los
pagos hechos por autodeterminación y por la que se sugie-
re a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal a imple-
mentar una tarifa social para las unidades habitacionales de
interés social y colonias populares que identifique la Se-
cretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda local, presentada
por la Diputada Laura Itzel Castillo Juárez el 30 de no-
viembre de 2010.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2012.

La Comisión del Distrito Federal, diputados: Gabriela Cuevas Ba-
rron (rúbrica), Presidenta, Jesús Ricardo Enríquez Fuentes (rúbrica),
Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Roberto Rebollo Vivero, César Da-
niel González Madruga, Agustín Guerrero Castillo, Andrés Aguirre
Romero (rúbrica), Armando Jesús Báez Pinal (rúbrica), Carlos Bello
Otero, Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Armando Corona
Rivera (rúbrica), Marco Antonio García Ayala (rúbrica), Paz Gutiérrez
Cortina (rúbrica), Kenia López Rabadán (rúbrica), Eduardo Mendoza
Arellano, Víctor Hugo Círigo Vásquez (rúbrica), Nazario Norberto
Sánchez (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), Rodrigo Rei-
na Liceaga (rúbrica), Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, Óscar Gon-
zález Yáñez, María Araceli Vázquez Camacho, María de la Paz Qui-
ñones Cornejo (rúbrica), Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica).

« Dictamen sobre la proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta al Gobierno del Distrito Federal a incen-
tivar a las empresas inmobiliarias a que utilicen plásticos
biodegradables en la propaganda de venta o renta de bienes
inmuebles.

Honorable Asamblea:

La Comisión del Distrito Federal, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 40 numeral 3 y 45 numeral 6, in-
cisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos
80 numeral 1, fracción VII 82 numeral 1, 84 y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, presen-
ta a la Honorable Asamblea el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

A la Comisión del Distrito Federal le fue turnado para su
estudio y dictamen el oficio No. D.G.P.L.61-II-8-687, que
contiene la Proposición con Punto de Acuerdo por el que se
exhorta al Gobierno del Distrito Federal a incentivar a las
empresas inmobiliarias a que utilicen plásticos biodegrada-
bles en la propaganda de venta o renta de bienes inmue-
bles, presentada por la Diputada Elsa María Martínez peña,
del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza.

1. Con fecha 13 de diciembre de 2010, la Diputada Elsa
María Martínez Peña presentó ante la tribuna de la Cáma-
ra de Diputados la Proposición con Punto de Acuerdo por
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el que se exhorta al Gobierno de la Ciudad de México a in-
centivar a las empresas inmobiliarias a que utilicen plásti-
cos biodegradables en la propaganda de venta o renta de
bienes inmuebles.

2. En la misma fecha, la Proposición con Punto de Acuer-
do de referencia fue turnada a la Comisión del Distrito Fe-
deral, para que, en uso de sus facultades y atribuciones,
emita el dictamen previsto en el artículo 80 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados.

3. Dentro de los motivos que originan la proposición men-
cionada, la Diputada sostiene que la sobreoferta de inmue-
bles en la Ciudad de México provoca que las empresas in-
mobiliarias promocionen estos espacios mediante
propaganda impresa de pendones, gallardetes, banderines y
lonas impresas de material no degradable que con el paso
del tiempo se convierten en toneladas de basura que afec-
tan el medio ambiente.

4. Con base en datos proporcionados por la Organización
Latinoamericana y del Caribe de Centros Históricos, la
proponente refiere que han sido dos las políticas que han
contribuido a generar importantes cambios urbanos en la
zona metropolitana de la Ciudad de México: "la política fe-
deral de financia miento de vivienda de interés social nue-
va terminada, que dio lugar a la producción de grandes
fraccionamientos habitacionales ubicados en las periferias,
y la política local de redensificación del área central de la
metrópoli implementada por el gobierno del Distrito Fede-
ral, que ocasionó la construcción de una gran cantidad de
edificios habitacionales".

Y, a juicio de la Diputada, uno de los impactos más evi-
dentes que ha conllevado esa situación es la contaminación
visual causada por pendones, mantas y carteles dispuestos
sobre el mobiliario urbano para promocionar la venta o
renta de casas y departamentos. Asimismo, puntualiza que
la publicidad genera una considerable cantidad de residuos
sólidos que no recibe un manejo adecuado, lo que no suce-
dería con material biodegradable que se reusaría en utensi-
lios de uso personal o para el hogar, así como en prendas
de vestir o accesorios.

5. Por ello, la Diputada considera necesario exhortar al
Gobierno de la Ciudad de México a incentivar a las em-
presas inmobiliarias a la utilización de plásticos biodegra-
dables en la propaganda de venta o renta de bienes in mue-
bles.

Consideraciones

I. La Comisión Dictaminadora realizó el estudio y análisis
de los planteamientos contenidos en la Proposición con
Punto de Acuerdo referida, a fin de valorar su contenido,
deliberar e integrar el presente dictamen.

II. La Proposición con Punto de Acuerdo que se dictamina
se refiere principalmente a la utilización de plásticos bio-
degradables en la propaganda de venta o renta de bienes in-
muebles.

III. La Comisión Dictaminadora ha realiz3do el análisis
respecto a la Proposición del Punto de Acuerdo, destacan-
do siguiente:

En la actualidad, diversas autoridades a nivel local han
intentado contribuir al mantenimiento del medio am-
biente. Un claro ejemplo de esto lo constituyen las re-
formas hechas a la Ley de Residuos Sólidos del Distri-
to Federal publicadas el 26 de noviembre de 2010 y con
las cuales se otorgó a la Secretaría del Medio Ambiente
la facultad de establecer criterios y normas para la pro-
ducción y el consumo sustentable de productos plásti-
cos, incluyendo el poliestireno expandido.

De manera específica, el artículo 6 del citado ordena-
miento establece que dichos criterios y normas deben
garantizar que el ciclo de vida de las bolsas de plástico
no sea mayor a 10 años, procurando la utilización de
materiales provenientes de recursos renovables para su
pronta biodegradación en los destinos finales. En el ca-
so de las bolsas que cuenten con un aditivo que sea in-
compatible con el reciclaje, establece que éstas deberán
garantizar tener un ciclo de vida menor a 5 años.

De igual manera, el artículo 11 obliga a la Secretaría del
Medio Ambiente a fomentar que la producción y el con-
sumo de productos plásticos y poliestireno expandido se
sujeten a los criterios y normas de sustentabilidad esta-
blecidos en la propia ley.

IV. Es cierto que hoy en día el manejo de residuos se redu-
ce a la recolección y disposición final de la basura, por lo
que resulta preocupante la utilización de insumos que la
naturaleza no puede asimilar.

Particularmente, uno de los mayores problemas a los
que nos enfrentamos es el consumo del plástico, pues de
acuerdo con el Instituto Nacional de Recicladores (IN-



ARE)¡ en 1997 el consumo de este material fue de 29 kg
por habitante mientras que en el año 2005 se incremen-
tó a 49 kg por habitante.1 A ello debemos agregar que
sólo el 12% del plástico desechado se recolecta, que-
dando el resto a la intemperie con el riesgo de obstruir
las tuberías y los sistemas de drenaje.

Compartiendo esta preocupación, el Instituto Nacional
de Ecología (INE) publicó en el año 2009 el "Estudio
comparativo de bolsas de plástico degradables versus
convencionales mediante la herramienta de Análisis de
Ciclo de Vida" (disponible en www.ine.gob.mx/descar-
gas/dgcencica/estudio_como_bolsas.pdf) en el cual se
determinaron las ventajas y desventajas de las bolsas de
plástico tradicionales, degradables, biodegradables y
reusables de polipropileno.2

En dicho estudio "se concluyó que no existe una diferencia
significativa sobre el desempeño ambiental de las bolsas de
PEAD y PEBD con y sin aditivo oxo en todo su ciclo de vi-
da, para los escenarios considerados en el estudio. Por lo
que, el prohibir un tipo de bolsa de plástico para favo-
recer las de tipo degradables, desde una perspectiva
ambiental, no tiene un fundamento técnico sólido, y por
ende, se corre el riesgo de incrementar el consumo de
las bolsas que requieren ser manejadas adecuadamente
una vez que son dispuestas, como lo son las bolsas tanto
PEAD y PEBD en su versión oxodegradable"

En cambio, se enfatiza que el verdadero problema lo cons-
tituye la escaza cultura del reciclaje, pues la cantidad de
bolsas post-consumo que son recicladas como materia pri-
ma para la fabricación de nuevos productos de plástico es
muy baja, del orden del 1 al 2%, lo que ha traído como con-
secuencia la contaminación de ecosistemas, cuerpos de
agua y disminución de la vida útil de los sitios de disposi-
ción final, por mencionar algunos impactos.

V. Esta dictaminadora considera loable la intención del
punto de acuerdo de coadyuvar a frenar el impacto am-
biental que hoy tenemos por toda la publicidad que circula
en la ciudad. Sin embargo, como ha quedado demostrado
en el estudio del INE, de nada serviría cambiar el uso de
plástico tradicional por plástico biodegradable si no cam-
biamos a una cultura que se rija bajo el principio de las 3
R's: Reducción, Reutilización y el Reciclado. Por el con-
trario, medidas como la propuesta podrían incentivar a las
empresas inmobiliarias a incrementar la publicidad bajo el
argumento de que utilizan material que es amigable con el
medio ambiente incrementándose la generación de resi-

duos sólidos que no reciben un manejo adecuado.

Por este motivo, consideramos que no ha lugar a aprobar el
punto de acuerdo materia de este dictamen y que procede
el archivo del expediente como asunto definitivamente
concluido.

En mérito de lo expuesto, la Comisión del Distrito Federal
somete a la consideración de la Honorable Asamblea el si-
guiente:

Acuerdo

Único. Se desecha la Proposición con Punto de Acuerdo,
por el que se exhorta al Gobierno de la Ciudad de México
a incentivar a las empresas inmobiliarias a que utilicen
plásticos biodegradables en la propaganda de venta o renta
de bienes inmuebles, presentada por la Diputada Elsa Ma-
ría Martínez Peña del Grupo Parlamentario del Partido
Nueva Alianza, el 13 de diciembre de 2010.

Notas:

1 http://www2.ine.gob.mx/publicaciones/gacetas/422/envases.html

2 Los materiales evaluados fueron: (1) Bolsa de un solo uso, de polie-
tileno de alta densidad (PEAD), (2) bolsa de un solo uso, de polietile-
no de baja densidad PEAD (3) bolsa de un solo uso de PEAD con adi-
tivo oxo-degradable, (4) bolsa de un solo uso de PEBD, con aditivo
oxo-degradable, y (5) bolsa reutilizable de polipropileno no tejido, co-
nocida como "bolsa verde".

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2012.

La Comisión del Distrito Federal, diputados: Gabriela Cuevas Ba-
rron (rúbrica), Presidenta, Jesús Ricardo Enríquez Fuentes (rúbrica),
Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Roberto Rebollo Vivero, César Da-
niel González Madruga, Agustín Guerrero Castillo, Andrés Aguirre
Romero (rúbrica), Armando Jesús Báez Pinal (rúbrica), Carlos Bello
Otero, Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Armando Corona
Rivera (rúbrica), Marco Antonio García Ayala (rúbrica), Paz Gutiérrez
Cortina (rúbrica), Kenia López Rabadán (rúbrica), Eduardo Mendoza
Arellano, Víctor Hugo Círigo Vásquez (rúbrica), Nazario Norberto
Sánchez (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), Rodrigo Rei-
na Liceaga (rúbrica), Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, Óscar Gon-
zález Yáñez, María Araceli Vázquez Camacho, María de la Paz Qui-
ñones Cornejo (rúbrica), Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con el artículo 180, numeral 2, fracción II, del
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Reglamento de la Cámara de Diputados, publíquese en el
Diario de los Debates y archívense los expedientes como
asuntos total y definitivamente concluidos.

INICIATIVAS NO DICTAMINADAS 
DENTRO DEL PLAZO REGLAMENTARIO

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Me-
sa Directiva.

Honorable Asamblea

La Presidencia de la Mesa Directiva, de conformidad con el
artículo 89, numeral 2, fracción III, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, informa que las siguientes iniciati-
vas, que no fueron dictaminadas dentro del plazo regla-
mentario, se tienen por desechadas:

1. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 100 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y el artículo 122 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación.

Presentada por el diputado Emiliano Velázquez Esquivel
(PRD) el 24 de febrero de 2011.

• Unidas de Puntos Constitucionales, y de Justicia.

Expediente 2304.

Vencimiento del plazo: 20 de abril de 2012.

2. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, del Código Civil Federal y de
la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes.

Presentada por la diputada María Joann Novoa Moss-
berger (PAN) el 24 de febrero de 2011.

• Unidas de Puntos Constitucionales, de Justicia, y de
Atención a Grupos Vulnerables.

Expediente 4011.

Vencimiento del plazo: 20 de abril de 2012.

3. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la frac-
ción III del Apartado A del artículo 2 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por la diputada Lucila del Carmen Gallegos
Camarena (PAN) el 3 de agosto de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 5069.

Vencimiento del plazo: 23 de abril de 2012.

4. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el párra-
fo I del artículo 14 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Jorge Herrera Martínez
(PVEM) el 3 de agosto de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 5071.

Vencimiento del plazo: 23 de abril de 2012.

5. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la frac-
ción VIII del Apartado A y la fracción I del Apartado B al
artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Presentada por el diputado Juan Carlos Natale López
(PVEM) el 3 de agosto de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 5072.

Vencimiento del plazo: 23 de abril de 2012.

6. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Iniciativa con presentada por el diputado Ramón Jimé-
nez Fuentes (PRD) el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.



Expediente 3427.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

7. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley de Amparo, Reglamen-
taria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, del Código Federal de
Procedimientos Civiles y de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Eduardo Mendoza Arellano
(PRD) el 1 de marzo de 2011

• Unidas de Puntos Constitucionales, y de Justicia.

Expediente 2904.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

8. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 6o., 7o., 27 y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Porfirio Muñoz Ledo (PT) el
1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales, con opinión de la de Radio,
Televisión y Cinematografía.

Expediente 1906.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

9. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na los artículos 1o., 11, 13, 14, 17, 21, 25, 29, 35, 39, 89,
97, 102, 109, 123, 129, 133 y 135 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Porfirio Muñoz Ledo (PT) el
1 de marzo de 2011.

• Unidas de Puntos Constitucionales, y de Derechos Hu-
manos.

Expediente 2439.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

10. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona el artículo 6 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Porfirio Muñoz Ledo (PT) el
1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 2467.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

11. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 3o., 25 y 31 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Ilich Lozano Herrera (PRD)
el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 3320.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

12. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Porfirio Muñoz Ledo (PT) el
1 de marzo de 2011.

• Unidas de Puntos Constitucionales, y de Relaciones
Exteriores.

Expediente 4033.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

13. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Presentada por el diputado Jaime Flores Castañeda
(PRI) y suscrita por diputados integrantes de diversos
grupos parlamentarios, el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.
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Expediente 4046.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

14. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Presentada por el diputado José del Pilar Córdova Her-
nández (PRI), el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4048.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

15. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culo 55 y 58 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Presentada por el diputado Guillermo Cueva Sada
(PVEM) el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4049.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

16. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 108 y 110 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Omar Fayad Meneses (PRI)
el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4053.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

17. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Presentada por el diputado Víctor Manuel Báez Ceja
(PRD) el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4061.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

18. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culo 25, 89, 115 y 116 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Víctor Manuel Báez Ceja
(PRD) el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4065.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

19. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Presentada por el diputado Jaime Fernando Cárdenas
Gracia (PT) el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4068.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

20. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 61 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Presentada por el diputado Jaime Fernando Cárdenas
Gracia (PT) el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4069.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

21. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.



Presentada por el diputado Jaime Fernando Cárdenas
Gracia (PT) el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4070

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

22. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 26 y 124 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Rolando Rodrigo Zapata Be-
llo (PRI) el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4088.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

23. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 52, 53, 54 y 56 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Arturo Zamora Jiménez
(PRI) el 1 de marzo de 2011.

• Puntos Constitucionales.

Expediente 4091.

Vencimiento del plazo: 25 de abril de 2012.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2012.— Diputado
Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Presidente.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con el artículo 89, numeral 2, fracción III, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se tienen por des-
echadas. Archívense los expedientes como asuntos total
y definitivamente concluidos.

(A las 10:52 horas, por instrucciones de la Presidencia, se cierra el
sistema electrónico de asistencia, con un registro de 333 diputadas y
diputados)

GRUPO PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión de la LXI Legislatura.— Presente.

Con fundamento en el artículo 27, numeral 2, de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos y los artículos 5, numeral 1, y 7 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, hago de su conocimiento la incorpo-
ración de la diputada federal Norma Leticia Orozco Torres
a este Grupo Parlamentario a partir de esta fecha. Lo ante-
rior, para los efectos a que haya lugar. 

Sin otro particular, reciba un cordial saludo. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2012.— Diputado
Jorge Antonio Kahwagi Macari.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
enterado.

SECRETARIA DE CULTURA DEL
GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

La Secretaría de Cultura del gobierno del Distrito Federal
ha programado la ceremonia cívica conmemorativa del 169
aniversario luctuoso del doctor Miguel Ramos Arizpe, Pa-
dre del Federalismo Mexicano, el sábado 28 de abril a las
10:00 horas, en la Rotonda de las Personas Ilustres del Pan-
teón Civil de Dolores, situado en avenida Constituyentes
sin número, esquina avenida Panteón Civil, colonia Améri-
ca, delegación Miguel Hidalgo. 

Por lo anterior, me permito solicitar a ustedes los nombres
de los diputados de esa honorable Cámara que asistirán a la
ceremonia de referencia. 
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Agradezco las atenciones que se sirvan prestar a la presen-
te y les reitero las seguridades de mi atenta y distinguida
consideración. 

Atentamente 

Licenciada Elena Cepeda de León, secretaria de Cultura.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: En
su oportunidad se darán a conocer los integrantes que de-
signen los grupos parlamentarios, que todavía no han co-
municado.

RETIRO DE INICIATIVAS

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva en la LXI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados.— Presente.

Respetable Presidente:

Por este conducto hago propicia la ocasión para enviarle
con respeto un saludo; asimismo, con fundamento en los
artículos 77, numeral 2 y 83, numeral 1 del Reglamento de
Cámara de Diputados, solicito a usted, tenga a bien gestio-
nar todos los trámites conducentes que conlleven a retirar
las siguientes iniciativas presentadas por la suscrita:

1.  Proyecto de decreto que adiciona una fracción VII,
recorriéndose las subsecuentes, del artículo 8o. y se mo-
difican los artículos 13 y 45 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públi-
cos.

2.  Proyecto de decreto que reforma los artículos 14 y 15
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral.

3.  Proyecto de decreto reforma los artículos 204 y 206
Bis del Código Penal Federal.

4.  Proyecto de decreto que reforma los artículos 39 y 90
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

5.  Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversa
s disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos.

6.  Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley Federal de Radio y Televisión.

7.  Proyecto de decreto que reforma el artículo 30 del
Código Federal de Procedimientos Penales.

8.  Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, del Código Penal Federal, del Códi-
go Federal de Procedimientos Penales y de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación

9.  Proyecto de decreto que reforma el artículo 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

10.  Proyecto de decreto que reforma los artículos 17 y
78 de la Ley del Sistema Nacional de Información Esta-
dística y Geográfica.

11.  Proyecto de decreto que reforma los artículos 84 y
205 de la Ley del Seguro Social. 

12.  Proyecto de decreto que expide la Ley del Instituto
Nacional de la Niñez y la Adolescencia.

13.  Proyecto de decreto que reforma el numeral 1 del
artículo 219 del Código Federal de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales. 

14.  Proyecto de decreto que adiciona dos fracciones al
artículo 387 del Código Penal Federal.

15.  Proyecto de decreto que reforma el primer párrafo
del artículo 2o. y adiciona una fracción XVI al artículo
33 de la Ley General de Educación.

16.  Proyecto de decreto que adiciona un artículo 466
Bis a la Ley General de Salud. 

17.  Proyecto de decreto que reforma el primer párrafo
del artículo 2 y adiciona una fracción XII al artículo 75
de la Ley General de Educación. 



18.  Proyecto de decreto que reforma la fracción III del
apartado A del artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. 

19.  Proyecto de decreto que reforma el artículo 81 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

20.  Proyecto de decreto que reforma los artículos 100
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, 105 y 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
de la Federación.

21.  Proyecto de decreto que reforma el artículo 55 de la
Constitución Política de Estados Unidos Mexicanos.

22.  Proyecto de decreto que reforma el artículo 42 de la
Ley General de Educación. 

23.  Proyecto de decreto que reforma los artículos 364,
366 Ter y 366 Quáter del Código Penal Federal.

Lo anterior, a efecto de profundizar en el análisis corres-
pondiente de las mismas y por así convenir a mis intereses
legislativos.

Sin otro particular, y agradeciendo sus finas atenciones, le
reitero las seguridades de mi atenta y distinguida conside-
ración.

Atentamente

Palacio Legislativo Federal, 25 de abril de 2012.— Diputada Lucila del
Carmen Gallegos Camarena (rúbrica).» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva en la LXI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados.— Presente.

Respetable Presidente:

Por este conducto hago propicia la ocasión para enviarle
con respeto un saludo; asimismo, con fundamento en los
artículos 77, numeral 2 y 83, numeral 1 del Reglamento de
Cámara de Diputados, solicito a usted, tenga a bien gestio-
nar todos los trámites conducentes que conlleven a retirar
las siguientes iniciativas presentadas por el suscrito:

• Proyecto de decreto que reforma los artículos 12 y 40
de la Ley General de la Educación.

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 226 Bis de
la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

• Proyecto de decreto que reforma los artículos 65 y 67
de la Ley General de Educación.

Lo anterior, a efecto de profundizar en el análisis corres-
pondiente de las mismas y por así convenir a mis intereses
legislativos.

Sin otro particular, y agradeciendo sus finas atenciones, le
reitero las seguridades de mi atenta y distinguida conside-
ración.

Atentamente

Palacio Legislativo Federal, 25 de abril de 2012. — Diputado Jaime
Oliva Ramírez (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Pu-
blíquese en la Gaceta Parlamentaria la relación de las ini-
ciativas que proceda el retiro y actualícense los registros
parlamentarios.

AGENCIA DE NOTICIAS DEL ESTADO MEXICANO

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Agencia de Noticias del Estado Mexicano, con la que re-
mite el informe anual de actividades correspondiente a
2011

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.

A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 20,
fracción XIV, de la Ley que crea la Agencia de Noticias del
Estado Mexicano, me permito remitirle en tiempo y forma,
el informe anual de actividades 2011 de Notimex, Agencia
de Noticias del Estado Mexicano, que fue sometido a con-
sideración de la Junta de Gobierno de esta entidad y apro-
bado en su primera sesión ordinaria celebrada el día 27 de
marzo del año en curso. 

Sin más por el momento, aprovecho para ponerme a sus ór-
denes y enviarle un cordial saludo. 
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Atentamente

México, DF, a 23 de abril de 2012.— Licenciado Héctor Villarreal Or-
dóñez (rúbrica), director general de Notimex.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Re-
mítase a las Comisiones de Gobernación y de Radio, Te-
levisión y Cinematografía, para su conocimiento.

Se recibieron 17 oficios con solicitudes de licencia de ciu-
dadanos diputados. Proceda la Secretaría a dar lectura solo
a los puntos de acuerdo.

DIPUTADOS QUE SOLICITAN LICENCIA

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en los artículos 3, numeral 1, fracción X;
6, numeral 1, fracción XVI; y 13, numerales 1 a 3, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, solicito atentamente
que ponga a consideración del pleno de la Cámara mi soli-
citud de licencia por tiempo indefinido para separarme del
encargo de diputado federal de la LXI Legislatura, con
efectos a partir del 30 de abril del año en curso.

Le expreso mi más sincero agradecimiento y le reitero mi
atenta consideración.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2012.— Diputado
Jesús Ricardo Enríquez Fuentes (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado Jesús Ricardo Enríquez Fuentes, para separarse
de sus funciones como diputado federal electo en el XX
distrito electoral del estado de México, a partir del 30 de
abril del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en los artículos 3, numeral 1, fracción X;
6, numeral 1, fracción XVI; y 13, numerales 1, 2 y 3, del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Con-
gresos de la Unión, solicito atentamente que ponga a consi-
deración del pleno de esta Cámara mi solicitud de licencia
por tiempo indefinido para separarme del cargo de diputado
federal de la LXI Legislatura, con efectos a partir del 30
abril del año en curso. 

Sin otro particular, expreso a usted la seguridad de mi dis-
tinguida y atenta consideración. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro a 23 de Abril de 2012.— Diputado
Omar Rodríguez Cisneros (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado Omar Rodríguez Cisneros, para separarse de sus
funciones como diputado federal electo en el XXX distrito
electoral del estado de México, a partir del 30 de abril del
año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva  del honorable Congreso de la Unión.— Pre-
sente.

Respetable presidente: 

Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 62 y 78, fracción VIII, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 6o., numeral 1, frac-



ción XVI, 12, numeral 1, fracción III y 13, numerales 2 y
3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, por su dig-
no conducto me permito solicitar a la asamblea de esta ho-
norable Cámara de Diputados, me sea concedida licencia
por tiempo indefinido con efectos a partir del 30 de abril de
2012 para separarme del cargo de Diputado Federal de la
LXI Legislatura por el distrito 7 del estado de México. 

Agradeciendo el trámite parlamentario que se sirva dar a la
presente, le reitero las seguridades de mi más atenta y dis-
tinguida consideración. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2012.— Diputado
Francisco Lauro Rojas San Román (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado Francisco Lauro Rojas San Román, para separar-
se de sus funciones como diputado federal electo por el VII
distrito electoral del estado de México, a partir del 30 de
abril del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión.— Presente.

Con fundamento en los artículos 3, numeral 1, fracción X;
6, numeral 1, fracción XVI; y 13, numerales 1 a 3, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, solicito atentamente
que ponga a consideración del pleno de la Cámara mi soli-
citud de licencia temporal para separarme del cargo de
diputado federal de la LXI Legislatura, con efectos a partir
del 30 de abril al 3 de julio de 2012.

Sin otro particular, expreso a usted la seguridad de mi dis-
tinguida y atenta consideración.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2012.— Diputado
Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia al diputado Miguel Ángel
Luna Murguía, para separarse de sus funciones como dipu-
tado federal electo en el XXXII distrito electoral del Esta-
do de México, del 30 de abril al 3 de julio del año en cur-
so.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva.— Presente.

Me dirijo a usted respetuosamente, en su calidad de presi-
dente de la Mesa Directiva, a fin de solicitarle que me sea
concedida licencia temporal al cargo de diputada federal
por el distrito 4, Nicolás Romero, México, del 29 de abril
al 10 de julio de 2012.

Para usted, mi gratitud y afecto, reiterándole la seguridad
de mi más alta consideración.

Atentamente

Palacio Legislativo, a 24 de abril de 2012.— Diputada Elvia Hernán-
dez García (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia a la diputada Elvia Hernán-
dez García, para separarse de sus funciones como diputada
federal electa en el IV distrito electoral del estado de Mé-
xico, del 29 de abril al 10 de julio del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en los artículos 62 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, 6, 12 y 13 del Re-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 201255



Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados56

glamento de la Cámara de Diputados, por su digno conduc-
to me permito solicitar a la asamblea de esta honorable Cá-
mara de Diputados que me sea concedida licencia del 30 de
abril al 5 de julio del año en curso para separarme del car-
go de diputado federal por el distrito 13 con cabecera en
Ecatepec de Morelos, estado de México. 

Sin otro particular, expreso a Usted la seguridad de mi dis-
tinguida y atenta consideración. 

Atentamente

Palacio Legislativo, 25 de Abril del 2012.— Diputado José Alfredo To-
rres Huitrón (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia al diputado José Alfredo To-
rres Huitrón, para separarse de sus funciones como dipu-
tado federal electo en el XIII distrito electoral del estado de
México, del 30 de abril al 5 de julio del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados de la LXI Legisla-
tura.

La que suscribe, Maricela Serrano Hernández, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, por la quinta circunscripción del es-
tado de México, de la LXI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, ante usted, solicito respetuosamente. 

Que en términos del presente escrito, con fundamento en lo
ordenado en el artículo 62 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6 , 12 y 13 del Reglamento de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, me dirijo a usted, para solicitar me sea concedida li-
cencia para separarme del cargo de diputada federal a par-
tir del día 30 de abril de 2012, reincorporándome a mis fun-
ciones el día 5 de julio de 2012. 

Sin más por el momento quedo de usted, agradeciendo de
antemano la concesión de la licencia solicitada y las aten-
ciones brindadas al presente. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2012.— Diputada
Maricela Serrano Hernández (rúbrica)

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia a la diputada Maricela Serra-
no Hernández, para separarse de sus funciones como dipu-
tada federal electa en la quinta circunscripción plurinomi-
nal, del 30 de abril al 4 de julio del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Respetable Presidente Acosta Naranjo:

Sirva la presente para enviarle un cordial saludo y al mis-
mo tiempo solicitarle que en alcance al oficio con fecha del
martes 24 de abril del presente, signado por mí y dirigido a
la Mesa Directiva, en la cual solicito licencia a mi cargo de
diputada federal a partir del día 30 de abril del año en cur-
so, le solicito sea rectifica la fecha de la solicitud, para que
surta efecto la licencia a partir del viernes 27 de abril y no
a partir del lunes 30.

Así mismo solicito le sea tomada la protesta de ley a mi su-
plente el señor Andrés García Olivares, el mismo día 27 de
abril.

Sin más por el momento y agradeciendo de antemano la
atención a la presente, le reitero la seguridad de mi más al-
ta y distinguida consideración.

Atentamente

Palacio Legislativo, a 25 de abril de  2012.— Diputada Augusta Díaz
de Rivera Hernández (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia por tiempo indefinido a la
diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, pa-
ra separarse de sus funciones como diputada federal electa



en la cuarta circunscripción plurinominal, a partir del 27 de
abril del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en los artículo 62 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, 6, 12 y 13 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, por su digno conduc-
to me permito solicitar a la asamblea de está honorable
Cámara de Diputados, me sea concedida licencia del 30 de
abril al 2 de julio del año en curso para separarme del car-
go de Diputado Federal por el distrito 16 con cabecera en
Ecatepec de Morelos, estado de México. 

Sin otro particular, le expreso a usted la seguridad de mi
más distinguida y atenta consideración. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro a 25 de Abril de 2012.— Diputado
José Luis Soto Oseguera (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia al diputado José Luis Soto
Oseguera, para separarse de sus funciones como diputado
federal electo en el XVI distrito electoral del estado de Mé-
xico, del 30 de abril al 2 de julio del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión de la LXI Legislatura.— Presente.

Sandra Méndez Hernández, en mi carácter de diputada fe-
deral de la LXI Legislatura, integrante del Grupo Parla-

mentario del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en los artículos 6, párrafo 1, fracción XVI; 12, pá-
rrafo 1, fracción XIII; y 13 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, solicito formalmente que se me otorgue licencia
para separarme temporalmente del cargo de diputada fede-
ral, durante el plazo que corre del 1 de mayo al 8 de julio
del año en curso, por las razones y fundamentos siguientes: 

1. El pasado 21 de marzo del presente año, el Comité Di-
rectivo Estatal del Partido Revolucionario Institucional
en el estado de México emitió la convocatoria para ini-
ciar el proceso interno de selección y postulación del
candidato a miembros del ayuntamiento de Tultitlán,
México. 

2. El 16 de abril del presente año fui postulada por la
Convención Municipal de Delegados del Partido Revo-
lucionario Institucional al cargo de presidenta municipal
del municipio de Tultitlán, estado de México, para el pe-
riodo 2013-2015, por lo que me es necesario separarme
de esta legislatura durante el tiempo que trascurra la
campaña electoral y la subsecuente etapa de resultados. 

3. Mi petición se encuentra debidamente fundada con-
forme el artículo 12, párrafo 1, fracción III, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, que textualmente in-
dica lo siguiente: 

“Artículo 12 

1. Los diputados y diputadas tendrán derecho a soli-
citar licencia, en el ejercicio del cargo por las si-
guientes causas: 

I. a II. …

III. Postularse a otro cargo de elección popular,
cuando tal licencia sea una condición establecida en
las normas internas del partido político o en las dis-
posiciones electorales correspondientes;” 

Por lo antes expuesto, pido a esa honorable Mesa Directiva
realizar el trámite reglamentario a efecto de que se someta
al pleno mi solicitud de licencia planteada durante el plazo
referido.

Sin otro particular, me despido reiterando mis altas consi-
deraciones.
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Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2012.— Diputada
Sandra Méndez Hernández (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia a la diputada Sandra Méndez
Hernández, para separarse de sus funciones como diputada
federal electa en el VIII distrito electoral del estado de Mé-
xico, del 1o. de mayo al 8 de julio del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la LXI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados.— Presente.

Distinguido señor presidente: 

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 62 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; ar-
tículos 6, numeral 1, fracción XVI; 12, numeral 1, fracción
III, y 13, numerales 1, 2, y 3, éstos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, me permito solicitar ante la Mesa
Directiva que usted dignamente preside ponga a considera-
ción del pleno mi solicitud de licencia para separarme del
cargo de diputado federal de la LXI Legislatura, con efec-
tos a partir del día 1 de mayo del presente por tiempo inde-
finido. 

Lo anterior, en virtud de que buscaré un cargo de elección
popular, para lo que es indispensable la licencia al cargo
que actualmente ostento como diputado federal. 

Sin otro particular, hago propicia la oportunidad para en-
viarle un cordial saludo.

Atentamente

Palacio Legislativo, 25 de Abril del 2012.— Diputado Manuel Cadena
Morales (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia por tiempo indefinido al
diputado Manuel Cadena Morales, para separarse de sus
funciones como diputado federal electo por el XXXVIII
distrito electoral del estado de México, a partir del 1o. de
mayo del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

El que suscribe, diputado Josué Cirino Valdés Huezo en mí
carácter de diputado federal por el distrito XVII cabecera
en el municipio de Ecatepec de Morelos del estado de Mé-
xico a la LXI Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, se dirige a usted de manera atenta y respetuosa pa-
ra manifestar lo siguiente: 

Que con fundamento en lo dispuesto en los artículos 62 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:
en el artículo 23, inciso f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, y en el artí-
culo 12, fracción III, del Reglamento Interno de la Cámara
de Diputados, y demás relativos y aplicables, solicito que
tenga a bien someter a consideración del Pleno de la Cá-
mara de Diputados que se me conceda licencia para sepa-
rarme del cargo de diputado federal del 10 de mayo al 2 de
julio del presente año. 

Aprovecho para agradecer a usted y a todos mis compañe-
ros legisladores las atenciones recibidas durante esta histó-
rica legislatura, al tiempo que reitero mi amistad. 

Atentamente

Palacio Legislativo, a 25 de abril del 2012.— Diputado Josué Cirino
Valdés Huezo (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia al diputado Josué Cirino Val-
dés Huezo, para separarse de sus funciones como diputado
federal electo en el XVII distrito electoral del estado de
México, del 1o. de mayo al 2 de julio del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.



«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Estimado diputado Acosta: 

Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 62 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1, fracción XV;
12, numeral 1; y 13, numeral 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, me
permito solicitar a usted licencia por tiempo indefinido, pa-
ra separarme del cargo que actualmente ostento como dipu-
tado federal por el 39 distrito La Paz-Chicoloapan, estado
de México, a partir del día lunes 30 de abril del año en cur-
so. 

Lo anterior, en virtud de que buscaré un cargo de elección
de popular. 

Es por ello que, solicito a usted de la manera más atenta se
realicen los trámites parlamentarios conducentes al presen-
te. 

Sin más por el momento, quedo a sus órdenes. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro a 25 de abril de 2012.— Diputado
Andrés Aguirre Romero (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia por tiempo indefinido al
diputado Andrés Aguirre Romero, para separarse de sus
funciones como diputado federal electo en el XXXIX dis-
trito electoral del estado de México, a partir del 30 de abril
del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva  de la Cámara de Diputados.— Presente 

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 62 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 3, numeral 1, fracción X; 6, numeral
1, fracción XVI; 12, numeral 1, fracción III, y 13, numera-
les 1, 2 y 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, me permito solicitarle
atentamente que ponga a consideración del pleno de esta
honorable Cámara de Diputados mi solicitud de licencia
por tiempo indefinido para separarme del cargo de diputado
federal de la LXI Legislatura, a partir del 26 de abril del año
2012. 

Por lo anterior, le solicito que en los términos de la norma-
tividad correspondiente una vez verificada la procedencia
de la presente solicitud por esta Mesa Directiva, sea some-
tida a consideración del pleno para su aprobación y se rea-
licen los trámites conducentes a que den lugar para que se
llame a mi suplente, al ciudadano Alfredo Sergio Cuadra
Tinajero.

Sin más por el momento respetuosamente me despido,
agradeciendo de antemano la atención que se sirva dar al
presente escrito.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2012.— Diputado
Camilo Ramírez Puente (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia por tiempo indefinido al
diputado Camilo Ramírez Puente, para separarse de sus
funciones como diputado federal electo en el IV distrito
electoral del estado de Nuevo León, a partir de esta fecha.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados de la LXI Legisla-
tura.— Presente.

El que suscribe, Inocencio Ibarra Piña, m integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, por el 25 distrito con cabecera en el municipio de Chi-
malhuacán, estado de México; de la LXI Legislatura del
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honorable Congreso de la Unión; ante usted, solicito respe-
tuosamente

Que en términos del presente escrito, con fundamento en lo
ordenado en el artículo 62 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, 12, y 13, del Reglamento de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión; me dirijo a usted para solicitar sea concedida licen-
cia para separarme del cargo de diputado federal a partir del
día 30 de abril del año 2012 reincorporándome a mis fun-
ciones el día 5 de julio del año 2012. 

Sin más por el momento quedo de usted, agradeciendo de
antemano la concesión de la licencia solicitada y las aten-
ciones brindadas al presente 

Atentamente 

Palacio Legislativo, México, DF, a 25 de abril de 2012.— Diputado
Inocencio Ibarra Piña (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia al diputado Inocencio Ibarra
Piña, para separarse de sus funciones como diputado fede-
ral electo en el XXV distrito electoral del estado de Méxi-
co, del 30 de abril al 4 de julio del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en los artículos 62 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción XVI, y
13, numerales 1, 2 y 3, y 12, numeral 1, fracción III, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, por su digno conduc-
to me permito solicitar a la asamblea de esta honorable Cá-
mara de Diputados que me sea concedida licencia del 30 de
abril al 5 de julio del año en curso para separarme del car-
go de diputado federal por mayoría en el distrito XXXV de
Tenancingo, estado de México. 

Sin más por el momento, le reitero las seguridades de mi
más alta y distinguida consideración. Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de Abril de 2012.— Diputado
Fernando Ferryra Olivares (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia al diputado Fernando Ferrei-
ra Olivares, para separarse de sus funciones como diputado
federal electo en el XXXV distrito electoral del estado de
México, del 30 de abril al 5 de julio del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados de la LXI Legisla-
tura.— Presente.

Con fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción
XVI; 12, fracción III; y 13, numerales 1, 2 y ,3 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, le solicito atentamente
que ponga a consideración del pleno mi solicitud de licen-
cia indefinida para separarme del cargo de diputada federal
de la LXI Legislatura. 

Solicito que se llame al suplente. 

Por lo expuesto y fundado, esperando que se me otorgue la
solicitud planteada, agradezco a usted las atenciones brin-
dadas 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2012.— Diputada
Mirna Lucrecia Camacho Pedrero (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, a la
diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero, para separarse
de sus funciones como diputada federal electa en el VI dis-
trito electoral de Chiapas, a partir del 1o. de mayo del año
en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputa-



dos por la negativa. Señor presidente, mayoría por la afir-
mativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobados. Comuníquense.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Sí,
perdón, diputado.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde su curul): Quería la palabra antes de ponerlo a vota-
ción, pero ya se votó; porque la diputada Díaz de Rivera ya
había pedido licencia a partir del 30 y escuché que ahora es
a partir del día 27. Que se defina la compañera diputada
cuándo se va a ir de licencia. También me pregunto ahora,
¿a quién le llevaré flores?

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobados. Comuníquense.

DIPUTADOS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Se
encuentran a las puertas de este recinto los ciudadanos Ma-
ría Genoveva Anavel González Alvarado, Alfredo Sergio
Cuadra Tinajero, Rodrigo Trinidad Rosales Franco, María
del Socorro Benítez Navarrete y Xóchitl Montes de Oca
Rodríguez, electos en el III, IV, VI, VII y XV distritos elec-
torales de los estados de Querétaro, Nuevo León, Chiapas,
Guerrero y México; se designan en comisión para que los
acompañen en el acto de rendir la protesta de ley para en-
trar en funciones, a las siguientes diputadas y diputados:
diputado Reginaldo Rivera de la Torre, Miguel Álvarez
Santamaría, Alicia Elizabeth Zamora Villalva, Víctor Ale-
jando Balderas Vaquera e Ignacio Téllez González.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Se
pide a la comisión cumplir con este encargo.

(La comisión cumple su encargo)

Se invita a los presentes a ponerse de pie.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Ciudadanos María Genoveva Anavel González Alvarado,
Alfredo Sergio Cuadra Tinajero, Rodrigo Trinidad Rosales
Franco, María del Socorro Benítez Navarrete y Xóchitl
Montes de Oca Rodríguez: ¿protestan guardar y hacer
guardar la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y las leyes que de ella emanen, y desempeñar
leal y patrióticamente el cargo de diputados que el pueblo
les ha conferido, mirando en todo por el bien y la prospe-
ridad de la Unión?

Los ciudadanos Maria Genoveva Anavel González Al-
varado, Alfredo Sergio Cuadra Tinajero, Rodrigo Tri-
nidad Rosales Franco, María del Socorro Benítez Na-
varrete y Xóchitl Montes de Oca Rodríguez: Sí protesto.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Si
así no lo hicieran, que la nación se los demande. 

Bienvenidos, compañeros y compañeras diputadas.

Continúe la Secretaría.

LEY GENERAL DE VICTIMAS

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto que ex-
pide la Ley General de Víctimas. 

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 
Que se expide la Ley General de Víctimas 

Ley General de Víctimas 

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo I
Aplicación, objeto e interpretación

Artículo 1. La presente Ley general es de orden público de
interés social y observancia en todo el territorio nacional,
en términos de lo dispuesto por el artículo 1º párrafo terce-
ro, artículo 17, y el artículo 20 apartado C, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, Tratados
Internacionales celebrados y ratificados por el Estado Me-
xicano, y otras leyes en materia de víctimas.

En las normas que protejan a víctimas en las leyes expedi-
das por el Congreso, se aplicará siempre la que más favo-
rezca a la persona.

La presente ley obliga a las autoridades de los tres ámbitos
de gobierno, y de los tres Poderes Constitucionales, así co-
mo a cualquier oficina, dependencia, organismo o institu-
ción pública o privada que vele por la protección de las víc-
timas, a proporcionar ayuda, asistencia o reparación
integral.

La reparación integral comprende las medidas de restitu-
ción, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantí-
as de no repetición, en sus dimensiones individual, colecti-
va, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas
será implementada a favor de la víctima teniendo en cuen-
ta la gravedad y magnitud del hecho punible cometido o la
gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así
como las circunstancias y características del hecho victimi-
zante.

Artículo 2. El objeto de esta Ley es:

I. Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas
del delito y de violaciones a derechos humanos, en es-
pecial el derecho a la asistencia, protección, atención,
verdad, justicia, reparación integral, restitución de sus
derechos violados, debida diligencia, no repetición y to-

dos los demás derechos consagrados en ella, en la Cons-
titución, en los Tratados Internacionales de derechos hu-
manos de los que el Estado mexicano es parte y demás
instrumentos de derechos humanos;

II. Establecer y coordinar las acciones y medidas nece-
sarias para promover, respetar, proteger, garantizar y
permitir el ejercicio efectivo de los derechos de las víc-
timas; así como implementar los mecanismos para que
todas las autoridades en el ámbito de sus respectivas
competencias cumplan con sus obligaciones de preve-
nir, investigar, sancionar y lograr la reparación integral;

III. Garantizar un efectivo ejercicio del derecho de las
víctimas a la justicia en estricto cumplimiento de las re-
glas del debido proceso;

IV. Establecer los deberes y obligaciones específicos a
cargo de las autoridades y de todo aquel que intervenga
en los procedimientos relacionados con las victimas;

V. Establecer las sanciones respecto al incumplimiento
por acción o por omisión de cualquiera de sus disposi-
ciones.

Artículo 3. Esta Ley se interpretará de conformidad con la
Constitución y con los Tratados Internacionales sobre de-
rechos humanos favoreciendo en todo tiempo la protección
más amplia de los derechos de las personas.

Capítulo II
Concepto, principios y definiciones

Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas per-
sonas que directamente hayan sufrido algún daño o menos-
cabo económico, físico, mental, emocional, o en general
cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos
o derechos como consecuencia de la comisión de un delito
o violaciones a sus derechos humanos reconocidos en la
Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el
Estado mexicano sea parte.

Los familiares o personas a cargo que tengan relación in-
mediata con la víctima directa y toda persona que de algu-
na forma sufra daño o peligre en su esfera de derechos por
auxiliar a una víctima son víctimas indirectas. 

La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del
daño o menoscabo de los derechos en los términos estable-
cidos en la presente ley, e independientemente de que se



identifique, aprehenda, o condene al responsable del daño,
o de su participación en algún procedimiento judicial o ad-
ministrativo. 

Artículo 5. Los mecanismos, medidas y procedimientos
establecidos en esta Ley, serán diseñados, implementados
y evaluados aplicando los principios siguientes:

Dignidad.- La dignidad humana es un valor, principio y
derecho fundamental base y condición de todos los demás.
Implica la comprensión de la persona como titular y sujeto
de derechos y a no ser objeto de violencia o arbitrariedades
por parte del Estado o de los particulares. 

En virtud de la dignidad humana de la víctima, todas las
autoridades del Estado están obligadas en todo momento a
respetar su autonomía, a considerarla y tratarla como fin de
su actuación. Igualmente, todas las autoridades del Estado
están obligadas a garantizar que no se vea disminuido el
mínimo existencial al que la víctima tiene derecho, ni sea
afectado el núcleo esencial de sus derechos. 

En cualquier caso, toda norma, institución o acto que se
desprenda de la presente Ley serán interpretados de con-
formidad con los derechos humanos reconocidos por la
Constitución y los Tratados Internacionales de los que el
Estado mexicano es Parte, aplicando siempre la norma más
benéfica para la persona.

Buena fe.- Las autoridades presumirán la buena fe de las
víctimas. Los servidores públicos que intervengan con mo-
tivo del ejercicio de derechos de las víctimas, no deben cri-
minalizarla o responsabilizarla por su situación de víctima
y deben brindarle los servicios de ayuda, atención y asis-
tencia desde el momento en que lo requiera, así como res-
petar y permitir el ejercicio efectivo de sus derechos.

Complementariedad.- Los mecanismos, medidas y proce-
dimientos contemplados en esta Ley, en especial, los rela-
cionados con la de asistencia, ayuda, protección, atención
y reparación integral a las víctimas deberán realizarse de
manera armónica, eficaz y eficiente, entendiéndose siem-
pre como complementarias y no excluyentes. 

Tanto las reparaciones individuales, administrativas o judi-
ciales, como las reparaciones colectivas deben ser comple-
mentarias para alcanzar la integralidad que busca la repa-
ración.

Debida diligencia.- El Estado deberá realizar todas las ac-
tuaciones necesarias dentro de un tiempo razonable, para
lograr el objeto de esta Ley, en especial la prevención, ayu-
da, atención, asistencia, derecho a la verdad, justicia y re-
paración integral a fin de que la víctima sea tratada y con-
siderada como sujeto titular de derecho. 

El Estado deberá remover los obstáculos que impidan el
acceso real y efectivo de las víctimas a las medidas regula-
das por la presente Ley, realizar prioritariamente acciones
encaminadas al fortalecimiento de sus derechos, contribuir
a su recuperación como sujetos en ejercicio pleno de sus
derechos y deberes, así como evaluar permanentemente el
impacto de las acciones que se implementen a favor de las
víctimas. 

Enfoque diferencial y especializado.- Se reconoce la
existencia de grupos de población con características parti-
culares o con mayor situación de vulnerabilidad en razón
de su edad, género, preferencia u orientación sexual, etnia,
condición de discapacidad y otros.

Las distintas autoridades comprometidas en la aplicación
de esta Ley ofrecerán, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, garantías especiales y medidas de protección a
los grupos expuestos a un mayor riesgo de violación de sus
derechos, como niñas y niños, jóvenes, mujeres, adultos
mayores, personas en situación de discapacidad, migrantes,
miembros de pueblos indígenas, defensoras y defensores
de derechos humanos y personas en situación de desplaza-
miento interno. En todo momento se reconocerá el interés
superior del menor. Todas las normas, instituciones y actos
que se desprendan de la presente Ley deberán integrar un
enfoque transversal de género y de protección de personas
y grupos en situación de especial vulnerabilidad.

Este principio incluye la adopción de medidas que respon-
dan a la atención de dichas particularidades y grado de vul-
nerabilidad, reconociendo igualmente que ciertos daños su-
fridos por su gravedad requieren de un tratamiento
especializado para dar respuesta a su rehabilitación y rein-
tegración a la sociedad.

Enfoque transformador.- Las distintas autoridades com-
prometidas en la aplicación de la presente Ley realizarán,
en el ámbito de sus respectivas competencias, los esfuerzos
necesarios encaminados a que las medidas de ayuda, pro-
tección, atención, asistencia y reparación integral a las que
tienen derecho las víctimas contribuyan a la eliminación de
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los esquemas de discriminación y marginación que pudie-
ron ser la causa de los hechos victimizantes.

Gratuidad.- Todas las acciones, mecanismos, procedi-
mientos y cualquier otro trámite que implique el derecho
de acceso a la justicia y demás derechos reconocidos en es-
ta Ley, serán gratuitos para la víctima.

Igualdad y no discriminación.- En el ejercicio de los de-
rechos y garantías de las víctimas y en todos los procedi-
mientos a los que se refiere la presente Ley, las autoridades
se conducirán sin distinción, exclusión o restricción, ejer-
cida por razón de sexo, raza, color, orígenes étnicos, socia-
les, nacionales, lengua, religión, opiniones políticas, ideo-
lógicas o de cualquier otro tipo, género, edad, preferencia
u orientación sexual, estado civil, condiciones de salud,
pertenencia a una minoría nacional, patrimonio y discapa-
cidades, o cualquier otra que tenga por objeto o efecto im-
pedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los dere-
chos y la igualdad real de oportunidades de las personas.
Toda garantía o mecanismo especial deberá fundarse en ra-
zones de enfoque diferencial.

Integralidad, indivisibilidad e interdependencia.- Todos
los derechos contemplados en esta Ley se encuentran inte-
rrelacionados entre sí. No se puede garantizar el goce y
ejercicio de los mismos sin que a la vez se garantice el res-
to de los derechos. La violación de un derecho pondrá en
riesgo el ejercicio de otros.

Para garantizar la integralidad, la asistencia, atención, ayu-
da y reparación integral a las víctimas se realizará de for-
ma multidisciplinaria y especializada.

Máxima protección.- Entendido como la obligación de
cualquier autoridad de los tres órdenes de gobierno de ve-
lar por la aplicación más amplia de medidas de protección
a la dignidad, libertad, seguridad y demás derechos de las
víctimas del delito y de violaciones a los derechos huma-
nos.

Las autoridades adoptarán en todo momento, medidas para
garantizar su seguridad, protección, bienestar físico y psi-
cológico e intimidad.

No criminalización.- Las autoridades no deberán agravar
el sufrimiento de la víctima, ni tratarla en ningún caso co-
mo sospechosa o responsable de la comisión de los hechos
que denuncie. 

Ninguna autoridad o particular podrá especular pública-
mente sobre la pertenencia de las víctimas al crimen orga-
nizado o su vinculación con alguna actividad delictiva. La
estigmatización, el prejuicio y las consideraciones de tipo
subjetivo deberán evitarse.

Victimización secundaria.- Las características y condi-
ciones particulares de la víctima no podrán ser motivo pa-
ra negarle su calidad. El Estado tampoco podrá exigir me-
canismos o procedimientos que agraven su condición, ni
establecer requisitos que obstaculicen e impidan el ejerci-
cio de sus derechos ni la expongan a sufrir un nuevo daño
por la conducta de los servidores públicos.

Participación conjunta.- Para superar la vulnerabilidad de
las víctimas es necesario trabajar de manera conjunta. En
ese sentido el Estado deberá implementar medidas de ayu-
da, atención, asistencia y reparación integral; la sociedad
civil y el sector privado, incluidos los grupos o colectivos
de víctimas, podrán ejecutar planes o medidas que aporten
a la consecución de dichos objetivos. 

Garantizados sus derechos, la víctima deberá colaborar con
las investigaciones y las medidas para lograr superar su
condición de vulnerabilidad, dentro de sus posibilidades,
atendiendo al contexto, siempre y cuando las medidas no
impliquen un detrimento a sus derechos.

Progresividad y no regresividad.- Las autoridades com-
prometidas en la aplicación de esta Ley adquieren la obli-
gación de realizar todas las acciones necesarias para garan-
tizar los derechos reconocidos en la misma y no podrán
retroceder o supeditar aquellos derechos, estándares o ni-
veles de cumplimiento alcanzados. 

Publicidad.- Todas las acciones, mecanismos y procedi-
mientos deberán ser públicos, siempre que esto no vulnere
los derechos humanos de las víctimas o las garantías para
su protección. 

El Estado deberá implementar mecanismos de difusión efi-
caces a fin de brindar información y orientación a las víc-
timas acerca de los derechos, garantías, y recursos, así co-
mo acciones, mecanismos y procedimientos con los que
cuenta, los cuales deberán ser dirigidos a las víctimas y pu-
blicitarse de forma clara y accesible.

Rendición de cuentas .- Las autoridades y funcionarios
encargados de la implementación de la Ley, así como los
planes y programas que esta ley regula, estarán sujetos a



mecanismos efectivos de rendición de cuentas y de evalua-
ción en donde debe contemplarse la participación pública,
incluidas las víctimas y los colectivos de víctimas, y

Transparencia.- Todas las acciones, mecanismos y proce-
dimientos que lleve adelante el Estado en ejercicio de sus
obligaciones para con las víctimas, deberán instrumentarse
de manera que garanticen el acceso a la información, así
como el seguimiento y control correspondientes.

Las autoridades deberán tener mecanismos efectivos de
rendición de cuentas y de evaluación de las políticas, pla-
nes y programas que se instrumenten para garantizar los
derechos de las víctimas.

Trato preferente.- Todas las autoridades en el ámbito de
sus competencias tienen la obligación de garantizar el tra-
to digno y preferente a las víctimas.

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Asesor Jurídico: Asesor Jurídico Federal de Aten-
ción a Víctimas;

II. Asesoría Jurídica: Asesoría Jurídica Federal de
Atención a Víctimas;

III. Comisiones de víctimas: Comisión Estatal y del
Distrito Federal de Atención Integral a Víctimas; 

IV. Comisión Ejecutiva: Comisión Ejecutiva de Aten-
ción a Víctimas;

V. Compensación: Reparación económica a que la víc-
tima tenga derecho;

VI. Daño: Muerte o lesiones corporales, daños o per-
juicios morales y materiales, salvo a los bienes de pro-
piedad de la persona responsable de los daños; pérdidas
de ingresos directamente derivadas de un interés econó-
mico; pérdidas de ingresos directamente derivadas del
uso del medio ambiente incurridas como resultado de un
deterioro significativo del medio ambiente, teniendo en
cuenta los ahorros y los costos; costo de las medidas de
restablecimiento, limitado al costo de las medidas efec-
tivamente adoptadas o que vayan a adoptarse; y costo de
las medidas preventivas, incluidas cualesquiera pérdi-
das o daños causados por esas medidas, en la medida en
que los daños deriven o resulten;

VII. Delito: Conducta típica, antijurídica y culpable que
sancionan las leyes penales y sus equivalentes referidos
por los tratados internacionales de los que México sea
parte;

VIII. Fondo: Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación
Integral;

IX. Grupo: Conjunto de personas ligadas por constan-
tes espacios temporales, el cual, articulado en su mutua
representación interna, se propone en forma implícita y
explícita una tarea que conforma su finalidad, interac-
tuando a través de mecanismos de asunción y adjudica-
ción de roles;

X. Interés difuso o colectivo: Corresponde al interés de
una pluralidad de personas pertenecientes a un grupo
social no organizado y no individualizado o a una co-
munidad o pueblo indígena;

XI. Ley: Ley General de Víctimas;

XII. Migración: Cualquier movimiento de personas ha-
cia el territorio de otro Estado o dentro del mismo sin
importar su tamaño, su composición o causa. La migra-
ción incluye el desplazamiento que se da por parte de
los refugiados, las personas desplazadas, las personas
desarraigadas y los migrantes económicos;

XIII. Migrante: Aquella persona que voluntariamente
y por razones personales se moviliza de su lugar de ori-
gen a un destino particular con la intención de estable-
cerse en él;

XIV. Migrante irregular: Aquella persona que, des-
pués de haber ingresado irregularmente o tras el venci-
miento de su visado, tiene un estatus ilegal en el país re-
ceptor o de tránsito. El término se aplica a los migrantes
que infringen normas de admisión de un país receptor o
a cualquier otra persona no autorizada a permanecer en
el mismo;

XV. Mínimo existencial: Constituye una garantía fun-
dada en la dignidad humana como presupuesto del Es-
tado democrático, y consiste en la obligación del Estado
de proporcionar a la víctima y a su núcleo familiar un
lugar en el que se les preste la atención adecuada para
que superen su condición y se asegure su subsistencia
con la debida dignidad que debe ser reconocida a los se-
res humanos en cada momento de su existencia;
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XVI. Núcleo esencial: Aquella parte del derecho que
otorga derechos fundamentales de aplicación directa e
inmediata y que tiende a la satisfacción de las necesida-
des básicas de su titular o titulares;

XVII. Procedimiento: Actuación por trámites judicia-
les o administrativos;

XVIII. Registro: Registro Nacional de Víctimas;

XIX. Reglamento: Reglamento Interior de la Comisión
Ejecutiva de Atención a Víctimas.

XX. Sistema: Sistema Nacional de Atención a Vícti-
mas;

XXI. Víctima: Persona que directa o indirectamente
han sufrido el menoscabo de sus derechos producto
de una violación de derechos humanos o de la comi-
sión de un delito; 

XXII. Violación de derechos humanos: Todo acto u
omisión que afecte los derechos humanos reconocidos
en la Constitución o en los Tratados Internacionales,
cuando el agente sea servidor público en el ejercicio de
sus funciones o atribuciones o un particular que ejerza
funciones públicas. También se considera violación de
derechos humanos cuando la acción u omisión referida
sea realizada por un particular instigado o autorizado,
explícita o implícitamente por un servidor público, o
cuando actúe con aquiescencia o colaboración de un
servidor público.

Título Segundo
De los derechos de las víctimas

Capítulo I
De los derechos generales de las víctimas

Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la pre-
sente Ley son de carácter enunciativo, y deberán ser inter-
pretados de conformidad con lo dispuesto en la Constitu-
ción, los tratados y las leyes aplicables en materia de
atención a víctimas, favoreciendo en todo tiempo la pro-
tección más amplia de sus derechos.

Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: 

I. Derecho a ser tratadas con humanidad y respeto de su
dignidad y sus derechos humanos por parte de los servi-

dores públicos y, en general, del personal de las institu-
ciones públicas responsables del cumplimiento de esta
Ley, así como por parte de los particulares que cuenten
con convenios para brindar servicios a las víctimas;

II. Derecho a solicitar y a recibir ayuda, asistencia y
atención en forma oportuna, rápida, equitativa, gratuita
y efectiva por personal especializado en atención al da-
ño sufrido desde la comisión del hecho victimizante,
con independencia del lugar en donde ella se encuentre;
así como a que esa ayuda, asistencia y atención no dé lu-
gar, en ningún caso, a un nuevo trauma; 

III. Derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación
integral a través de recursos y procedimientos accesi-
bles, apropiados, suficientes, rápidos y eficaces;

IV. Las víctimas, con independencia de que se encuen-
tren dentro un procedimiento penal o de cualquier otra
índole, tienen derecho a la protección del Estado, in-
cluido su bienestar físico y psicológico y la seguridad de
su entorno, con respeto a su dignidad y privacidad.

Lo anterior incluye el derecho a la protección de su in-
timidad contra injerencias ilegítimas, así como derecho
a contar ella y sus familiares con medidas de protección
eficaces cuando su vida o integridad personal o libertad
personal sean amenazadas o se hallen en riesgo en razón
de su condición de víctima y/o del ejercicio de sus de-
rechos;

V. Derecho a solicitar y a recibir información clara, pre-
cisa y accesible sobre las rutas y los medios de acceso a
los procedimientos, mecanismos y medidas que se esta-
blecen en la presente Ley;

VI. Derecho a solicitar, acceder y recibir, en forma cla-
ra y precisa, toda la información oficial necesaria para
lograr el pleno ejercicio de cada uno de sus derechos;

VII. Derecho a obtener en forma oportuna, rápida y
efectiva todos los documentos que requiera para el ejer-
cicio de sus derechos, entre éstos, los documentos de
identificación y las visas;

VIII. Derecho a conocer el estado de los procesos judi-
ciales y administrativos en los que tenga un interés co-
mo interviniente;



IX. Derecho a ser efectivamente escuchada por la auto-
ridad respectiva, cuando se encuentre presente en la au-
diencia, diligencia o en cualquier otra actuación y antes
de que la autoridad se pronuncie;

X. Derecho a la notificación de las resoluciones que se
dicten en el Sistema relativas a las solicitudes de ingre-
so y de medidas de ayuda, de asistencia y reparación in-
tegral;

XI. Derecho a que su consulado sea inmediatamente no-
tificado conforme a las normas internacionales que pro-
tegen el derecho a la asistencia consular, cuando se tra-
te de víctimas extranjeras;

XII. Derecho a la reunificación familiar cuando por ra-
zón de su tipo de victimización su núcleo familiar se ha-
ya dividido;

XIII. Derecho a retornar a su lugar de origen o a reubi-
carse en condiciones de voluntariedad, seguridad y dig-
nidad;

XIV. Derecho a acudir y a participar en escenarios de
diálogo institucional; 

XV. Derecho a ser beneficiaria de las acciones afirmati-
vas y programas sociales adelantados por el Estado pa-
ra proteger y garantizar su derecho a la vida en condi-
ciones de dignidad;

XVI. Derecho a participar en la formulación, imple-
mentación y seguimiento de la política pública de pre-
vención, ayuda, atención, asistencia y reparación inte-
gral;

XVII. Derecho a que las políticas públicas que son im-
plementadas con base en la presente ley tengan un en-
foque transversal de género y diferencial, particular-
mente en atención a la infancia, los adultos mayores y
población indígena;

XVIII. Derecho a no ser discriminadas ni limitadas en
sus derechos, salvo en los casos expresamente señalados
en esta Ley;

XIX. Derecho a recibir tratamiento especializado que le
permita su rehabilitación física y psicológica con la fi-
nalidad de lograr su reintegración a la sociedad;

XX. Derecho a acceder a los mecanismos de justicia
disponibles para determinar la responsabilidad en la co-
misión del delito o de la violación de los derechos hu-
manos;

XXI. Derecho a tomar decisiones informadas sobre las
vías de acceso a la justicia o mecanismos alternativos;

XXII. Derecho a una investigación pronta y efectiva que
lleve a la identificación, captura, procesamiento y san-
ción de manera adecuada de todos los responsables del
daño, al esclarecimiento de los hechos y a la reparación
del daño;

XXIII. Derecho a participar activamente en la búsqueda
de la verdad de los hechos y en los mecanismos de ac-
ceso a la justicia que estén a su disposición, conforme a
los procedimientos establecidos en la ley de la materia;

XXIV. Derecho a expresar libremente sus opiniones y
preocupaciones ante las autoridades e instancias corres-
pondientes, y a que éstas, en su caso, sean consideradas
en las decisiones que afecten sus intereses;

XXV. Derecho a ejercer los recursos legales en contra
de las decisiones que afecten sus intereses y el ejercicio
de sus derechos;

XXVI. Derecho a que se les otorgue, en los casos que
procedan, la ayuda provisional/humanitaria;

XXVII. Derecho a recibir gratuitamente la asistencia de
un intérprete o traductor de su lengua, en caso de que no
hablen el idioma español o tengan discapacidad auditi-
va, verbal o visual;

XXVIII. Derecho a trabajar de forma colectiva con otras
víctimas para la defensa de sus derechos, incluida su
reincorporación a la sociedad; 

XXIX. Derecho a contar con espacios colectivos donde
se trabaje el apoyo individual o colectivo y que le per-
mitan relacionarse con otras víctimas; y

XXX. Los demás señalados por la Constitución, los tra-
tados internacionales, esta Ley y cualquier otra disposi-
ción aplicable en la materia o legislación especial.
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Capítulo II
De los derechos de ayuda, asistencia y atención

Artículo 8. Las víctimas recibirán ayuda oportuna y rápida
de acuerdo a las necesidades inmediatas que tengan rela-
ción directa con el hecho victimizante, con el objetivo de
atender y garantizar la satisfacción de sus necesidades de
alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos,
utensilios de cocina, atención médica y psicológica de
emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transi-
torio en condiciones dignas y seguras, en el momento de la
comisión del delito o de la violación de los derechos o en
el momento en el que las autoridades tengan conocimiento
del delito o de la violación de derechos. 

Las medidas de ayuda se brindarán garantizando siempre
un enfoque transversal de género y diferencial.

Las víctimas de delitos o de violaciones de derechos con-
tra la libertad y la integridad, recibirán ayuda médica y psi-
cológica especializada de emergencia en los términos de la
presente Ley.

Los servidores públicos deberán brindar información clara,
precisa y accesible a las víctimas y sus familiares, sobre ca-
da una de las garantías, mecanismos y procedimientos que
permiten el acceso oportuno, rápido y efectivo a las medi-
das de ayuda contempladas en la presente Ley.

Artículo 9. Las víctimas tendrán derecho a la asistencia y
a la atención, los cuales se garantizarán incluyendo siem-
pre un enfoque transversal de género y diferencial.

Se entiende por asistencia el conjunto integrado de meca-
nismos, procedimientos, programas, medidas y recursos de
orden político, económico, social, cultural, entre otros, a
cargo del Estado, orientado a restablecer la vigencia efec-
tiva de los derechos de las víctimas, brindarles condiciones
para llevar una vida digna y garantizar su incorporación a
la vida social, económica y política. Entre estas medidas,
las víctimas contarán con asistencia médica especializada
incluyendo la psiquiátrica, psicológica, traumatológica y
tanatológica.

Se entiende por atención, la acción de dar información,
orientación y acompañamiento jurídico y psicosocial a las
víctimas, con miras a facilitar su acceso a los derechos a la
verdad, a la justicia y a la reparación integral, cualificando
el ejercicio de los mismos. 

Las medidas de asistencia y atención no sustituyen ni re-
emplazan a las medidas de reparación integral, por lo tan-
to, el costo o las erogaciones en que incurra el Estado en la
prestación de los servicios de atención y asistencia, en nin-
gún caso serán descontados de la compensación a que tu-
vieran derecho las víctimas.

Capítulo III
Del derecho de acceso a la justicia

Artículo 10. Las víctimas tienen derecho a un recurso ju-
dicial adecuado y efectivo, a cargo de autoridades inde-
pendientes, imparciales y competentes, que les garantice el
ejercicio de su derecho a conocer la verdad, a que se reali-
ce con la debida diligencia una investigación inmediata y
exhaustiva del delito o de las violaciones de derechos hu-
manos sufridas por ellas; a que los autores de los delitos y
de las violaciones de derechos, con el respeto al debido
proceso, sean enjuiciados y sancionados; y a obtener una
reparación integral por los daños sufridos.

Las víctimas tendrán acceso a los mecanismos de justicia
de los cuales disponga el Estado, incluidos los procedi-
mientos judiciales y administrativos. La legislación en la
materia que regule su intervención en los diferentes proce-
dimientos deberá facilitar su participación.

Capítulo IV
De los derechos de las víctimas en el proceso penal

Artículo 11. Para garantizar los derechos establecidos en el
artículo 10 de la presente Ley, las víctimas tendrán acceso
a los mecanismos y procedimientos previstos en la Consti-
tución, en las leyes locales y federales aplicables y en los
Tratados Internacionales. 

Artículo 12. Del mismo modo las víctimas gozarán de los
siguientes derechos:

I. A ser informadas de manera clara, precisa y accesible
de sus derechos por el Ministerio Público o la primera
autoridad con la que tenga contacto o que conozca del
hecho delictivo, tan pronto éste ocurra. El Ministerio
Público deberá comunicar a la víctima los derechos que
reconocen la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, los Tratados Internacionales y esta Ley
a su favor, dejando constancia en la carpeta de investi-
gación de este hecho, con total independencia de que
exista o no un probable responsable de los hechos.
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II. A que les sea compensando en forma expedita y jus-
ta. En los casos en que la autoridad judicial dicte una
sentencia condenatoria no podrá absolver al responsable
de las reparaciones, incluido el pago de la compensa-
ción. Si la víctima o su Asesor Jurídico no solicitaran la
compensación, el Ministerio Público está obligado a ha-
cerlo;

III. A Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se les
reciban todos los datos o elementos de prueba con los
que cuenten, tanto en la investigación como en el pro-
ceso, a que se desahoguen las diligencias correspon-
dientes, y a intervenir en el juicio como partes plenas
ejerciendo durante el mismo sus derechos los cuales en
ningún caso podrán ser menores a los del imputado. Así
mismo, tendrán derecho a que se les otorguen todas las
facilidades para la presentación de denuncias o quere-
llas.

IV. A ser asesoradas y representadas dentro de la inves-
tigación y el proceso por un Asesor Jurídico. En los ca-
sos en que no quieran o no puedan contratar un aboga-
do, les será proporcionado por el Estado, de acuerdo al
procedimiento de la ley en la materia; esto incluye su
derecho a elegir libremente a su representante legal;

V. A tener derecho a la segunda instancia y a otros re-
cursos ordinarios y extraordinarios en los mismos casos
y condiciones que el procesado y en los demás que de-
signen las leyes;

VI. A impugnar ante la autoridad judicial las omisiones
del Ministerio Público en la investigación de los delitos,
así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, des-
istimiento de la acción penal o suspensión del procedi-
miento, con independencia de que se haya reparado o no
el daño;

VII. A comparecer a la investigación o al juicio y a que
sean adoptadas medidas para minimizar las molestias
causadas, proteger su intimidad, identidad y otros datos
personales, en caso necesario:

VIII. A que se garantice su seguridad, así como la de sus
familiares y la de los testigos en su favor, contra todo
acto de amenaza, intimidación y represalia;

IX. A expresar libremente sus opiniones y preocupacio-
nes ante las autoridades e instancias correspondientes de
procuración y administración de justicia, y a que éstas,

en su caso, sean consideradas en las decisiones que
afecten sus intereses.

X. A rendir o ampliar sus declaraciones sin ser identifi-
cados dentro de la audiencia, teniendo la obligación el
juez de resguardar sus datos personales y, si lo solicitan,
hacerlo por medios electrónicos;

XI. A obtener copia simple gratuita y de inmediato, de
las diligencias en la que intervengan;

XII. A Solicitar medidas precautorias o cautelares para
la seguridad y protección de las víctimas, ofendidos y
testigos de cargo, para la investigación y persecución de
los probables responsables del delito y para el asegura-
miento de bienes para la reparación del daño;

XIII. A ofrecer o solicitar la revalorización de la prueba
a través de peritajes independientes, acreditados ante or-
ganismo nacional o internacional de protección a dere-
chos humanos; 

XIV: A que se les informe sobre la realización de las au-
diencias donde se vaya a discutir sobre sus derechos y a
estar presente en la misma;

XV. A que se les notifique toda resolución que pueda
afectar sus derechos y a impugnar dicha resolución. 

XVI. En los casos que impliquen graves violaciones a
los derechos humanos, a solicitar a través del gobierno
mexicano, la intervención de expertos internacionales
independientes, acreditados ante organismos nacionales
o internacionales, a fin de que asesore a las autoridades
competentes sobre la investigación de los hechos y la re-
alización de peritajes. Las organizaciones de la sociedad
civil o grupos de víctimas podrán solicitar también que
grupos de esos expertos revisen, informen y lleven a ca-
bo recomendaciones para lograr el acceso a la justicia y
a la verdad para las víctimas.

Artículo 13. Adicionalmente a lo señalado en las leyes
aplicables, la reparación integral comprende: 

I. El restablecimiento de las cosas en el estado en que se
encontraban antes de cometerse el delito o la violación
a alguno o algunos de los derechos humanos;

II. La restitución de todos los bienes o valores de su pro-
piedad que hayan sido incautados o recuperados por las
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autoridades incluyendo sus frutos y accesorios, si no
fuese posible, el pago de su valor actualizado. Si se tra-
ta de bienes fungibles, el juez podrá condenar a la en-
trega de un objeto igual al que fuese materia de delito
sin necesidad de recurrir a prueba pericial;

III. La reparación del daño moral sufrido por la víctima
o las personas con derecho a la reparación integral. Se
entiende por daño moral, aquellos efectos nocivos de los
hechos del caso que no tienen carácter económico o pa-
trimonial y no pueden ser tasados, por ende, en términos
monetarios. El daño moral comprende tanto los sufri-
mientos y las aflicciones causados a las víctimas direc-
tas y a sus allegados, como el menoscabo de valores
muy significativos para las personas y toda perturbación
que no sea susceptible de medición pecuniaria. En los
casos en los que el delito constituye una violación gra-
ve a los derechos humanos, se presumirá el daño moral
de la víctima;

IV. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados; 

V. El pago de salarios o percepciones correspondientes,
cuando por lesiones se cause incapacidad para trabajar
en oficio, arte o profesión;

VI. En casos de delitos o violaciones graves a derechos
humanos al pago de los gastos y costas judiciales del
asesor jurídico cuando éste sea privado;

VII. El pago de los tratamientos médicos que, como
consecuencia del delito o de la violación a los derechos
humanos, sean necesarios para la recuperación de la sa-
lud psíquica y física de la víctima, así como los gastos
de transporte, alojamiento o alimentación que le ocasio-
ne trasladarse al lugar del juicio si la víctima reside en
municipio o delegación distinto al del enjuiciamiento. 

Artículo 14. Cuando el imputado se sustraiga de la acción
de la justicia, deje de presentarse ante la autoridad juris-
diccional competente que conozca de su caso los días fijos
que se estime conveniente señalarle y cuantas veces sea ci-
tado o requerido para ello, u omita comunicar a la autori-
dad jurisdiccional compete los cambios de domicilio que
tuviere o se ausentase del lugar del juicio de autorización
de la autoridad jurisdiccional competente, esta última or-
denará, sin demora alguna, que entregue la suma que ga-
rantiza la reparación del daño a la víctima, dejando cons-
tancia en el expediente del pago definitivo de la cantidad

depositada, lo que no implica que se haya efectuado la re-
paración integral del daño correspondiente. 

En los casos en que la garantía fuese hecha por hipoteca o
prenda, la autoridad jurisdiccional competente emitirá a la
autoridad fiscal correspondiente dichos bienes para su co-
bro, el cual deberá entregarse sin dilación a la víctima. En
los mismos términos los fiadores están obligados a pagar
en forma inmediata la reparación del daño, aplicándose pa-
ra su cobro, en todo caso, el procedimiento económico co-
activo que las leyes fiscales señalen. 

Artículo 15. Las víctimas tendrán derecho a que se consi-
deren su discapacidad temporal o permanente, físicas, o
mentales, así como su condición de niñas, niños y adoles-
centes o adultos mayores. Así mismo, a que se respete un
enfoque transversal de género y las diferencias culturales,
religiosas, de credo, étnicas, entre otras igualmente rele-
vantes. Cuando sea necesario, el Estado proporcionará in-
térpretes y traductores. Las víctimas no podrán ser discri-
minadas por ninguna causa en conformidad a la
Constitución, en los Tratados Internacionales de derechos
humanos, la presente Ley y las demás aplicables en la ma-
teria.

Artículo 16. La víctima podrá acceder de manera subsi-
diaria, al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral
previo acuerdo de la Comisión Ejecutiva, en los términos
del Título Octavo de esta Ley. Todo ello, sin perjuicio de
las responsabilidades y sanciones, administrativas, penales
y civiles que resulten.

Artículo 17. Las víctimas tienen derecho a intervenir en el
proceso penal y deberán ser reconocidas como sujetos pro-
cesales en el mismo, en los términos de la Constitución y
de los Tratados Internacionales de derechos humanos, pero
si no fuese su deseo apersonarse en el mismo, serán repre-
sentadas por un asesor jurídico o en su caso por el Minis-
terio Público, y serán notificadas personalmente de todos
los actos y resoluciones que pongan fin el proceso, de los
recursos interpuestos ya sean ordinarios o extraordinarios,
así como de las modificaciones en las medidas cautelares
que se hayan adoptado por la existencia de un riesgo para
su seguridad, vida o integridad física o modificaciones a la
sentencia. 

Artículo 18. Las víctimas tienen derecho a que se les ex-
plique el alcance y trascendencia de los exámenes pericia-
les a los que podrán someterse dependiendo de la naturale-
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za del caso, y en caso de aceptar su realización a ser acom-
pañadas en todo momento por su Defensor de las Víctimas
o la persona que consideren.

Artículo 19. Toda comparecencia ante el órgano investiga-
dor, el juez o tribunal, o ante cualquiera otra autoridad o
perito que requiera la presencia de la víctima, se conside-
rará justificada para los efectos laborales y escolares, te-
niendo ella derecho a gozar del total de los emolumentos a
que se refiere la Ley Federal del Trabajo.

Artículo 20. Las víctimas tendrán derecho a optar por la
solución de conflictos conforme a las reglas de la justicia
alternativa, a través de instituciones como la conciliación
y la mediación, a fin de facilitar la reparación del daño y
la reconciliación de las partes y la garantía de no repeti-
ción. 

No podrá llevarse la conciliación ni la mediación a menos
de que quede acreditado a través de los medios idóneos,
que la víctima está en condiciones de tomar esa decisión y
las procuradurías llevarán un registro y una auditoría pun-
tual sobre los casos en donde sí sea decisión de la víctima
utilizar estas vías de solución alterna de conflictos, notifi-
cando en todo caso a las instancias de protección a la mu-
jer a fin de que se cercioren que la víctima tuvo el acom-
pañamiento que requirió para la toma de dicha decisión. Se
sancionará a los servidores públicos que orillen a las vícti-
mas a tomar estas decisiones sin que éstas estén conscien-
tes de las consecuencias que conlleva.

Artículo 21. En los casos de violaciones de derechos hu-
manos o de delitos derivados de éstas, además de todas las
garantías consagradas en los artículos anteriores, las vícti-
mas tendrán los siguientes derechos:

I. A una investigación pronta y eficaz que lleve a la
identificación, captura, enjuiciamiento y condena de los
responsables de violaciones al Derecho Internacional de
los derechos humanos, al esclarecimiento de los hechos
y a su reparación integral;

II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, ade-
cuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el
menoscabo que han sufrido en sus derechos como con-
secuencia de violaciones a derechos humanos y por los
daños que esas violaciones les causaron;

III. A conocer la verdad de lo ocurrido acerca de los he-
chos en que le fueron violados sus derechos humanos

para lo cual la autoridad deberá informar los resultados
de las investigaciones, y

IV. A que se le brinde protección y se salvaguarde su vi-
da y su integridad corporal, en los términos del artículo
34 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada.

Capítulo V
Del derecho a la verdad

Artículo 22. Las víctimas, sus familiares y la sociedad en
general tienen el derecho de conocer los hechos constituti-
vos del delito y de las violaciones a derechos humanos de
que fueron objeto, la identidad de los responsables, las cir-
cunstancias que hayan propiciado su comisión, así como
tener acceso a la justicia en condiciones de igualdad.

Artículo 23. Las víctimas y sus familiares tienen el dere-
cho imprescriptible a conocer la verdad y a recibir infor-
mación específica sobre las violaciones de derechos o los
delitos que las afectaron directamente, incluidas las cir-
cunstancias en que ocurrieron y, en los casos de personas
fallecidas, desaparecidas, ausentes, no localizadas o extra-
viadas, a conocer su destino o paradero o el de sus restos.

Artículo 24. Las víctimas, sus familiares y la sociedad tie-
nen derecho a conocer la verdad y a tener información so-
bre las condiciones y las pautas o patrones de las violacio-
nes sistemáticas o generalizadas de los derechos humanos;
la historia del contexto social, económico y político en el
que se produjeron esas violaciones; y la identificación de
los responsables individuales e institucionales de las mis-
mas.

Las víctimas y sus familiares tienen derecho a participar
activamente en la búsqueda de la verdad de los hechos y en
los diferentes mecanismos previstos en los ordenamientos
legales en los cuales se les permitirá expresar sus opiniones
y preocupaciones cuando sus intereses sean afectados. Las
víctimas deberán decidir libremente su participación y te-
ner la información suficiente sobre las implicaciones de
cada uno de estos mecanismos.

Artículo 25. El Estado, a través de las autoridades respec-
tivas, tiene la obligación de iniciar, de inmediato y tan
pronto como se haga de su conocimiento, todas las dili-
gencias a su alcance para determinar el paradero de las per-
sonas desaparecidas. Esto incluye la instrumentación de
mecanismos de búsqueda conforme la legislación aplicable
y los tratados internacionales de los que México sea parte.
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Parte de esta obligación, incluye la realización de las ex-
humaciones de cementerios, fosas clandestinas o de otros
sitios en los que se encuentren o se tengan razones funda-
das para creer que se encuentran cuerpos u osamentas de
las víctimas. Las exhumaciones deberán realizarse con la
debida diligencia y competencia y conforme a las normas
y protocolos internacionales sobre la materia, buscando ga-
rantizar siempre la correcta ubicación, recuperación y pos-
terior identificación de los cuerpos u osamentas bajo están-
dares científicos reconocidos internacionalmente. 

Los familiares de las víctimas tienen el derecho a estar pre-
sentes en las exhumaciones, por sí y/o a través de sus ase-
sores jurídicos; a ser informadas sobre los protocolos y
procedimientos que serán aplicados; y a designar peritos
independientes, acreditados ante organismo nacional o in-
ternacional de protección a los derechos humanos, que
contribuyan al mejor desarrollo de las mismas.

Una vez plenamente identificados y realizadas las pruebas
técnicas y científicas a las que está obligado el Estado y
que han sido referidas en esta Ley y en los Códigos de Pro-
cedimientos Penales, la entrega de los cuerpos u osamentas
de las víctimas a sus familiares, deberá hacerse respetando
plenamente su dignidad y sus tradiciones religiosas y cul-
turales.

En caso necesario, a efecto de garantizar las investigacio-
nes, la autoridad deberá informar formalmente a los fami-
liares la obligación de no cremar los restos, hasta en tanto
haya una sentencia ejecutoriada.

Artículo 26. Para garantizar el ejercicio pleno de este de-
recho de las víctimas, sus familiares y la sociedad, el Esta-
do podrá generar mecanismos para la investigación, inde-
pendiente, imparcial y competente, que cumpla, entre
otros, con los siguientes objetivos: 

I. El esclarecimiento histórico preciso de las violaciones
de derechos humanos, la dignificación de las víctimas y
la recuperación de la memoria histórica; 

II. La determinación de la responsabilidad individual o
institucional de los hechos; 

III. El debate sobre la historia oficial donde las víctimas
de esas violaciones puedan ser reconocidas y escucha-
das; 

IV. La contribución a la superación de la impunidad me-
diante la recomendación de formulación de políticas de
investigación; 

V. La recomendación de las reparaciones, reformas ins-
titucionales y otras políticas necesarias para superar las
condiciones que facilitaron o permitieron las violacio-
nes de derechos.

Para el cumplimiento de estos objetivos, deberán realizar-
se consultas que incluyan la participación y la opinión de
las víctimas, grupos de víctimas y de sus familiares.

La investigación deberá garantizar los derechos de las víc-
timas y de los testigos, asegurándose su presencia y decla-
ración voluntarias. Se deberá garantizar la confidencialidad
de las víctimas y los testigos cuando ésta sea una medida
necesaria para proteger su dignidad e integridad y adopta-
rá las medidas necesarias para garantizar su seguridad. Así
mismo, en los casos de las personas que se vean afectadas
por una acusación, deberá proporcionarles la oportunidad
de ser escuchadas y de confrontar o refutar las pruebas
ofrecidas en su contra, ya sea de manera personal, por es-
crito o por medio de representantes designados. 

La investigación deberá seguir protocolos de actuación con
el objetivo de garantizar que las declaraciones, conclusio-
nes y pruebas recolectadas puedan ser utilizadas en proce-
dimientos penales como pruebas con las debidas formali-
dades de ley.

Artículo 27. Las organizaciones de la sociedad civil, tales
como asociaciones profesionales, organizaciones no guber-
namentales e instituciones académicas, podrán proporcio-
nar, a autoridad competente, sus investigaciones de viola-
ciones de los derechos humanos, con el fin de contribuir
con la búsqueda y conocimiento de la verdad. Las autori-
dades deberán dar las garantías necesarias para que esta ac-
tividad se pueda realizar de forma libre e independiente. 

Artículo 28. Las autoridades están obligadas a la preserva-
ción de los archivos relativos a las violaciones de los dere-
chos humanos así como a respetar y garantizar el derecho
de acceder a los mismos. 

El Estado tiene el deber de garantizar la preservación de di-
chos archivos y de impedir su sustracción, destrucción, di-
simulación o falsificación; así como de permitir su consul-
ta pública, pero particularmente en interés de las víctimas
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y sus familiares con el fin de garantizar el pleno ejercicio
de sus derechos.

Cuando la consulta de los archivos persiga favorecer la in-
vestigación histórica, las formalidades de autorización ten-
drán por única finalidad salvaguardar la integridad y la se-
guridad de las víctimas y de otras personas y, en ningún
caso, podrán aplicarse las formalidades de autorización con
fines de censura. 

Los tribunales nacionales e internacionales, los organismos
nacionales e internacionales de derechos humanos y, así
como los investigadores que trabajen esta responsabilidad,
podrán consultar libremente los archivos relativos a las
violaciones de los derechos humanos. Este acceso será ga-
rantizado cumpliendo los requisitos pertinentes para prote-
ger la vida privada, incluidos en particular las seguridades
de confidencialidad proporcionadas a las víctimas y a otros
testigos como condición previa de su testimonio. 

En estos casos, no se podrá denegar la consulta de los ar-
chivos por razones de seguridad nacional excepto que, en
circunstancias excepcionales, la restricción se encuentre
previamente establecida en la Ley, la autoridad haya de-
mostrado que la restricción es necesaria en una sociedad
democrática para proteger un interés de seguridad nacional
legítimo y que la denegación sea objeto de revisión por la
autoridad competente, a la vez que puede ser sujeta a exa-
men judicial independiente.

Artículo 29. Toda persona tendrá derecho a saber si figura
en los archivos estatales y, en ese caso, después de ejercer
su derecho de consulta, a impugnar la legitimidad de las in-
formaciones y contenidos que le conciernan ejerciendo el
derecho que corresponda. La autoridad garantizará que el
documento modificado después de la impugnación incluya
una referencia clara a las informaciones y contenidos del
documento cuya validez se impugna y ambos se entregarán
juntos cuando se solicite el primero. Para casos de perso-
nas fallecidas, este derecho podrá ser ejercido por sus fa-
miliares. 

Capítulo VI
Del derecho a la reparación integral

Artículo 30. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas
de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora,
integral y efectiva por el daño que han sufrido como con-
secuencia del hecho punible que las ha afectado o de las

violaciones de derechos humanos que han sufrido, com-
prendiendo medidas de restitución, rehabilitación, com-
pensación, satisfacción y medidas de no repetición

Artículo 31. Para los efectos de la presente Ley se enten-
derá que:

I. La restitución busca devolver a la víctima a la situa-
ción anterior a la comisión del hecho punible o a la vio-
lación de sus derechos humanos; 

II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer
frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible
o de las violaciones de derechos humanos; 

III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de
forma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho
punible cometido o de la violación de derechos huma-
nos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de
cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, su-
frimientos y pérdidas económicamente evaluables que
sean consecuencia del hecho punible o de la violación
de derechos humanos; 

IV. La satisfacción busca reconocer y restablecer la dig-
nidad de las víctimas;

V. Las medidas de no repetición buscan que el hecho pu-
nible o la violación de derechos sufrida por la víctima
no vuelva a ocurrir. 

VI. Para los efectos de la presente Ley, la reparación co-
lectiva se entenderá como un derecho del que son titu-
lares los grupos, comunidades u organizaciones sociales
que hayan sido afectadas por la violación de los dere-
chos individuales de los miembros de los colectivos, o
cuando el daño comporte un impacto colectivo. La res-
titución de los derechos afectados estará orientada a la
reconstrucción del tejido social y cultural colectivo que
reconozca la afectación en la capacidad institucional de
garantizar el goce, la protección y la promoción de los
derechos en las comunidades, grupos y pueblos afecta-
dos. 

Las medidas colectivas que deberán implementarse tende-
rán al reconocimiento y dignificación de los sujetos colec-
tivos victimizados; la reconstrucción del proyecto de vida
colectivo, y el tejido social y cultural; la recuperación psi-
cosocial de las poblaciones y grupos afectados y la promo-
ción de la reconciliación y la cultura de la protección y pro-
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moción de los derechos humanos en las comunidades y co-
lectivos afectados. 

Las medidas de restitución, rehabilitación, compensación,
satisfacción y medidas de no repetición contempladas en
esta Ley proceden, según sea el caso, tanto para las vícti-
mas que individualmente han sufrido la lesión de sus bie-
nes jurídicos o de sus derechos humanos como para las víc-
timas que han sufrido colectivamente esas lesiones. 

Título Tercero
Medidas de ayuda, inmediatas y humanitarias

Capítulo I
Medidas en materia de salud

Artículo 32. La gravedad del daño sufrido por las víctimas
será el eje que determinará prioridad en su asistencia, en la
prestación de servicios y en la implementación de acciones
dentro de las instituciones encargadas de brindarles aten-
ción y tratamiento.

Los servicios a que se refiere la presente Ley tomarán en
cuenta si la víctima pertenece a un grupo en condiciones de
vulnerabilidad, sus características y necesidades especia-
les, particularmente tratándose de mujeres, menores de
edad, adultos mayores y población indígena. 

Artículo 33. Las instituciones hospitalarias públicas del
Gobierno Federal, de los estados, del Distrito Federal y de
los municipios tienen la obligación de dar atención de
emergencia de manera inmediata a las víctimas que lo re-
quieran, con independencia de su capacidad socioeconómi-
ca nacionalidad y sin exigir condición previa para su admi-
sión.

Artículo 34. Los servicios de emergencia médica, odonto-
lógica, quirúrgica y hospitalaria consistirán en:

I. Hospitalización;

II. Material médico quirúrgico, incluidas prótesis y de-
más instrumentos que la persona requiera para su movi-
lidad, conforme al dictamen dado por el médico espe-
cialista en la materia; 

III. Medicamentos;

IV. Honorarios médicos, en caso de que el sistema de sa-
lud más accesible para la víctima no cuente con los ser-
vicios que ella requiere de manera inmediata;

V. Servicios de análisis médicos, laboratorios e imáge-
nes diagnósticas;

VI. Transporte y ambulancia;

VII. Servicios de atención mental en los casos en que,
como consecuencia de la comisión del hecho punible o
de la violación a sus derechos humanos, la persona que-
de gravemente afectada psicológica y/o psiquiátrica-
mente;

VIII. Servicios odontológicos reconstructivos por los
daños causados como consecuencia del hecho punible o
la violación a los derechos humanos; 

IX. Servicios de interrupción voluntaria del embarazo
en los casos permitidos por ley, con absoluto respeto de
la voluntad de la víctima;

X. La atención para los derechos sexuales y reproducti-
vos de las mujeres víctimas;

XI. En caso de que la institución médica a la que acude
o es enviada la víctima no cuente con lo señalado en las
fracciones II y III y sus costos hayan sido cubiertos por
la víctima, los estados y municipios se los reembolsarán
de manera completa e inmediata.

Artículo 35. Los estados, el Gobierno del Distrito Fede-
ral y municipios donde se haya cometido el hecho victimi-
zante, pagarán a las víctimas, con cargo a sus presupuestos
y sin intermediarios, los gastos funerarios en los que ellas
deban incurrir cuando sus familiares o seres queridos fue-
ron asesinados. En el caso de delitos del ámbito federal, se-
rán por cuenta del erario federal. Estos gastos incluirán los
de transporte, cuando el fallecimiento se haya producido en
un lugar distinto al de su lugar de origen o cuando sus fa-
miliares decidan inhumar su cuerpo en otro lugar. Por nin-
gún motivo se prohibirá a las víctimas ver los restos de sus
familiares, si es su deseo hacerlo. Si los familiares de las
víctimas deben transportarse a otro lugar para los trámites
de reconocimiento, se deberán cubrir también sus gastos.

Artículo 36. La Comisión Ejecutiva definirá y garantizará
la creación de un Modelo de Atención Integral en Salud
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con enfoque Psicosocial, Educación y Asistencia Social, el
cual deberá contemplar los mecanismos de articulación y
coordinación entre las diferentes Entidades obligadas e
Instituciones de Asistencia Pública que conforme el Regla-
mento de esta Ley presten los servicios subrogados a los
que ella hace referencia. Este modelo deberá contemplar el
servicio a aquellas personas que no sean beneficiarias de
un sistema de prestación social o será complementario
cuando los servicios especializados necesarios no puedan
ser brindados por el sistema al cual pertenece.

Artículo 37. Los Gobiernos federal, estatales y del Distri-
to Federal, a través de sus organismos, dependencias y en-
tidades de Salud Pública, así como aquellos municipios
que cuenten con la infraestructura y la capacidad de pres-
tación de servicios, en el marco de sus competencias serán
las entidades obligadas a otorgar el carnet que identifique a
las víctimas ante el sistema de salud, conforme al Registro
Nacional de Víctimas, con el fin de garantizar la asistencia
y atención prioritarias para efectos reparadores.

El proceso de credencialización se realizará de manera
gradual y progresiva dando prioridad a las víctimas de da-
ños graves a la salud e integridad personal. No obstante,
aquellas víctimas que no cuenten con dicho carnet y re-
quieran atención inmediata deberán ser atendidas de mane-
ra prioritaria, mientras se registran.

Artículo 38. En materia de asistencia y atención médica,
psicológica, psiquiátrica y odontológica, la víctima tendrá
todos los derechos establecidos por la Ley General de Sa-
lud para los Usuarios de los Servicios de Salud, y tendrá los
siguientes derechos adicionales:

I. A que se proporcione gratuitamente atención médica
y psicológica permanente de calidad en cualquiera de
los hospitales públicos federales, estatales y municipa-
les, de acuerdo a su competencia, cuando se trate de le-
siones, enfermedades y traumas emocionales prove-
nientes del delito o de la violación a los derechos
humanos sufridos por ella. Estos servicios se brindarán
de manera permanente, cuando así se requiera, y no se-
rán negados, aunque la víctima haya recibido las medi-
das de ayuda que se establecen en la presente Ley, las
cuales, si así lo determina el médico, se continuarán
brindando hasta el final del tratamiento; 

II. Los Gobiernos federal, estatales y del Distrito Fede-
ral, a través de sus organismos, dependencias y entida-
des de Salud Pública, así como aquellos municipios que

cuenten con la infraestructura y la capacidad de presta-
ción de servicios, en el marco de sus competencias y
fundamentos legales de actuación, deberán otorgar citas
médicas, en un periodo no mayor a ocho días, a las víc-
timas que así lo soliciten, salvo que sean casos de aten-
ción de emergencia en salud, en cuyo caso la atención
será inmediata;

III. Una vez realizada la valoración médica general o es-
pecializada, según sea el caso, y la correspondiente en-
trega de la formula médica, se hará la entrega inmedia-
ta de los medicamentos a los cuales la víctima tenga
derecho y se le canalizará a los especialistas necesarios
para el tratamiento integral, si así hubiese lugar;

IV. Se le proporcionará material médico quirúrgico, in-
cluida prótesis y demás instrumentos o aparatos que re-
quiera para su movilidad conforme al dictamen dado
por el médico especialista en la materia así como los
servicios de análisis médicos, laboratorios e imágenes
diagnósticas y los servicios odontológicos reconstructi-
vos que requiera por los daños causados como conse-
cuencia del hecho punible o la violación a sus derechos
humanos;

V. Se le proporcionará atención permanente en salud
mental en los casos en que, como consecuencia del he-
cho victimizante, quede gravemente afectada psicológi-
ca y/o psiquiátricamente;

VI. La atención materno-infantil permanente cuando sea
el caso incluyendo programas de nutrición.

Artículo 39. A toda víctima de violación sexual, o cualquier
otra conducta que afecte su integridad física o psicológica,
se le garantizará el acceso a los servicios de anticoncepción
de emergencia y de interrupción voluntaria del embarazo en
los casos permitidos por la ley, con absoluto respeto a la vo-
luntad de la víctima; asimismo, se le realizará práctica pe-
riódica de exámenes y tratamiento especializado, durante el
tiempo necesario para su total recuperación y conforme al
diagnóstico y tratamiento médico recomendado; en particu-
lar, se considerará prioritario para su tratamiento el segui-
miento de eventuales contagios de enfermedades de trans-
misión sexual y del Virus de Inmunodeficiencia Humana.

En cada una de las entidades públicas que brinden servi-
cios, asistencia y atención a las víctimas, se dispondrá de
personal capacitado en el tratamiento de la violencia sexual
con un enfoque transversal de género
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Artículo 40. Los Gobiernos federal, estatales y del Distri-
to Federal, a través de sus organismos, dependencias y en-
tidades de Salud Pública, así como aquellos municipios
que cuenten con la infraestructura y la capacidad de pres-
tación de servicios, definirán los procedimientos para ga-
rantizar de manera gratuita los servicios de asistencia mé-
dica preoperatoria, posoperatoria, quirúrgica, hospitalaria y
odontológica a que hubiese lugar de acuerdo al concepto
médico y valoración, que permita atender lesiones transito-
rias y permanentes y las demás afectaciones de la salud fí-
sica y psicológica que tengan relación causal directa con
las conductas.

Artículo 41. En caso de que la institución médica a la que
acude o es enviada la víctima no cumpla con lo señalado en
los artículos anteriores y sus costos hayan sido cubiertos
por la víctima, el Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación
Integral creado en esta Ley se los reembolsará de manera
completa y rápida, teniendo el fondo derecho de repetir
contra los responsables.

Artículo 42. Los Gobiernos Federal, Estatal y del Distrito
Federal, a través de sus secretarías, dependencias, orga-
nismos y entidades de Salud Pública, así como aquellos
municipios que cuenten con la infraestructura y la capaci-
dad de prestación de servicios definirán los procedimientos
para garantizar de manera gratuita los servicios de asisten-
cia médica preoperatoria, postoperatoria, quirúrgica, hospi-
talaria y odontológica a que hubiese lugar de acuerdo al
concepto médico y valoración, que permita atender lesio-
nes transitorias y permanentes y las demás afectaciones de
la salud física y psicológica que tengan relación causal di-
recta con las conductas.

Artículo 43. En caso que la institución médica a la que
acude o es enviada la víctima no cumpla con lo señalado en
los artículos anteriores y sus costos hayan sido cubiertos
por la víctima el Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación
Integral creado en esta Ley se los reembolsará de manera
completa y rápida.

Capítulo II
Medidas en materia de alojamiento y alimentación

Artículo 44. El Sistema Nacional para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia (DIF) o su análogo, similar o correlativo,
las dependencias de las que dependen las casas de refugio
y acogida que existan y brinden estos servicios en el ámbi-
to Federal, Estatal o Municipal, contratarán servicios o
brindarán directamente alojamiento y alimentación en con-

diciones de seguridad y dignidad a las víctimas que se en-
cuentren en especial condición de vulnerabilidad o que se
encuentren amenazadas o desplazadas de su lugar de resi-
dencia por causa del hecho punible cometido contra ellas o
de la violación de sus derechos humanos. El alojamiento y
la alimentación se brindarán durante el tiempo que sea ne-
cesario para garantizar que la víctima supere las condicio-
nes de emergencia y pueda retornar libremente en condi-
ciones seguras y dignas a su hogar.

Capítulo III
Medidas en materia de transporte

Artículo 45. Cuando la víctima se encuentre en un lugar
distinto al de su lugar de residencia y desee regresar al mis-
mo las entidades federativas pagarán los gastos correspon-
dientes, garantizando, en todos los casos, que el medio de
transporte usado por la víctima para su regreso es el más
seguro y el que le cause menos trauma de acuerdo con sus
condiciones.

Capítulo IV
Medidas en materia de protección

Artículo 46. Cuando la víctima se encuentre amenazada en
su integridad personal o en su vida o existan razones fun-
dadas para pensar que estos derechos están en riesgo, en ra-
zón del delito o de la violación de derechos humanos sufri-
da, las autoridades del orden nacional o de los órdenes
estatales, del Distrito Federal o municipales de acuerdo
con sus competencias y capacidades adoptarán, con carác-
ter inmediato, las medidas que sean necesarias para evitar
que la víctima sufra alguna lesión o daño. 

Las medidas de protección a las víctimas se deben im-
plementar con base en los siguientes principios:

I. Principio de protección: considera primordial la
protección de la vida, la integridad física, la libertad
y la seguridad de las personas;

II. Principio de necesidad y proporcionalidad: las
medidas de protección deben responder al nivel de
riesgo o peligro en que se encuentre la persona desti-
nataria, y deben ser aplicadas en cuanto sean nece-
sarias para garantizar su seguridad o reducir los
riesgos existentes;

III. Principio de confidencialidad: toda la informa-
ción y actividad administrativa o jurisdiccional rela-
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cionada con el ámbito de protección de las personas,
debe ser reservada para los fines de la investigación
o del proceso respectivo;

IV. Principio de oportunidad y eficacia: Las medidas
deben ser oportunas, específicas, adecuadas y efi-
cientes para la protección de la víctima y deben ser
otorgadas e implementadas a partir del momento y
durante el tiempo que garanticen su objetivo. 

Serán sancionadas administrativa, civil o penalmen-
te, de conformidad con las leyes aplicables, las auto-
ridades federales, estatales o municipales que contri-
buyan a poner en riesgo la seguridad de las víctimas,
ya sea a través de intimidación, represalias, amena-
zas directas o cuando existan datos suficientes que
demuestren que las víctimas podrían ser nuevamen-
te afectadas por la colusión de dichas autoridades
con los responsables de la comisión del delito o con
un tercero implicado que amenace o dañe la integri-
dad física o  moral de una víctima.

Artículo 47. Las medidas adoptadas deberán ser acordes
con la amenaza que tratan de conjurar y deberán tener en
cuenta la condición de especial vulnerabilidad de las vícti-
mas, así como respetar, en todos los casos, su dignidad.

Capítulo V
Medidas en materia de asesoría jurídica

Artículo 48. Las autoridades del orden nacional, las de los
estados, las del Distrito Federal y municipios brindarán, de
manera inmediata, a las víctimas información y asesoría
completa y clara sobre los recursos y procedimientos judi-
ciales, administrativos o de otro tipo a los cuales ellas tie-
nen derecho para la mejor defensa de sus intereses y satis-
facción de sus necesidades, así como sobre el conjunto de
derechos de los que son titulares en su condición de vícti-
ma. La Comisión Ejecutiva garantizará lo dispuesto en el
presente artículo a través de la Asesoría Jurídica Federal de
Atención a Víctimas en los términos del título correspon-
diente.

Artículo 49. La información y asesoría deberá brindarse en
forma gratuita y por profesionales conocedores de los de-
rechos de las víctimas, garantizándoles a ellas siempre un
trato respetuoso de su dignidad y el acceso efectivo al ejer-
cicio pleno y tranquilo de todos sus derechos.

Título Cuarto
Medidas de asistencia y atención tendentes 

a restablecer a la víctima en el ejercicio pleno 
de sus derechos, y a promover la 

superación de su condición

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 50. La Comisión Ejecutiva de Atención Víctimas
como responsable de la creación y gestión del Registro Na-
cional de Víctimas a que hace referencia el Título Séptimo,
de esta Ley garantizará que el acceso de las víctimas al Re-
gistro se haga de manera efectiva, rápida y diferencial con
el fin de permitirles disfrutar de las medidas de asistencia
y atención establecidos en la presente Ley. 

Artículo 51. Conforme a los lineamientos desarrollados
por la Comisión Ejecutiva; la Secretarías, dependencias,
organismos y entidades del Gobierno Federal del sector Sa-
lud, Educación, Desarrollo Social y las demás obligadas y
las Secretarías, dependencias, organismos y entidades esta-
tales y del Distrito Federal, en los mismos ámbitos, así
como aquellos municipios que cuenten con la infraestruc-
tura y la capacidad de prestación de servicios, en el marco
de sus competencias y fundamentos legales de actuación
deberán tener en cuenta las principales afectaciones y con-
secuencias del hecho victimizante, respetando siempre los
principios generales establecidos en la presente Ley y en
particular el enfoque diferencial para las mujeres; niños,
niñas y adolescentes; personas con discapacidad y adultos
mayores y población indígena. 

Artículo 52. Todas las medidas de asistencia, atención,
protección o servicios otorgados por las instituciones pú-
blicas Federales, de los estados, del Distrito Federal y de
los Municipios, a las víctimas por cualquier hecho, serán
gratuitos y éstas recibirán un trato digno con independen-
cia de su capacidad socio-económica y sin exigir condición
previa para su admisión a éstos, más que las establecidas
en la presente Ley. 

Capítulo II
Medidas de educación

Artículo 53. Las políticas y acciones establecidas en este
capítulo tienen por objeto asegurar el acceso de las vícti-
mas a la educación y promover su permanencia en el siste-
ma educativo, si como consecuencia del delito o de la vio-
lación a derechos humanos se interrumpen los estudios, se
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tomarán medidas para superar esta condición provocada
por el hecho victimizante, por lo que la educación deberá
contar con enfoque de transversal género y diferencial,
desde una mirada de inclusión social y con perspectiva de
derechos. Igualmente, se buscará garantizar la exención
para las víctimas de todo tipo de costos académicos en las
instituciones públicas de educación preescolar, primaria,
secundaria y media superior

Artículo 54. Las instituciones del sistema educativo nacio-
nal impartirán educación de manera que permita a la vícti-
ma incorporarse con prontitud a la sociedad y, en su opor-
tunidad, desarrollar una actividad productiva.

Artículo 55. Todas las autoridades educativas en el ámbi-
to de sus competencias prestarán especial cuidado a las es-
cuelas que, por la particular condición de la asistencia y
atención a víctimas, enfrenten mayor posibilidad de atrasos
o deserciones, debiendo promover las acciones necesarias
para compensar los problemas educativos derivados de di-
cha condición.

Artículo 56. El Estado a través de sus organismos descen-
tralizados y de los particulares con autorización o con re-
conocimiento de validez oficial de estudios, está obligado
a prestar servicios educativos para que gratuitamente, cual-
quier víctima o sus hijos menores de edad, en igualdad
efectiva de condiciones de acceso y permanencia en los
servicios educativos que el resto de la población, pueda
cursar la educación preescolar, la primaria y la secundaria.
Estos servicios se prestarán en el marco del federalismo y
la concurrencia previstos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y conforme a la distribución de
la función social educativa establecida en la Ley de Educa-
ción aplicable.

Artículo 57. La víctima o sus familiares de conformidad
con la presente Ley, tendrán el derecho de recibir becas
completas de estudio como mínimo hasta la educación me-
dia superior para sí o los dependientes que lo requieran. 

Artículo 58. Los Gobiernos Federal, estatales y del Dis-
trito Federal, a través de sus secretarías, dependencias,
entidades y organismos de Educación, así como aquellos
municipios que cuenten con la infraestructura y la capaci-
dad de prestación de servicios, en el marco de sus compe-
tencias deberán entregar a los niños, niñas, adolescentes
víctimas los respectivos paquetes escolares y uniformes,
para garantizar las condiciones dignas y su permanencia en
el sistema educativo.

Artículo 59. La víctima o sus hijos menores de edad, de-
berán tener acceso a los libros de texto gratuitos y demás
materiales educativos complementarios que la Secretaría
de Educación Pública proporcione.

Artículo 60. Los Gobiernos Federal, estatales y del Dis-
trito Federal, a través de sus secretarías, dependencias,
entidades y organismos de Educación y las Instituciones de
Educación Superior, en el marco de su autonomía, estable-
cerán, los procesos de selección, admisión y matrícula que
permitan a las víctimas que así lo requieran acceder a los
programas académicos ofrecidos por estas instituciones,
para lo cual incluirán medidas de exención del pago de for-
mulario de inscripción y de derechos de grado, y deberán
implementar medidas para el acceso preferencial de las
víctimas.

Capítulo III
Medidas económicas y de desarrollo

Artículo 61. Dentro de la Política de Desarrollo Social el
Estado en sus tres niveles, tendrá la obligación de garanti-
zar que toda víctima reciba los beneficios del desarrollo
social conforme a sus necesidades, particularmente para
atender a las víctimas que hayan sufrido daños graves co-
mo consecuencia del hecho victimizante.

Artículo 62. Son derechos para el desarrollo social, la edu-
cación, la salud, la alimentación, la vivienda, el disfrute de
un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y
los relativos a la no discriminación en los términos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de los Tratados Internacionales de derechos humanos.

Artículo 63. Los municipios, los gobiernos de las entida-
des federativas y el Poder Ejecutivo Federal, en sus res-
pectivos ámbitos, formularán y aplicarán políticas y pro-
gramas de asistencia, que incluyan oportunidades de
desarrollo productivo e ingreso en beneficio de las víctimas
destinando los recursos presupuestales necesarios y esta-
bleciendo metas cuantificables para ello.

Artículo 64. El Estado en sus tres niveles está obligado a
proporcionar la información necesaria de dichos progra-
mas, sus reglas de acceso, operación, recursos y cobertura,
sin que pueda por ningún motivo excluir de dichos progra-
mas a las víctimas.

Artículo 65. Las víctimas estarán sujetas a lo que determi-
nen las leyes fiscales respectivas.
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Capítulo IV
Medidas de atención y asistencia en materia 
de procuración y administración de justicia

Artículo 66. Las medidas de atención y asistencia en ma-
teria de procuración y administración de justicia serán per-
manentes y comprenden, como mínimo:

I. La asistencia a la víctima durante cualquier procedi-
miento administrativo relacionado con su condición de
víctima;

II. La asistencia a la víctima en el proceso penal duran-
te la etapa de investigación;

III. La asistencia a la víctima durante el juicio;

IV. La asistencia a la víctima durante la etapa posterior
al juicio.

Estas medidas se brindarán a la víctima con indepen-
dencia de la representación legal y asesoría que dé a la
víctima el Asesor Jurídico.

Título Quinto
Medidas de reparación integral

Capítulo I
Medidas de restitución

Artículo 67. Las víctimas tendrán derecho a la restitución,
de ser posible, en sus derechos conculcados, así como en
sus bienes y propiedades, si hubieren sido despojadas, en
cualquier forma, de ellos.

Las medidas de restitución comprenden, según correspon-
da:

I. Restablecimiento de la libertad, en caso de secuestro
o desaparición forzada;

II. Restablecimiento de los derechos jurídicos;

III. Restablecimiento de la identidad;

IV. Restablecimiento de la vida y unidad familiar;

V. Restablecimiento de la ciudadanía y de los derechos
políticos;

VI. Regreso digno y seguro al lugar de residencia;

VII. Reintegración en el empleo, y

VIII. Devolución de los bienes garantizando su efectivo
y pleno uso y disfrute.

En los casos en donde la víctima ha sufrido una conde-
na ilegítima, la restitución comprende, además de la li-
bertad en los términos que lo establezcan las autorida-
des competentes, la eliminación en los registros de los
respectivos antecedentes penales. 

Capítulo II
Medidas de rehabilitación

Artículo 68. Las medidas de rehabilitación incluyen, entre
otras y según proceda, las siguientes:

I. Atención médica, psicológica y psiquiátrica especiali-
zadas;

II. Servicios y asesoría jurídicos tendientes a cualificar
el ejercicio de los derechos de las víctimas y a garanti-
zar su disfrute pleno y tranquilo;

III. Servicios sociales orientados a garantizar el pleno
restablecimiento de los derechos de la víctima en su
condición de persona y ciudadana;

IV. Programas de educación orientados a la capacitación
y formación de las víctimas con el fin de garantizar su
pleno reintegro a la sociedad y la realización de su pro-
yecto de vida; 

V. Programas de capacitación laboral orientados a lograr
el pleno reintegro de la víctima a la sociedad y la reali-
zación de su proyecto de vida; y

VI. Todas aquellas medidas tendientes a reintegrar a la
víctima a la sociedad, incluido su grupo, o comunidad.

Artículo 69. Cuando se otorguen medidas de rehabilita-
ción se dará un trato especial a los niños y niñas víctimas y
a los hijos de las víctimas y a adultos mayores dependien-
tes de éstas.
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Capítulo III
Medidas de compensación

Artículo 70. La compensación se otorgará por todos los
perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente eva-
luables que sean consecuencia del delito o de la violación
de derechos humanos, incluyendo el error judicial. Estos
perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y
como mínimo: 

I. El daño físico o mental;

II. La pérdida de oportunidades, en particular las de em-
pleo, educación y prestaciones sociales;

III. Los daños materiales, incluidos los daños perma-
nentes y la pérdida de ingresos; así como el lucro ce-
sante;

IV. Los perjuicios morales y los daños causados a la dig-
nidad de la víctima, y

V. Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medi-
camentos y servicios médicos y servicios psicológicos y
sociales.

Artículo 71. La Comisión Ejecutiva, mediante la determi-
nación del monto señalado por la autoridad jurisdiccional en
la sentencia firme, por dictamen del Ministerio Público
cuando el responsable se haya sustraído de la justicia, haya
muerto o desaparecido y por lo tanto haga imposible el ejer-
cicio de la acción penal, o cuando exista una determinación
de violación a los derechos humanos emitida por autoridad
competente, o bien cuando algún organismo público de los
derechos humanos, sea nacional, local o conforme a tratados
internacionales, haya determinado que existe la obligación
de reparar, procederá, mediante acuerdo del pleno de la Co-
misión Ejecutiva, a cubrir de manera subsidiaria el monto de
la compensación por estos conceptos en los términos de la
presente Ley y su Reglamento. El monto de la subsidiari-
dad a la que se podrá obligar al Estado, será hasta de
quinientas veces el salario mínimo mensual en el Distrito
Federal. La Comisión Ejecutiva tendrá un plazo de noventa
días para emitir una determinación.

Capítulo IV
Medidas de satisfacción

Artículo 72. Las medidas de satisfacción comprenden, en-
tre otras y según corresponda:

I. La verificación de los hechos y la revelación pública
y completa de la verdad, en la medida en que esa reve-
lación no provoque más daños o amenace la seguridad y
los intereses de la víctima, de sus familiares, de los tes-
tigos o de personas que han intervenido para ayudar a la
víctima o para impedir que se produzcan nuevos delitos
o nuevas violaciones de derechos humanos;

II. La búsqueda de las personas desaparecidas y de los
cuerpos u osamentas de las personas asesinadas, así co-
mo la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a
inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la
víctima o las prácticas culturales de su familia y comu-
nidad;

III. Una declaración oficial o decisión judicial que res-
tablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la
víctima y de las personas estrechamente vinculadas a
ella;

IV. Una disculpa pública de parte del Estado, los auto-
res y otras personas involucradas en el hecho punible o
en la violación de los derechos, que incluya el reconoci-
miento de los hechos y la aceptación de responsabilida-
des;

V. La aplicación de sanciones judiciales o administrati-
vas a los responsables de las violaciones de derechos
humanos;

VI. La realización de actos que conmemoren el honor, la
dignidad, el sufrimiento y la humanidad de las víctimas,
tanto vivas como muertas.

Capítulo V
Medidas de no repetición

Artículo 73. Las medidas de no repetición son aquéllas
que se adoptan para que las víctimas no vuelvan a ser
objeto de violaciones a sus derechos y que contribuyen
a prevenir o evitarla repetición de actos de la misma na-
turaleza. Estas consistirán en las siguientes:

I. El ejercicio de un control efectivo por las autoridades
civiles de las fuerzas armadas y de seguridad;

II. La garantía de que todos los procedimientos penales
y administrativos se ajusten a las normas nacionales e
internacionales relativas a la competencia, independen-
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cia e imparcialidad de las autoridades judiciales y a las
garantías del debido proceso;

III. El fortalecimiento de la independencia del poder ju-
dicial;

IV: La limitación en la participación en el gobierno y en
las instituciones políticas de los dirigentes políticos que
hayan planeado, instigado, ordenado o cometido graves
violaciones de los derechos humanos;

V. La exclusión en la participación en el gobierno o en
las fuerzas de seguridad de los militares, agentes de in-
teligencia y otro personal de seguridad declarados res-
ponsables de planear, instigar, ordenar o cometer graves
violaciones de los derechos humanos;

VI. La protección de los profesionales del derecho, la
salud y la información;

VII. La protección de los defensores de los derechos hu-
manos; 

VIII. La educación, de modo prioritario y permanente,
de todos los sectores de la sociedad respecto de los de-
rechos humanos y la capacitación en esta materia de los
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así co-
mo de las fuerzas armadas y de seguridad;

IX. La promoción de la observancia de los códigos de
conducta y de las normas éticas, en particular los defi-
nidos en normas internacionales de derechos humanos y
de protección a los derechos humanos, por los funcio-
narios públicos incluido el personal de las fuerzas ar-
madas y de seguridad, los establecimientos penitencia-
rios, los medios de información, el personal de servicios
médicos, psicológicos y sociales, además del personal
de empresas comerciales;

X. La promoción de mecanismos destinados a prevenir,
vigilar y resolver por medios pacíficos los conflictos so-
ciales, y

XI. La revisión y reforma de las leyes, normas u orde-
namientos legales que contribuyan a las violaciones ma-
nifiestas de las normas internacionales de derechos hu-
manos o las permitan.

Artículo 74. Se entienden agregadas como penas públicas
en todos los delitos, que buscan garantizar la no repetición,

y que deberán ser impuestas en los delitos en los que pro-
ceda la reparación del daño, las siguientes:

I. Supervisión de la autoridad;

II. Prohibición de ir a un lugar determinado u obligación
de residir en él;

III. Caución de no ofender;

IV. La asistencia a cursos de capacitación sobre dere-
chos humanos, y

V. La asistencia a tratamiento de deshabituación o des-
intoxicación.

Artículo 75. Se entiende por supervisión de la autoridad, la
consistente en la observación y orientación de los senten-
ciados, ejercidas por personal especializado, con la finali-
dad de coadyuvar a la protección de la víctima y la comu-
nidad.

Esta medida se establecerá cuando la privación de la liber-
tad sea sustituida por otra sanción, reducida la pena priva-
tiva de libertad o se conceda la suspensión condicional de
la pena.

Artículo 76. Considerando las características del delin-
cuente y de la víctima, el juez podrá prohibir que el sen-
tenciado vaya a un lugar determinado o que resida en él,
garantizando así la seguridad de la víctima.

Artículo 77. El Juez en la sentencia, exigirá una garantía
de no ofender, que se hará efectiva si el acusado violase las
disposiciones del artículo anterior, o de alguna forma rein-
cidiera en los actos de molestia a la víctima. Esta garantía
no deberá ser inferior a la de la multa aplicable y podrá ser
otorgada en cualquiera de las formas autorizadas por las le-
yes.

Artículo 78. Cuando el sujeto haya sido sentenciado por
delitos relacionados con la violación a los derechos huma-
nos, o al abuso de sustancias alcohólicas, estupefacientes,
psicotrópicos o similares, independientemente de la pena
que corresponda, aplicarán cursos y tratamientos para evi-
tar su reincidencia y fomentar su deshabituación o desinto-
xicación. 
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Título Sexto
Sistema Nacional de Atención a Víctimas

Capítulo I
Creación y objeto

Artículo 79. Se crea el Sistema Nacional de Atención a
Víctimas, máxima institución en la materia en los Estados
Unidos Mexicanos, el cual tiene como objeto establecer,
regular y supervisar las directrices, planes, programas, pro-
yectos, acciones, y demás políticas públicas que se imple-
mentan para la protección, ayuda, asistencia, atención, ac-
ceso a la justicia, a la verdad y a la reparación integral a las
víctimas en los ámbitos local, federal y municipal. 

El Sistema Nacional de Atención a Víctimas está constitui-
do por todas las instituciones y entidades públicas federa-
les, locales y municipales, organismos autónomos, y demás
organizaciones públicas o privadas, encargadas de la pro-
tección, ayuda, asistencia, atención, defensa de los dere-
chos humanos, acceso a la justicia, a la verdad y a la y re-
paración integral a las víctimas, detalladas en el Capítulo II
del presente título.

El Sistema agrupa, ordena y sistematiza las instituciones y
organismos ya existentes, y los coordina con los organis-
mos e instituciones aquí creadas. 

El Sistema tendrá la estructura operativa que se detalla en
el Capítulo III del presente Título. En ella estarán repre-
sentadas las víctimas y los grupos de víctimas, las organi-
zaciones gubernamentales que trabajen con víctimas, así
como las diversas instituciones estatales responsables en
materia de protección, ayuda asistencia, atención, defensa
de los derechos humanos, acceso a la justicia, a la verdad y
a la reparación integral.

Artículo 80. El Gobierno Federal, los estados, el Gobier-
no del Distrito Federal, los Municipios y los sectores so-
cial y privado, cada uno en el ámbito de sus competencias
deberán establecer mecanismos de organización, supervi-
sión, evaluación y control de los servicios en materia de
protección, ayuda, asistencia y atención, acceso a la justi-
cia, a la verdad y reparación integral a víctimas, relaciona-
dos con esta Ley. 

Capítulo II
Integración del Sistema Nacional de 

Atención a víctImas

Artículo 81. El Sistema Nacional de Atención a Víctimas
estará integrado por las instituciones encargadas de instru-
mentar, desarrollar, establecer, regular y supervisar las di-
rectrices, planes, programas, proyectos, acciones, y demás
políticas públicas que se implementan para la protección,
ayuda, asistencia, atención, protección de los derechos hu-
manos, acceso a la justicia, verdad y reparación integral a
las víctimas en los ámbitos local, federal y municipal. 

Lo conformarán las instituciones, entidades, organismos y
demás participantes federales, aquí enumerados, incluyen-
do en su caso las instituciones homólogas en los ámbitos
estatal y municipal:

I. Poder Ejecutivo 

a. Titular del Ejecutivo Federal, quien lo presidirá,

b. Los titulares de los ejecutivos estatales y municipa-
les,

c. Procuraduría General de la República y Procuradu-
rías Generales de Justicia,

d. Secretarías de Salud,

e. Secretaría de Hacienda y Crédito Público,

f. Secretarías de Desarrollo Social,

g. Secretaría de Relaciones Exteriores,

h. Secretarías de Educación Pública,

i. Secretarías de Seguridad Pública,

j. Policía Federal,

k. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia,

l. Sistema Nacional de Seguridad Pública,

m. Instituto Nacional de Estadística y Geografía,

n. Instituto Nacional de Migración,
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o. Instituto Nacional de las Mujeres,

p. Defensoría Pública Federal,

q. Oficinas de Registro Público de la Propiedad y del
Comercio,

r. Oficinas del Registro Civil, y 

s. Las demás del ejecutivo que se requieran depen-
diendo de la problemática concreta que se aborde.

II. Poder Legislativo:

a. Integrantes de la Cámara de Diputados,

b. Integrantes de la Cámara de Senadores, y

c. Integrantes del poder legislativo de las entidades fe-
derativas.

III. Poder Judicial:

a. Integrantes del Poder Judicial de la Federación, y

b. Consejo de la Judicatura Federal.

IV. Organismos Públicos:

a. Comisión Nacional de los Derechos Humanos,

b. Organismos públicos de protección de los derechos
humanos de las entidades federativas,

c. Universidad Nacional Autónoma de México, y

d. Universidades autónomas de las entidades federati-
vas.

V. Representantes de organizaciones de la sociedad civil
especializadas en la defensa de víctimas del delito y de
violaciones de derechos humanos.

VI. Representantes de grupos de Víctimas.

VII. Académicos.

VIII. Representante de la Oficina del Alto Comisionado
de Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

IX: Invitados de organizaciones no gubernamentales y
organismos nacionales e internacionales de representa-
ciones consulares, relatores e integrantes de grupos de
trabajo de los sistemas de Naciones Unidas o Interame-
ricano, y otros expertos y especialistas nacionales e in-
ternacionales, en atención a víctimas.

X. Las demás instituciones, organizaciones públicas y
privadas, nacionales o extranjeras que se requiera, de
acuerdo con el tipo de problemática que se aborde en re-
lación con las víctimas. 

Capítulo III
Estructura operativa del Sistema Nacional 

de Atención a Víctimas

Artículo 82. El Sistema Nacional de Atención a Víctimas
será operado por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víc-
timas. 

De la Comisión Ejecutiva derivan el Fondo del Ayuda,
Asistencia y Reparación Integral y el Registro Nacional de
Víctimas.

A fin de garantizar el acceso efectivo de las víctimas a los
derechos, garantías, mecanismos, procedimientos y servi-
cios que establece esta Ley, el Gobierno Federal y las enti-
dades federativas contarán en el marco de su competencia
con un Fondo y un Registro de Víctimas, los cuales opera-
rán a través de los comités que creen en sus ámbitos res-
pectivos. 

Capítulo IV
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas

Artículo 83. La Comisión Ejecutiva es el órgano ejecutivo
por el que opera el Sistema que permite la representación y
participación directa de las víctimas y organizaciones de la
sociedad civil en todas las instituciones del Sistema Nacio-
nal de Atención a Víctimas, propiciando su intervención en
la gestión y la construcción de políticas públicas, así como
el ejercicio de labores de vigilancia, supervisión y evalua-
ción de las instituciones integrantes del Sistema con el ob-
jetivo de garantizar un ejercicio transparente de sus atribu-
ciones. Es un órgano descentralizado de la Administración
Pública Federal, con personalidad jurídica y patrimonio
propios; y goza de autonomía técnica, de gestión y presu-
puestal.
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Artículo 84. La Comisión Ejecutiva estará integrada por
nueve comisionados. El Ejecutivo Federal enviara al Se-
nado, previa convocatoria, tres propuestas por cada co-
misionado a elegir. El Senado elegirá por el voto de la
mayoría absoluta de los presentes.

Para garantizar que en la Comisión Ejecutiva estén repre-
sentados grupos de víctimas, especialistas y expertos que
trabajen en la atención a víctimas, ésta se conformará en
los siguientes términos de las propuestas presentadas al
Ejecutivo Federal: 

I. Cinco comisionados especialistas en derecho, psico-
logía, derechos humanos, sociología o especialidades
equivalentes, propuestos por universidades públicas;

II. Cuatro comisionados representando a grupos de víc-
timas, propuestos por organizaciones no gubernamenta-
les, registradas ante la Secretaría de Relaciones Exterio-
res, con actividad acreditada en atención a víctimas de
al menos cinco años, o por los organismos públicos de
derechos humanos. 

Para la elección de los comisionados, el Senado conforma-
rá una Comisión Plural integrada por los presidentes de las
Comisiones de Justicia, Gobernación, Grupos Vulnerables
y Equidad de Género, que se constituirá en la Comisión
responsable de encabezar el proceso de selección y que re-
cibirá las propuestas de comisionados. 

En su conformación, el Ejecutivo y el Senado procura-
ran la integración de las diversas regiones geográficas del
país y de diferentes tipos de hechos victimizantes. 

Artículo 85. Para ser comisionado se requiere:

I. Nacionalidad mexicana;

II. Mayoría de edad; y 

III. No haber ocupado cargo público, dentro de los dos
años previos a su designación.

En la elección de los comisionados, deberá garantizarse el
respeto a los principios que dan marco a esta Ley, espe-
cialmente los de enfoque transversal de género y diferen-
cial. 

Los comisionados se desempeñarán en su cargo por cinco
años y se renovarán de forma escalonada cada dos años

hasta que concluyan su mandato, eligiendo de entre ellos,
a través de un proceso democrático en los términos de su
propio Reglamento, a un Comisionado Presidente que du-
rará en funciones un año con capacidad de reelegirse hasta
por otro año. 

Artículo 86. La Comisión Ejecutiva tendrá las siguientes
funciones y facultades:

I. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las
víctimas;

II. Instrumentar los mecanismos para asegurar la aten-
ción de las víctimas, la definición de los representantes
de víctimas, de organismos públicos autónomos de de-
rechos humanos y de organizaciones no gubernamenta-
les en las diversas instituciones del Sistema;

III. Elaborar anualmente las tabulaciones de montos
compensatorios en los términos de esta Ley y su Regla-
mento;

IV. Participar en las acciones y definiciones de la políti-
ca nacional integral y políticas públicas necesarias para
el cumplimiento del objeto de esta Ley;

V. Evaluar la eficacia de las acciones del Programa, con
base en resultados medibles;

VI. Proponer medidas, acciones, mecanismos, mejoras
y demás políticas relativas al objeto de esta Ley;

VII. Crear un mecanismo de seguimiento y evaluación
de la Ley y de las políticas públicas que se deriven de
ellas, estableciendo los indicadores que le permitan un
seguimiento preciso;

VIII. Garantizar el pleno el cumplimiento de esta Ley y
de los instrumentos internacionales aplicables;

IX. En su caso, solicitar al órgano competente se apli-
quen las medidas disciplinarias y sanciones correspon-
dientes; Supervisar que las políticas públicas se adecuen
a los principios establecidos por la Ley;

X. Hacer recomendaciones a los integrantes del sistema
que deberán ser atendidas por los mismos; 

XI. Nombrar a los titulares del Fondo y del Registro; 
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XII. Elaborar, de conformidad con la presente Ley su
Reglamento; 

XIII. Formular propuestas de política integral nacional
de prevención de violaciones a derechos humanos, aten-
ción, asistencia, protección, acceso a la justicia, a la ver-
dad y reparación integral a las víctimas de acuerdo con
los principios establecidos en esta Ley;

XIV. Establecer medidas, lineamientos o directrices de
carácter obligatorio que faciliten condiciones dignas, in-
tegrales y efectivas para la atención y asistencia de las
víctimas, que permitan su recuperación y restableci-
miento para lograr el pleno ejercicio de su derecho a la
justicia, a la verdad y a la reparación integral;

XV. Garantizar la coordinación interinstitucional del
Sistema Nacional de Atención a Víctimas y los comités
de las entidades federativas y del Distrito Federal, cui-
dando la debida representación de todos sus integrantes
y especialmente de las áreas, instituciones, grupos de
víctimas u organizaciones que se requieran para el trata-
miento de una problemática específica, de acuerdo con
los principios establecidos en esta Ley y los de coordi-
nación, concurrencia, subsidiariedad, complementarie-
dad y delegación;

XVI. Establecer las directrices, lineamientos, planes y
programas que permitan una protección inmediata, ur-
gente y eficaz de las víctimas cuando su vida o su inte-
gridad se encuentre en riesgo;

XVII. Establecer medidas que contribuyan a garantizar
la reparación integral, efectiva y eficaz de las víctimas
que hayan sufrido un daño como consecuencia de la co-
misión de un delito o de la violación de sus derechos hu-
manos;

XVIII. Emitir directrices o lineamientos que faciliten el
acceso efectivo de las víctimas a la verdad y a la justi-
cia;

XIX. Establecer directrices, lineamientos y políticas mí-
nimas que se deberán implementar en el ámbito para la
capacitación, formación actualización y especialización
de funcionarios públicos o dependientes de las institu-
ciones encargadas de instrumentar, desarrollar, estable-
cer, regular y supervisar las directrices, planes, progra-
mas, proyectos, acciones, y demás políticas públicas
que se implementan para la protección, ayuda, asisten-

cia, atención, acceso a la justicia, a la verdad y repara-
ción integral a las víctimas en los ámbitos local, federal
y municipal;

XX. Establecer directrices para integrar los esfuerzos
públicos y privados que permitan un efectivo goce de
los derechos humanos de las víctimas;

XXI. Emitir los lineamientos para la canalización opor-
tuna y eficaz de los recursos humanos, técnicos, admi-
nistrativos y económicos que sean necesarios para el
cumplimiento de las acciones, planes, proyectos y pro-
gramas de atención, asistencia, acceso a la justicia, a la
verdad y reparación integral de las víctimas en los ám-
bitos federal, estatal y municipal;

XXII. Establecer los lineamientos, supervisar y coordi-
nar la operatividad del Registro Nacional de Víctimas y
de la Asesoría Jurídica Federal de Atención a Víctimas;

XXIII. Emitir los lineamientos para la transmisión de la
información por parte de las instituciones, organismos,
organizaciones de la sociedad civil y demás personas
para que forme parte del Registro Nacional de Víctimas; 

XXIV. Crear una plataforma que permita integrar, des-
arrollar y consolidar la información sobre las víctimas a
nivel nacional a fin de orientar políticas, programas,
planes y demás acciones a favor de las víctimas para la
prevención del delito y de violaciones a los derechos
humanos, atención, asistencia, acceso a la verdad, justi-
cia y reparación integral con el fin de llevar a cabo el
monitoreo, seguimiento y evaluación del cumplimiento
de las políticas, acciones y responsabilidades estableci-
das en esta Ley. La Comisión Ejecutiva del Sistema Na-
cional de Atención a Víctimas dictará los lineamientos
para la transmisión de información de las instituciones
que forman parte del Sistema, cuidando la confidencia-
lidad de la información pero permitiendo que pueda ha-
ber un seguimiento y revisión de los casos que lo lle-
guen a requerir;

XXV. Adoptar las acciones necesarias para garantizar el
ingreso de las víctimas al Registro Nacional de Víctimas
y el ejercicio integral de sus derechos. La Comisión Eje-
cutiva será el órgano receptor de las víctimas cuyos de-
rechos, incluyendo el de acceso al sistema, hayan sido
violados en los ámbitos federal, local o municipal y a
través del mismo se buscará que se respeten sus dere-
chos;
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XXVI. Elaborar los protocolos generales de actuación
para la prevención, atención e investigación de delitos o
violaciones a los derechos humanos. Las entidades fe-
derativas y los municipios deberán adecuar sus manua-
les, lineamientos, programas y demás acciones, a lo es-
tablecido en estos protocolos, debiendo adaptarlos a la
situación local siempre y cuando contengan el mínimo
de procedimientos y garantías que los protocolos gene-
rales establezcan para las víctimas;

XXVII. En casos de graves violaciones a derechos hu-
manos o delitos graves cometidos contra un grupo de
víctimas, establecer programas integrales emergentes de
ayuda, atención, asistencia, protección, acceso a justi-
cia, a la verdad y reparación integral;

XXVIII. Crear y coordinar Comités Especiales de Aten-
ción a Víctimas que requieran una prevención, atención
e investigación con una perspectiva nacional, tales co-
mo en los casos de desaparición, extravío, ausencia o no
localización de personas, trata de personas, tráfico de
personas y secuestro, a fin de que más allá de las accio-
nes, propuestas, planes o programas que se deriven pa-
ra un grupo de víctimas específicas, se guarde una inte-
gralidad respecto al tratamiento de las víctimas y
reparación integral;

XXIX. Coordinar e implementar el cumplimiento de las
sentencias internacionales en materia de derechos hu-
manos, dictadas en contra del Estado Mexicano de con-
formidad con el contenido de las mismas y en estrecha
coordinación, consulta y colaboración con las víctimas
y sus representantes;

XXX. Realizar diagnósticos nacionales que permitan
evaluar las problemáticas concretas que enfrentan las
víctimas en términos de prevención del delito o de vio-
laciones a los derechos humanos, atención, asistencia,
acceso a la justicia, derecho a la verdad y reparación in-
tegral del daño;

XXXI. Generar diagnósticos específicos sobre las nece-
sidades de las entidades federativas y municipios en ma-
teria de capacitación, recursos humanos y materiales
que se requieran para garantizar un estándar mínimo de
atención digna a las víctimas cuando requieran acciones
de ayuda, apoyo, asistencia o acceso a la justicia, a la
verdad y a la reparación integral de tal manera que sea
disponible y efectiva. Estos diagnósticos servirán de ba-
se para la canalización o distribución de recursos y ser-

vicios que corresponda a los integrantes del Sistema Na-
cional de Atención a Víctimas;

XXXII. Rendir un informe anual sobre los avances del
Programa, ante el H. Congreso de la Unión;

XXXIII. Apoyar a las Organizaciones de la Sociedad Ci-
vil, que se dedican a la ayuda, atención, asistencia, acce-
so a la verdad y justicia a favor de las víctimas, priori-
zando la labor de aquellas que se encuentran en lugares
donde las condiciones de acceso a la ayuda, asistencia,
atención y justicia, verdad y reparación integral se torna
difícil debido a las condiciones precarias de desarrollo y
marginación;

XXXIV. Evaluar los lineamientos, criterios, programas
y acciones de los Comités Estatales de Víctimas que
considere pertinentes y que sean puestos a su considera-
ción para evaluación por cualquiera de los integrantes
de la Comisión Ejecutiva o los Estatales de Víctimas o
del Distrito Federal;

XXXV. Implementar los mecanismos de control, con la
participación de la sociedad civil, que permitan supervi-
sar y evaluar las acciones, programas, planes y políticas
públicas en materia de víctimas. La supervisión deberá
ser permanente y los comités u órganos específicos que
se instauren al respecto, deberán emitir recomendacio-
nes que serán obligatorias para las instituciones corres-
pondientes, y

XXXVI. Recibir y evaluar los informes rendidos por el
Titular del Fondo Federal de Ayuda, Asistencia y Repa-
ración Integral de Víctimas y emitir las recomendacio-
nes pertinentes a fin de garantizar un óptimo y eficaz
funcionamiento, siguiendo los principios de publicidad
y transparencia.

Artículo 87. La Comisión Ejecutiva tiene el deber de co-
ordinarse con las entidades e instituciones federales del
Sistema Nacional de Atención a Víctimas y con las entida-
des e instituciones homólogas estatales y del Distrito Fede-
ral, incluidos los organismos autónomos de protección de
los derechos humanos. Deberá contar con el personal ad-
ministrativo de apoyo necesario para cumplir sus funcio-
nes.

Artículo 88. La Comisión Ejecutiva elaborará anualmente
un Programa de Atención Integral a Víctimas con el objeto
crear, reorientar, dirigir, planear, coordinar, ejecutar y su-
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pervisar las políticas públicas del Sistema Nacional de
Atención a Víctimas, para garantizar el cumplimiento de
esta Ley empleando al Fondo y los avances en el Registro.

Artículo 89. La política integral nacional de violaciones a
derechos humanos, atención, asistencia, protección, acceso
a la justicia, acceso a la verdad y reparación integral a las
víctimas, así como el Plan Anual Integral de Atención a
Víctimas serán representativa de las propuestas generadas
a nivel Municipal, Estatal, Federal y del Distrito Federal.

Artículo 90. En los casos de graves violaciones a los dere-
chos humanos o delitos cometidos contra un grupo de víc-
timas, la solicitud del establecimiento de programas emer-
gentes de ayuda atención, asistencia, protección, acceso a
justicia, acceso a la verdad y reparación integral, podrá ve-
nir de las víctimas, las organizaciones no gubernamentales
o cualquier otra institución pública o privada que tenga en-
tre sus fines la defensa de los derechos humanos. 

Las organizaciones no gubernamentales, los municipios,
los estados o cualquiera de los tres Poderes de la Unión
pueden presentar la propuesta cuya información se valida-
rá con las instituciones que tienen la información directa y
quienes tienen la obligación de presentar todos los datos
para el establecimiento del programa. Estos programas
también los podrá establecer la propia Comisión Ejecutiva
a propuesta de alguno de sus integrantes cuando del análi-
sis de la información que se desprenda del Registro Nacio-
nal de Víctimas se determine que se requiere la atención de
determinada situación o grupos de víctimas. 

Artículo 91. Los diagnósticos nacionales de la Comisión
Ejecutiva deberán ser situacionales y focalizados a situa-
ciones específicas que se enfrenten en determinado territo-
rio o que enfrentan ciertos grupos de víctimas tales como
niños, indígenas, migrantes, mujeres, discapacitados, en
delitos tales como violencia familiar, sexual, secuestro, ho-
micidios o en determinadas violaciones a derechos huma-
nos tales como desaparición forzada, ejecución arbitraria,
tortura, detención arbitraria, entre otros. 

Dichos diagnósticos servirán de base para crear programas
especiales, reorganizar o redireccionar acciones, políticas
públicas o leyes que de acuerdo a su naturaleza y compe-
tencia llevan a cabo los integrantes del Sistema Nacional
de Atención a Víctimas, así como para canalizar o distri-
buir los recursos necesarios. 

La Comisión Ejecutiva podrá también contar con consulto-
rías de grupos de expertos por temáticas, solicitar el apoyo
a organismos nacionales o internacionales públicos de de-
rechos humanos, instituciones u organizaciones públicas o
privadas nacionales o extranjeros con amplia experiencia
en cierta problemática relacionada con la atención, asisten-
cia, justicia, verdad y reparación integral a las víctimas.
Los recursos destinados para tal efecto deberán ser públi-
cos, monitoreables y de fácil acceso para la sociedad civil
y los órganos de control interno desde donde se destinen
dichos fondos. 

Se deberá procurar en todo momento, además de la espe-
cialización técnica y científica, el aporte de los grupos de
víctimas y organizaciones de base que trabajen directa-
mente con víctimas. 

Artículo 92. La Comisión Ejecutiva tendrá el carácter de
permanente y sesionará al menos una vez a la semana y en
sesión extraordinaria, cada que la situación urgente así lo
requiera. Los integrantes tienen obligación de comparecer
a las sesiones, si un comisionado se ausentara en tres oca-
siones, consecutivas o no, durante un año, de las sesiones
ordinarias injustificadamente se le removerá de su cargo.
Las determinaciones se tomarán por la mayoría de los pre-
sentes.

Artículo 93. A petición de los integrantes la Comisión Eje-
cutiva o a propuesta del Comisionado Presidente, de los
grupos de víctimas, de algún organismo público autónomo
de protección de los derechos humanos o de las organiza-
ciones de la sociedad civil especializadas en víctimas, se
podrá citar a los servidores públicos del ámbito federal, es-
tatal o municipal que se requiera para el cumplimiento de
sus funciones. Dicho servidor público tiene obligación de
comparecer y coordinar las acciones que sean necesarias
para un efectivo cumplimiento de esta Ley.

Artículo 94. A fin de lograr una especialización, atención
integral y coordinada en temas que requieran ser tratados
en todo el país, la Comisión Ejecutiva contará con los si-
guientes comités, cuyas atribuciones serán desarrolladas en
su Reglamento Interno:

I. Comité de violencia familiar;

II. Comité de violencia sexual;

III. Comité de trata y tráfico de personas;
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IV: Comité de personas desaparecidas, no localizadas,
ausentes o extraviadas;

V. Comité de personas víctimas de homicidio;

VI. Comité de tortura;

VII. Comité de detención arbitraria;

VIII. Comité interdisciplinario evaluador; y

IX: Comité de derechos económicos, sociales, cultura-
les y ambientales.

Artículo 95. Se podrán establecer también comités por
grupo de víctimas tales como niños, adultos mayores, mu-
jeres, indígenas, migrantes, personas con discapacidad, en-
tre otros.

Artículo 96. Las comisiones de atención a víctima de cada
entidad federativa también contarán con sus comités espe-
ciales que les permitan focalizar las necesidades y políticas
públicas integrales que respondan a la realidad local. 

Estos comités generarán diagnósticos situacionales preci-
sos que les permita evaluar cuáles son las leyes, políticas
públicas o acciones estatales que impiden un acceso efecti-
vo de las víctimas a la atención, asistencia, protección, jus-
ticia, verdad ó reparación integral. Evaluarán también las
políticas de prevención sobre la situación concreta que se
evalúa desde una visión de seguridad ciudadana y humana.

Las autoridades están obligadas a entregar toda la informa-
ción que requieran estos comités para la evaluación y ela-
boración de los diagnósticos, cuidando la información de
carácter privado de las víctimas. 

Artículo 97. El Comisionado Presidente tendrá las si-
guientes facultades:

I. Convocar, dirigir, coordinar y dar seguimiento a las
sesiones que celebre la Comisión Ejecutiva;

II: Crear los lineamientos, mecanismos, instrumentos e
indicadores para el seguimiento y vigilancia de las fun-
ciones de la Comisión Ejecutiva;

III. Notificar a los integrantes del Sistema Nacional de
Atención a Víctimas sus compromisos asumidos y dar

seguimiento a los mismos a través de las sesiones que se
celebren;

IV. Coordinar las funciones del Registro Nacional de
Víctimas mediante la creación de lineamientos, meca-
nismos, instrumentos e indicadores para implementar y
vigilar el debido funcionamiento de dicho registro; 

V. Rendir cuentas a la Cámara de Diputados cuando sea
requerido, sobre las funciones encomendadas a dicho
Comité y a los Registros Nacional de Víctimas y del
Fondo; 

VI. Designar, con la votación del Pleno de la Comisión
Ejecutiva, a los titulares de los comités referidos en el
artículo 94, así como los titulares del Fondo, del Regis-
tro Nacional de Víctimas y de la Asesoría Jurídica Fe-
deral de Atención a Víctimas con la aprobación de la
mayoría del pleno de comisionados.

VII. Coordinar las direcciones para el cumplimiento de
las funciones de la Comisión Ejecutiva;

VIII. Garantizar el registro de las víctimas que acudan
directamente ante la Comisión Ejecutiva a solicitar su
inscripción en el Registro Nacional de Víctimas, así co-
mo los servicios de ayuda, asistencia, atención, acceso a
la justicia, acceso a la verdad y reparación integral que
le soliciten, lo cual lo hará a través de las instancias
competentes, dando seguimiento hasta la etapa final pa-
ra garantizar el cumplimiento eficaz de las funciones de
las instituciones y notificando a la Cámara de Diputa-
dos, cuando se le requiera, sobre los resultados de sus
gestiones; 

IX: Proponer al Pleno de Comisionados los convenios
de colaboración o la contratación de expertos que se re-
quiera para el cumplimiento de sus funciones;

X. Realizar los programas operativos anuales y los re-
querimientos presupuestales anuales que correspondan
a la Comisión Ejecutiva, y presentarlos al Presidente de
la República Mexicana, a efecto de que por su conduc-
to sean presentados para su aprobación presupuestaria a
la Cámara de Diputados, y

XI. Las demás que se requiera para el eficaz cumpli-
miento de las funciones de la Comisión Ejecutiva.

Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados88



Capítulo V
Registro Nacional de Víctimas

Artículo 98. El Registro Nacional de Víctimas, es el me-
canismo administrativo y técnico que soporta todo el pro-
ceso de ingreso y registro de las víctimas del delito y de
violaciones de derechos humanos al Sistema, creado en es-
ta Ley.

El Registro Nacional de Víctimas, constituye un soporte
fundamental para garantizar que las víctimas tengan un ac-
ceso oportuno y efectivo a las medidas de ayuda, asistencia
atención, acceso a la justicia y reparación integral previstas
en esta Ley. 

Estará adscrito a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víc-
timas del Sistema y contará con un titular el cual será de-
signado por el Comisionado Presidente.

El Gobierno Federal, los estados y el Distrito Federal, con-
tarán con sus propios registros, los cuales nutrirán de in-
formación al Registro Nacional.

Artículo 99. El Registro Nacional de Víctimas será ali-
mentado por las siguientes fuentes:

I. Las solicitudes de ingreso hechas directamente por las
víctimas del delito y de violaciones de derechos huma-
nos, a través de su representante legal o de algún fami-
liar o persona de confianza ante el Registro federal, es-
tatal, o del Distrito Federal, según corresponda; 

II. Las solicitudes de ingreso que ante el Registro fede-
ral, estatal, o del Distrito Federal presenten cualquiera
de las autoridades y particulares señalados en el artícu-
lo 101 de esta Ley, como responsables de ingresar el
nombre de las víctimas del delito o de violación de de-
rechos humanos al Sistema, y

III. Los registros de víctimas existentes al momento de
la entrada en vigor de la presente Ley que se encuentren
en cualquier institución o entidad del ámbito federal, es-
tatal o municipal, así como de las comisiones públicas
de derechos humanos en aquellos casos en donde se ha-
yan dictado recomendaciones, medidas precautorias o
bien se hayan celebrado acuerdos de conciliación. 

Las entidades productoras y usuarias de la información so-
bre las víctimas y que posean actualmente registros de víc-
timas, pondrán a disposición del Registro Nacional de Víc-

timas la información que producen y administran, de con-
formidad con lo establecido en las leyes que regulan el ma-
nejo de datos personales, para lo cual se suscribirán los res-
pectivos acuerdos de confidencialidad para el uso de la
información. 

En los casos en que existiere soporte documental de los re-
gistros que reconocen la calidad de víctima, deberá entre-
garse copia digital al Registro Nacional de Víctimas. En
caso que estos soportes no existan, las entidades a que se
refiere este artículo certificarán dicha circunstancia. Dichas
entidades serán responsables por el contenido de la infor-
mación que transmiten al Registro Nacional de Víctimas.

Artículo 100. Las solicitudes de ingreso se realizarán en
forma totalmente gratuita, ante la Comisión Ejecutiva de
Atención a Víctimas, y sus correlativos estatales o del Dis-
trito Federal, según corresponda de acuerdo a la competen-
cia. 

Los mexicanos domiciliados en el exterior, podrán presen-
tar la Incorporación de Datos al Registro Nacional de Víc-
timas ante la Embajada o Consulado del país donde se en-
cuentren. En los países en que no exista representación del
Estado mexicano, podrán acudir al país más cercano que
cuente con sede Diplomática.

La información que acompaña la Incorporación de Datos al
Registro se consignará en el formato único de declaración
diseñado por la Comisión Ejecutiva y su utilización será
obligatoria por parte de las autoridades responsables de
acuerdo con esta Ley de garantizar ese ingreso. El formato
único de declaración será sencillo de diligenciar y buscará
recoger la información necesaria para que la víctima pueda
acceder plenamente a todos sus derechos, incluidos los que
se le reconocen en la presente Ley. 

El registro de la víctima no implica de oficio su ingreso
Sistema. Para acceder a las medidas de ayuda, asistencia,
apoyo y reparación integral del Sistema deberá realizarse el
ingreso, y valoración respectiva en cumplimiento de las
disposiciones del capítulo IV del presente Titulo.

Artículo 101. Para ser tramitada, la Incorporación de Da-
tos al Registro Nacional de Víctimas deberá, como míni-
mo, contener la siguiente información:

I. Los datos de identificación de cada una de las vícti-
mas que solicitan su ingreso o en cuyo nombre se soli-
cita el ingreso. En caso que la víctima por cuestiones de
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seguridad solicite que sus datos personales no sean pú-
blicos, se deberá asegurar la confidencialidad de sus da-
tos En caso de que se cuente, se deberá proporcionar la
información de alguna identificación oficial;

II. El nombre completo, cargo y firma del funcionario
de la entidad que recibió la Incorporación de Datos al
Registro y sello de la dependencia;

III. La huella dactilar de la persona que solicita el regis-
tro;

IV. La firma de la persona que solicita el registro. En los
casos que la persona manifieste no poder o no saber fir-
mar se tomará como válida la huella dactilar;

V. Las circunstancias de modo tiempo y lugar previas,
durante y posteriores a la ocurrencia de los hechos vic-
timizantes;

VI. El funcionario que recabe la declaración la asentará
en forma textual, completa y detallada en los términos
que sea emitida;

VII. Los datos de contacto de la persona que solicita el
registro, y

VIII. La información del parentesco o relación afectiva
con la víctima de la persona que solicita el registro,
cuando no es la víctima quien lo hace. En caso que el in-
greso lo solicite un servidor público deberá detallarse
nombre, cargo y dependencia o institución a la que per-
tenece.

En el caso de faltar alguna de la información aquí señala-
da, la Comisión Ejecutiva pedirá a la entidad que tramitó
inicialmente la incorporación de datos que complemente la
información en el plazo máximo de 10 días. Lo anterior no
afecta, en ningún sentido, la garantía de los derechos de las
víctimas que solicitaron el ingreso al Registro o en cuyo
nombre el ingreso fue solicitado.

Artículo 102. Será responsabilidad de las entidades que re-
ciban solicitudes de ingreso al Registro Nacional de Vícti-
mas:

I. Garantizar que las personas que solicitan el ingreso en
el Registro Nacional de Víctimas sean atendidas de ma-
nera preferencial y orientadas de forma digna y respe-
tuosa;

II. Para las solicitudes de ingreso en el Registro tomadas
en persona, diligenciar correctamente, en su totalidad y
de manera legible, el formato único de declaración dise-
ñado por la Comisión Ejecutiva;

III. Disponer de los medios tecnológicos y administrati-
vos necesarios para la toma de la declaración, de acuer-
do con los parámetros que la Comisión Ejecutiva del
Sistema Nacional de Atención a Víctimas defina;

IV. Remitir el original de las declaraciones tomadas en
persona, el siguiente día hábil a la toma de la declara-
ción al lugar que la Comisión Ejecutiva, estatales o del
Distrito Federal según la competencia; 

V. Orientar a la persona que solicite el ingreso sobre el
trámite y efectos de la diligencia;

VI. Recabar la información necesaria sobre las circuns-
tancias de tiempo, modo y lugar que generaron el hecho
victimizante, así como su caracterización socioeconó-
mica, con el propósito de contar con información preci-
sa que facilite su valoración, de conformidad con el
principio de participación conjunta consagrado en esta
Ley;

VII. Indagar las razones por las cuales no se llevó a ca-
bo con anterioridad la solicitud de registro;

VIII. Verificar los requisitos mínimos de legibilidad en
los documentos aportados por el declarante y relacionar
el número de folios que se adjunten con la declaración;

IX. Bajo ninguna circunstancia negarse a recibir la soli-
citud de registro a las víctimas a las que se refiere la pre-
sente Ley;

X. Garantizar la confidencialidad, reserva y seguridad
de la información y abstenerse de hacer uso de la infor-
mación contenida en la solicitud de registro o del pro-
ceso de diligenciamiento para obtener provecho para sí
o para terceros, o por cualquier uso ajeno a lo previsto
en esta Ley, y a las relativas a la Protección de Datos
Personales; 

XI. Entregar una copia o recibo o constancia de su soli-
citud de registro a las víctimas o a quienes hayan reali-
zado la solicitud; y 
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XII. Cumplir con las demás obligaciones que determine
la Comisión Ejecutiva.

Artículo 103. Presentada la solicitud, deberá ingresarse la
misma al Registro, y se procederá a la valoración de la in-
formación recogida en el formato único junto con la docu-
mentación remitida que acompañe dicho formato. 

Para adelantar esa valoración, la Comisión Ejecutiva, las
comisiones estatales y del Distrito Federal, podrá solicitar
la información que considere necesaria a cualquiera de las
entidades del Estado, del orden federal, local y municipal,
las que estarán en el deber de suministrarla en un plazo que
no supere los diez días. Una vez realizada esta valoración.

Si hubiera una duda razonable sobre la ocurrencia de los
hechos se escuchará a la víctima o a quien haya solicitado,
quien podrá asistir ante el Comité de Víctimas respectivo.
En caso de hechos probados o de naturaleza pública debe-
rá aplicarse el principio de buena fe a que hace referencia
esta Ley. 

La realización del proceso de valoración al que se hace re-
ferencia en los párrafos anteriores, no suspende, en ningún
caso, las medidas de ayuda de emergencia a las que tiene
derecho la víctima.

No se requerirá la valoración de los hechos de la declara-
ción cuando: 

I. Exista sentencia condenatoria o resolución por parte
de la autoridad jurisdiccional o administrativa compe-
tente;

II. Exista una determinación de la Comisión Nacional
de Derechos Humanos o de las comisiones estatales en
esta materia que dé cuenta de esos hechos, incluidas re-
comendaciones, conciliaciones o medidas precautorias; 

III. La víctima haya sido reconocida como tal por el Mi-
nisterio Público, por una autoridad judicial, o por un vi-
sitador de los organismos públicos de derechos huma-
nos, aun cuando no se haya aun dictado sentencia o
resolución;

IV. Cuando la víctima cuente con informe que le reco-
nozca tal carácter emitido por algún mecanismo inter-
nacional de protección de derechos humanos al que Mé-
xico le reconozca competencia; y 

V. Cuando la autoridad responsable de la violación a los
derechos humanos le reconozca tal carácter. 

Artículo 104. La víctima tendrá derecho, además, a cono-
cer todas las actuaciones que se realicen a lo largo del pro-
ceso de registro. Cuando sea un tercero quien solicite el in-
greso, deberá notificársele por escrito si fue aceptado o no
el mismo. 

Artículo 105. Se podrá cancelar la inscripción en el Regis-
tro Nacional de Víctimas cuando, después de realizada la
valoración contemplada en el artículo 103, incluido haber
escuchado a la víctima o a quien haya solicitado la inscrip-
ción, cuando Comisión Ejecutiva o comisión estatal res-
pectiva encuentre que la solicitud de registro es contraria a
la verdad respecto de los hechos victimizantes de tal forma
que sea posible colegir que la persona no es víctima. La ne-
gación se hará en relación con cada uno de los hechos y no
podrá hacerse de manera global o general.

La decisión que cancela el ingreso en el Registro deberá ser
fundada y motivada. Deberá notificarse personalmente y
por escrito a la víctima, a su representante legal, a la per-
sona debidamente autorizada por ella para notificarse, o a
quien haya solicitado el ingreso con el fin de que la vícti-
ma pueda interponer, si lo desea, recurso de reconsidera-
ción de la decisión ante la Comisión Ejecutiva para que és-
ta sea aclarada, modificada, adicionada o revocada de
acuerdo al procedimiento que establezca su Reglamento.

La notificación se hará en forma directa. En el caso de no
existir otro medio más eficaz para hacer la notificación per-
sonal se le enviará a la víctima una citación a la dirección,
al número de fax o al correo electrónico que figuren en el
formato único de declaración o en los demás sistemas de
información a fin de que comparezca a la diligencia de no-
tificación personal. El envío de la citación se hará dentro
de los cinco días siguientes a la adopción de la decisión de
no inclusión y de la diligencia de notificación se dejará
constancia en el expediente.

Artículo 106. Alcance de la información del Registro Na-
cional de Víctimas.

La información sistematizada en el Registro Nacional de
Víctimas incluirá:

I. El relato del hecho victimizante, como quedó regis-
trado en el formato único de declaración. El relato ini-
cial se actualizará en la medida en que se avance en la
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respectiva investigación penal o a través de otros meca-
nismos de esclarecimiento de los hechos;

II. La descripción del daño sufrido; 

III. La identificación del lugar y la fecha en donde se
produjo el hecho victimizante;

IV. La identificación de la víctima o víctimas del hecho
victimizante;

V. La identificación de la persona o entidad que solicitó
el registro de la víctima, cuando no sea ella quien lo so-
licite directamente;

VI. La identificación y descripción detallada de las me-
didas de ayuda y de atención que efectivamente hayan
sido garantizadas a la víctima;

VII. La identificación y descripción detallada de las me-
didas de reparación que, en su caso, hayan sido otorga-
das a la víctima;

VIII. La identificación y descripción detallada de las
medidas de protección que, en su caso, se hayan brinda-
do a la víctima, y

La información que se asiente en el Registro Nacional de
Víctimas deberá garantizar que se respeta el enfoque dife-
rencial.

Artículo 107. La Comisión Ejecutiva elaborará un plan de
divulgación, capacitación y actualización sobre el procedi-
miento para la recepción de la declaración y su trámite has-
ta la decisión de inclusión o no en el Registro Nacional de
Víctimas. Las entidades encargadas de recibir y tramitar la
Incorporación de Datos en el Registro garantizarán la im-
plementación de este plan en los respectivos órdenes fede-
ral, estatal y municipal. 

Capítulo VI
Ingreso de la víctima al sistema

Artículo 108. El ingreso al sistema se hará por la denun-
cia, la queja, o la noticia de hechos que podrá realizar la
propia víctima, la autoridad, el organismo público de pro-
tección de derechos humanos o un tercero que tenga cono-
cimiento sobre los hechos.

Artículo 109. De la declaración de la víctima. Autoridades
que están obligadas a recibir la denuncia, la queja, o la no-
ticia de hechos.

Toda autoridad que tenga contacto con la víctima, estará
obligada a recibir su declaración, la cual consistirá en una
narración de los hechos con los detalles y elementos de
prueba que la misma ofrezca, la cual se hará constar en el
formato único de declaración. El Ministerio Público, los
Defensores Públicos, los asesores jurídicos de las víctimas
y las Comisiones de Derechos Humanos no podrán negar-
se a recibir dicha declaración.

Cuando las autoridades citadas no se encuentren accesi-
bles, disponibles o se nieguen a recibir la declaración, la
víctima podrá acudir a cualquier otra autoridad federal, es-
tatal o municipal para realizar su declaración, las cuales
tendrán la obligación de recibirla, entre las cuales en forma
enunciativa y no limitativa, se señalan las siguientes:

I. Embajadas y Consulados de México en el extranjero; 

II. Salud; 

III. Educación;

IV. DIF;

V. Instituto de Mujeres;

VI. Albergues;

VII. Defensoría Pública, y

VIII. Síndico municipal.

Artículo 110. También podrán recibir la denuncia, la que-
ja o noticia de hechos de la víctima, para ingresarla al sis-
tema: 

I. Embajadas y Consulados de países extranjeros con re-
presentación en la República Mexicana;

II. Instituciones privadas de salud y de educación. 

Artículo 111. Una vez recibida la denuncia, queja o noticia
de hechos, deberán ponerla en conocimiento de la autori-
dad más inmediata en un término que no excederá de vein-
ticuatro horas.
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En el caso de las personas que se encuentren bajo custodia
del Estado, estarán obligados de recibir la declaración las
autoridades que estén a cargo de los Centros de privación
de la libertad.

Cuando un servidor público, en especial los que tienen la
obligación de tomar la denuncia de la víctima sin ser au-
toridad ministerial o judicial, tenga conocimiento de un
hecho de violación a los derechos humanos, como: tortura,
detención arbitraria, desaparición forzada, ejecución arbi-
traria, violencia sexual, deberá denunciarlo de inmediato.

Artículo 112. Cualquier autoridad, así como los particula-
res que tengan conocimiento de un delito o violación a de-
rechos humanos, tendrá la obligación de ingresar el nom-
bre de la víctima al Sistema, aportando con ello los
elementos que tenga. La Comisión Ejecutiva tendrá la obli-
gación de hacerse de la información faltante a través del
Comité Federal o de las Entidades Federativas o de las au-
toridades que forman el Sistema Nacional de Atención a
Víctimas. 

Cuando la víctima sea mayor de 12 años podrá solicitar su
ingreso al sistema por sí misma o a través de sus represen-
tantes.

En los casos de víctimas menores de 12 años, se podrá so-
licitar su ingreso, a través de su representante legal o a tra-
vés de las autoridades mencionadas en el artículo 101.

Artículo 113. El otorgamiento de la calidad de víctima, pa-
ra efectos de esta ley, se realiza por la Comisión Ejecutiva,
apoyada por las determinaciones de las siguientes autori-
dades: 

I. El Juez con sentencia ejecutoriada;

II. El Juez de la causa que tenga conocimiento del he-
cho y los elementos para acreditar que el sujeto es la
víctima, pueden ser jueces de amparo, civil, familiar;

III. El Ministerio Público; 

IV. Las Comisiones de Derechos Humanos; y

V. Los organismos internacionales de protección de de-
rechos humanos a los que México les reconozca com-
petencia. 

La Comisión Ejecutiva deberá estudiar el caso y, de ser
procedente, dar el reconocimiento de la condición de víc-
tima. A dicho efecto deberá tener en cuenta los informes de
los jueces de lo familiar o de paz, de los que se despren-
dan las situaciones para poder determinar que la persona
que lo ha solicitado, podrá adquirir la condición de víctima

Artículo 114. El reconocimiento de la calidad de víctima
tendrá como efecto:

I. El acceso a todos los derechos, garantías, acciones,
mecanismos y procedimientos, en los términos de esta
Ley, y

II. En el caso de lesiones graves, delitos contra la liber-
tad psicosexual, violencia familiar, trata de personas, se-
cuestro, privación de la libertad y todos aquellos que
impidan a la víctima atender adecuadamente la defensa
de sus derechos; que el juez de la causa o la autoridad
responsable del procedimiento, de inmediato, suspen-
dan todos los juicios y procedimientos administrativos y
detengan los plazos de prescripción y caducidad en que
ésta se vea involucrada, y todos los efectos que de éstos
se deriven, en tanto su condición no sea superada.

El procedimiento y los elementos a acreditar, se determi-
narán en el Reglamento correspondiente.

Artículo 115. Las autoridades competentes adscritas al
Sistema Nacional de Atención a Víctimas garantizarán los
servicios de ayuda, atención, asistencia, acceso a la justi-
cia, a la verdad y a la reparación integral de los extranjeros
que hayan sido víctimas del delito o de violaciones a dere-
chos humanos en México, firmando los convenios de cola-
boración correspondientes con las autoridades competentes
del país donde la víctima retorne y con apoyo de los con-
sulados mexicanos en dicho país.

Artículo 116. Las víctimas tendrán derecho a una compen-
sación, en los términos y montos que una sentencia firme
de un órgano jurisdiccional competente determine; en los
casos que no hubiera sentencia, previo acuerdo de la Co-
misión Ejecutiva, y con base en el dictamen del Comité In-
terdisciplinario Evaluador, la responsabilidad patrimonial
del Estado será subsidiaria y compensará (...) a la víctima,
lo anterior sin perjuicio de las responsabilidades civiles,
penales y administrativas que los mismos hechos pudieran
implicar y conforme lo dispuesto por la presente ley. 
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Título Séptimo
De la distribución de competencias

Artículo 117. Los tres niveles de gobierno, coadyuvarán
para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley de con-
formidad con las competencias previstas en el presente or-
denamiento y demás instrumentos legales aplicables.

Capítulo I
Del Gobierno Federal

Artículo 118. Corresponde al Gobierno Federal: 

I. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las
víctimas;

II. Formular y conducir la política nacional integral pa-
ra reconocer y garantizar los derechos de las víctimas;

III. Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley
y de los instrumentos internacionales aplicables;

IV: Elaborar, coordinar y aplicar el Programa a que se
refiere la Ley, auxiliándose de las demás autoridades en-
cargadas de implementar el presente ordenamiento le-
gal;

V. Asegurar la difusión y promoción de los derechos de
las víctimas indígenas con base en el reconocimiento de
la composición pluricultural de la nación;

VI. Realizar a través de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos y de las Comisiones estatales y del Dis-
trito Federal, y con el apoyo de las instancias locales,
campañas de información, con énfasis en la doctrina de
la protección integral de los derechos humanos de las
víctimas, en el conocimiento de las leyes y las medidas
y los programas que las protegen, así como de los re-
cursos jurídicos que las asisten;

VII. Impulsar la formación y actualización de acuerdos
interinstitucionales de coordinación entre las diferentes
instancias de gobierno, de manera que sirvan de cauce
para lograr la atención integral de las víctimas para fa-
cilitar la actuación de la Comisión Ejecutiva;

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación
y concertación en la materia;

IX. Coadyuvar con las instituciones públicas o privadas
dedicadas a la atención de víctimas;

X. Garantizar que los derechos de las víctimas y la pro-
tección de las mismas sean atendidos de forma prefe-
rente por todas las autoridades, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias;

XI. Evaluar y considerar la eficacia de las acciones del
Programa, con base en resultados medibles;

XII. Desarrollar todos los mecanismos necesarios para
el cumplimiento de la presente Ley, y

XIII. Las demás que le confieran esta Ley u otros orde-
namientos aplicables.

Capítulo II
De la coordinación interinstitucional

Artículo 119. Corresponde al Gobierno Federal en materia
de coordinación interinstitucional.

I. Instrumentar las medidas necesarias para prevenir
violaciones de los derechos de las víctimas;

II. Diseñar la política integral con un enfoque transver-
sal de género para promover la cultura de respeto a los
derechos humanos de las víctimas;

III. Elaborar el Programa en coordinación con las demás
autoridades integrantes del Sistema;

IV. Coordinar y dar seguimiento a las acciones de los
tres órdenes de gobierno en materia de reparación inte-
gral, no repetición, ayuda y asistencia de las víctimas;

V. Coordinar y dar seguimiento a los trabajos de pro-
moción y defensa de los derechos humanos de las vícti-
mas, que lleven a cabo las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal;

VI. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los
instrumentos y acciones encaminados al mejoramiento
del Sistema y del Programa;

VII. Ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Pro-
grama, con la finalidad de evaluar su eficacia y redise-
ñar las acciones y medidas que así lo requieran;
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VIII. Vigilar y promover directrices para que los medios
de comunicación fortalezcan la dignidad y el respeto ha-
cia las víctimas;

IX: Sancionar conforme a la ley a los medios de comu-
nicación que no cumplan con lo estipulado en la frac-
ción anterior;

X. Realizar un diagnóstico nacional y otros estudios
complementarios de manera periódica sobre las vícti-
mas en todos los ámbitos, que proporcione información
objetiva para la elaboración de políticas gubernamenta-
les en materia de prevención, atención, ayuda y protec-
ción de las víctimas;

XI. Difundir a través de diversos medios, los resultados
del Sistema y del Programa a los que se refiere esta Ley;

XII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia, y

XIII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente Ley.

Capítulo III
Del desarrollo social

Artículo 120. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Desarrollo Social:

I. Fomentar el desarrollo social desde la visión de pro-
tección integral de los derechos humanos de las vícti-
mas;

II. Coadyuvar en la promoción de los Derechos Huma-
nos de las víctimas;

III. Formular la política de desarrollo social del Estado
considerando el adelanto de las víctimas y su plena par-
ticipación en todos los ámbitos de la vida;

IV. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los
instrumentos y acciones encaminados al mejoramiento
del Sistema y del Programa;

V. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia, y

VI. Las demás previstas para el cumplimiento de la pre-
sente Ley.

Capítulo IV
Del desarrollo integral de la familia

Artículo 121. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Desarrollo Integral de la Familia.

I. La atención y protección jurídica de las personas adul-
tas mayores víctimas de cualquier delito o violación de
derechos humanos y,

II. La atención y protección jurídica de los menores víc-
timas de cualquier delito o violación de derechos huma-
nos;

III. La atención y protección jurídica de las personas
con discapacidad víctimas de cualquier delito o viola-
ción de derechos humanos.

Capítulo V
De la seguridad pública

Artículo 122. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Secretaría de Seguridad Pública:

I. Capacitar al personal de las diferentes instancias poli-
ciales para atender a las víctimas en un primer contacto;

II. Tomar medidas y realizar las acciones necesarias, en
coordinación con las demás autoridades, para alcanzar
los objetivos previstos en la presente ley;

III. Organizar, dirigir y administrar un servicio para la
atención a las víctimas y celebrar acuerdos de colabora-
ción con otras instituciones del sector público y privado
para el mejor cumplimiento de esta atribución;

IV. Diseñar la política integral para la prevención de de-
litos y violaciones a derechos humanos, en los ámbitos
público y privado;

V. Proponer al Ejecutivo Federal las medidas que ga-
ranticen la congruencia de la política criminal en favor
de las víctimas, entre las dependencias de la administra-
ción pública federal;

VI. Implementar programas de prevención y erradica-
ción de la violencia, especialmente la ejercida contra ni-
ñas, niños, jóvenes, mujeres, indígenas, adultos mayo-
res, dentro y fuera del seno familiar;
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VII. Ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Pro-
grama, que le correspondan;

VIII. Formular acciones y programas orientados a fo-
mentar la cultura del respeto a los derechos humanos de
las víctimas;

IX. Elaborar y difundir estudios multidisciplinarios y
estadísticas sobre el fenómeno victimológico;

X. Efectuar, en coordinación con la Procuraduría Gene-
ral de la República, estudios sobre los actos delictivos
no denunciados e incorporar esta variable en el diseño
de las políticas en materia de prevención y protección de
los derechos de las víctimas;

XI. Diseñar, con una visión transversal, la política inte-
gral con un enfoque transversal de género orientada a la
prevención, atención, sanción y erradicación de los de-
litos violentos y de las violaciones a derechos humanos;

XII. Colaborar, en la protección de la integridad física
de las víctimas y en la preservación de sus bienes, en si-
tuaciones de peligro cuando se vean amenazadas por
disturbios u otras situaciones que impliquen violencia o
riesgo inminente;

XIII. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos
los instrumentos y acciones encaminados al mejora-
miento del Sistema y del Programa;

XIV. Salvaguardar la integridad y el patrimonio de las
víctimas, durante la prevención de la comisión de los
delitos del orden federal;

XV. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia, y

XVI. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente Ley, su Reglamento y el Programa.

Capítulo VI
De la educación pública

Artículo 123. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Educación Pública:

I. Definir en las políticas educativas los principios de
igualdad, equidad, no discriminación y el respeto irres-
tricto a los derechos humanos;

II. Desarrollar programas educativos, en todos los nive-
les de escolaridad, que fomenten la cultura de los dere-
chos humanos y el respeto a la dignidad de las personas; 

III. Desarrollar investigación multidisciplinaria encami-
nada a crear modelos de detección de la violencia con-
tra las mujeres en los centros educativos;

IV. Capacitar al personal docente en materia de dere-
chos humanos;

V. Establecer un programa de becas permanente, para el
caso de las víctimas directas e indirectas, que se en-
cuentren cursando los niveles de educación primaria, se-
cundaria, preparatoria o universidad en instituciones pú-
blicas, con la finalidad de que puedan continuar con sus
estudios. Estos apoyos continuarán hasta el término de
su educación superior;

VI. Diseñar y difundir materiales educativos que pro-
muevan el respeto irrestricto de los derechos humanos;

VII. Proporcionar acciones formativas a todo el perso-
nal de los centros educativos, en materia de derechos
humanos;

VIII. Eliminar de los programas educativos los materia-
les que hagan apología de la violencia o contribuyan a
la promoción de estereotipos que discriminen y fomen-
ten la desigualdad, y

IX. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los
instrumentos y acciones encaminados al mejoramiento
del Sistema y del Programa.

Capítulo VII
De las relaciones exteriores

Artículo 124. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Relaciones Exteriores:

I. Promover, propiciar y asegurar en el exterior la coor-
dinación de acciones en materia de cooperación interna-
cional de las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, que garanticen la protección de
los derechos de las víctimas;

II. Intervenir en la celebración de tratados, acuerdos y
convenciones internacionales, que se vinculen con la
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protección de los derechos de las víctimas, en los que el
país sea parte;

III. Difundir entre los miembros del Servicio Exterior
Mexicano la materia de la Ley y su Reglamento, para el
adecuado y eficaz cumplimiento de sus obligaciones;

IV. Denunciar ante la autoridad competente, cuando ten-
ga conocimiento de violaciones a derechos humanos;

V. Mantener comunicación con las dependencias del
sector público, para propiciar prácticas efectivas para la
prevención y la protección de los derechos de las vícti-
mas;

VI. Instrumentar en el exterior, en coordinación con ins-
tituciones, asociaciones y cámaras correspondientes, los
mecanismos necesarios para brindar protección inme-
diata a las víctimas, a través de orientación y canaliza-
ción a las instituciones competentes;

VII. Establecer los mecanismos de información para
que los nacionales cuando se encuentren en el extranje-
ro, conozcan a donde acudir en caso de encontrarse en
la calidad de víctimas, y

VIII. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes
y reglamentos.

Capítulo VIII
De la salud

Artículo 125. Son corresponde a la Administración Públi-
ca Federal en materia de Salud:

I. Brindar por medio de las instituciones del sector salud
de manera integral e interdisciplinaria atención médica
y psicológica a las víctimas;

II. Crear programas de capacitación para el personal del
sector salud, respecto de la atención a las víctimas y la
aplicación de los protocolos internacionales así como de
las normas oficiales mexicanas vigentes en la materia;

III. Establecer programas y servicios profesionales y
eficaces, con horario de veinticuatro horas en las depen-
dencias públicas relacionadas con la atención de las víc-
timas;

IV. Brindar servicios integrales a las víctimas, a fin de
que logren estar en condiciones de participar plenamen-
te en la vida pública, social y privada;

V. Difundir en las instituciones del sector salud, material
referente a la atención de las víctimas;

VI. Canalizar a las víctimas a las instituciones que les
prestan atención y protección especializada;

VII. Participar activamente, en la ejecución del Progra-
ma, en el diseño de nuevos modelos de prevención y
atención a las víctimas, en colaboración con las demás
autoridades encargadas de la aplicación de la presente
Ley;

VIII. Asegurar que en la prestación de los servicios del
sector salud sean respetados los derechos humanos de
las víctimas;

IX. Capacitar al personal del sector salud, con la finali-
dad de que detecten a las víctimas;

X. Apoyar a las autoridades encargadas de efectuar la
investigación del delito o de violaciones a derechos hu-
manos, proporcionando, al menos la información si-
guiente:

a) La relativa al número de víctimas que se atiendan en
los centros y servicios hospitalarios;

b) El tipo violación que sufrió la víctima;

c) Los efectos causados en la víctima, y

d) Los recursos erogados en la atención de las vícti-
mas.

XI. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia, y

XII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente Ley

Capítulo IX 
Del acceso a la justicia

Artículo 126. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de acceso a la justicia:
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I. Promover la formación y especialización de agentes
de la Policía Federal Investigadora, agentes del Ministe-
rio Público, Peritos y de todo el personal encargado de
la procuración de justicia en materia de derechos huma-
nos;

II. Proporcionar a las víctimas orientación y asesoría pa-
ra su eficaz atención y protección, de conformidad con
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repú-
blica, su Reglamento y demás ordenamientos aplica-
bles;

III. Dictar las medidas necesarias para que la Víctima
reciba atención médica de emergencia;

IV: Proporcionar a las instancias encargadas de realizar
estadísticas las referencias necesarias sobre el número
de víctimas atendidas;

V. Brindar a las víctimas la información integral sobre
las instituciones públicas o privadas encargadas de su
atención;

VI. Proporcionar a las víctimas información objetiva
que les permita reconocer su situación;

VII. Promover la cultura de respeto a los derechos hu-
manos de las víctimas y garantizar la seguridad de quie-
nes denuncian;

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación
y concertación en la materia, y

IX. Las demás previstas para el cumplimiento de la pre-
sente Ley, y su Reglamento.

Capítulo X
De las entidades federativas

Artículo 127. Corresponde a las entidades federativas y al
Distrito Federal, de conformidad con lo dispuesto por esta
Ley y los ordenamientos locales aplicables en la materia:

I. Instrumentar y articular sus políticas públicas en con-
cordancia con la política nacional integral, para la ade-
cuada atención y protección a las víctimas;

II. Ejercer sus facultades reglamentarias para la aplica-
ción de la presente Ley;

III. Coadyuvar en la adopción y consolidación del Sis-
tema;

IV. Participar en la elaboración del Programa;

V. Fortalecer e impulsar la creación de las instituciones
públicas y privadas que prestan atención a las víctimas;

VI. Promover, en coordinación con el Gobierno Federal,
programas y proyectos de atención, educación, capaci-
tación, investigación y cultura de los derechos humanos
de las víctimas de acuerdo con el Programa;

VII. Impulsar programas locales para el adelanto y de-
sarrollo de las mujeres y mejorar su calidad de vida;

VIII. Proveer de los recursos presupuestarios, humanos
y materiales, en coordinación con las autoridades que
integran los sistemas locales, a los programas estatales
y el Programa;

IX. Impulsar la creación de refugios para las víctimas
conforme al modelo de atención diseñado por el Siste-
ma;

X. Promover programas de información a la población
en la materia;

XI. Impulsar programas reeducativos integrales de los
imputados;

XII. Difundir por todos los medios de comunicación el
contenido de esta Ley;

XIII. Rendir un informe anual sobre los avances de los
programas locales;

XIV. Revisar y evaluar la eficacia de las acciones, las
políticas públicas, los programas estatales, con base en
los resultados de las investigaciones que al efecto se rea-
licen;

XV. Impulsar la participación de las organizaciones pri-
vadas dedicadas a la promoción y defensa de los derechos
humanos, en la ejecución de los programas estatales;

XVI. Recibir de las organizaciones privadas, las pro-
puestas y recomendaciones sobre, atención y protección
de las víctimas, a fin de mejorar los mecanismos en la
materia;
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XVII. Proporcionar a las instancias encargadas de reali-
zar estadísticas, la información necesaria para la elabo-
ración de éstas;

XVIII. Impulsar reformas, en el ámbito de su compe-
tencia, para el cumplimiento de los objetivos de la pre-
sente Ley;

XIX. Celebrar convenios de cooperación, coordinación
y concertación en la materia, y aplicables a la materia,
que les conceda la Ley u otros ordenamientos legales.

Las autoridades federales, harán las gestiones necesarias
para propiciar que las autoridades locales reformen su le-
gislación a favor y apoyo a las víctimas.

Capítulo XI
De los municipios

Artículo 128. Corresponde a los municipios, de conformi-
dad con esta Ley y las leyes locales en la materia, las atri-
buciones siguientes:

I. Instrumentar y articular, en concordancia con la polí-
tica nacional y estatal, la política municipal, para la ade-
cuada atención y protección a las víctimas;

II. Coadyuvar con el Gobierno Federal y las entidades
federativas, en la adopción y consolidación del Sistema;

III. Promover, en coordinación con las entidades federa-
tivas, cursos de capacitación a las personas que atienden
a víctimas;

IV. Ejecutar las acciones necesarias para el cumplimien-
to del Programa;

V. Apoyar la creación de programas de reeducación in-
tegral para los imputados;

VI. Apoyar la creación de refugios seguros para las víc-
timas;

VII. Participar y coadyuvar en la protección y atención
a las víctimas;

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación
y concertación en la materia, y

IX. Las demás aplicables a la materia, que les conceda
la Ley u otros ordenamientos legales aplicables.

Capítulo XII
De los servidores públicos

Artículo 129. Corresponde a los servidores públicos.

Todos los servidores públicos, en el ejercicio de sus fun-
ciones y conforme al ámbito de su competencia, desde el
primer momento en que tengan contacto con la víctima,
tendrán los siguientes deberes:

I. Identificarse oficialmente ante la víctima, detallando
nombre y cargo que detentan;

II. Desarrollar con la debida diligencia las atribuciones
reconocidas en esta Ley, en cumplimiento del los prin-
cipios establecidos en el artículo 3 de la presente Ley;

III. Garantizar que se respeten y apliquen las normas e
instrumentos Internacionales de Derechos Humanos;

IV. Tratar a la víctima con humanidad y respeto a su dig-
nidad y sus derechos humanos;

V. Brindar atención especial a las víctimas para que los
procedimientos administrativos y jurídicos destinados a
la administración de justicia y conceder una reparación
no generen un nuevo daño, violación, o amenaza a la se-
guridad y los intereses de la víctima, familiares, testigos
o personas que hayan intervenido para ayudar a la vícti-
ma o impedir nuevas violaciones;

VI. Evitar todo trato o conducta que implique victimi-
zación secundaria o incriminación de la víctima en los
términos del artículo 5 de la presente Ley;

VII. Brindar a la víctima orientación e información cla-
ra, precisa y accesible sobre sus derechos, garantías y
recursos, así como sobre los mecanismos, acciones y
procedimientos que se establecen o reconocen en la pre-
sente Ley;

VIII. Entregar en forma oportuna, rápida y efectiva, to-
dos los documentos que requiera para el ejercicio de sus
derechos, entre ellos, los documentos de identificación
y las visas;
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IX. No obstaculizar ni condicionar el acceso de la vícti-
ma a la justicia y la verdad, así como a los mecanismos,
medidas y procedimientos establecidos por esta Ley;

X. Presentar ante el Ministerio Público, o en su caso, an-
te los organismos públicos de derechos humanos, las de-
nuncias y quejas que en cumplimiento de esta Ley reci-
ban. Dicha presentación oficial deberá hacerse dentro de
los tres días hábiles contados a partir de que la víctima,
o su representante, formuló o entregó la misma; 

XI. Ingresar a la víctima al Registro Nacional de Vícti-
mas, cuando así lo imponga su competencia;

XII. Aportar a la autoridad correspondiente los docu-
mentos, indicios o pruebas que obren en su poder, cuan-
do éstos le sean requeridos o se relacionen con la de-
nuncia, queja o solicitud que la víctima haya presentado
en los términos de la presente Ley;

XIII. Investigar o verificar los hechos denunciados o re-
velados, procurando no vulnerar más los derechos de las
víctimas;

XIV: Garantizar que la víctima tenga un ejercicio libre
de todo derecho y garantía así como de mecanismos,
procedimientos y acciones contempladas en esta Ley; 

XV. Realizar de oficio las acciones tendientes a la bús-
queda de personas desaparecidas, extraviadas, ausentes
o no localizadas, así como la identificación de personas,
cadáveres o restos encontrados;

XVI. Prestar ayuda para restablecer el paradero de las
víctimas, recuperarlos, identificarlos y en su caso, inhu-
marlos según el deseo explicito o presunto de la víctima
o las tradiciones o prácticas culturales de su familia y
comunidad;

XVII. Adoptar o solicitar a la autoridad competente, de
forma inmediata y específica, las medidas necesarias
para lograr que cese la violación de derechos humanos
denunciada o evidenciada; 

XVIII. Permitir el acceso a lugares, documentos, expe-
dientes, conceder entrevistas y demás solicitudes que les
requieran los organismos públicos de defensa de los de-
rechos humanos, cuando éstas sean realizadas en el ám-
bito de su competencia y con el objeto de investigar pre-
suntas violaciones a derechos humanos, y

XIX. Abstenerse de solicitar o recibir por parte de las
víctimas o sus representantes, gratificaciones moneta-
rias o en especie, dádivas, favores o ventajas de cual-
quier índole.

El incumplimiento de los deberes aquí señalados en esta
ley para los servidores públicos, será sancionado con la
responsabilidad administrativa o penal correspondiente.

Artículo 130. Todo particular que ejerza funciones públi-
cas en virtud de mecanismos de concesión, permiso, con-
tratación o cualquier otro medio idóneo, estará sujeto a los
deberes antes detallados, con los alcances y limitaciones
del ámbito de su competencia. Las obligaciones regirán
desde el primer momento en que tenga contacto con la víc-
tima en cumplimento de medidas de atención, asistencia,
ayuda, apoyo, reparación integral o cualquier mecanismo
de acceso a la justicia.

Artículo 131. Toda alteración en los registros o informes
generará responsabilidad disciplinaria por quien lo refren-
de o autorice, asimismo generará responsabilidad subsidia-
ria de su superior jerárquico. Ello sin perjuicio de las res-
ponsabilidades administrativas o penales que se generen.

Capítulo XIII
Del Ministerio Público

Artículo 132. Corresponde al Ministerio Público. 

Además de los deberes establecidos en el artículo 12, el
Ministerio Público, en el ámbito de su competencia, debe-
rá:

I. Informar a la víctima, desde el momento en que se
presente o comparezca ante él, los derechos que le otor-
ga la Constitución y los tratados internacionales, el có-
digo penal y procesal penal respectivo y las demás dis-
posiciones aplicables, así como el alcance de esos
derechos, debiendo dejar constancia escrita de la lectu-
ra y explicación realizada;

II. Vigilar el cumplimiento de los deberes aquí consa-
grados, en especial el deber legal de búsqueda e identi-
ficación de víctimas desaparecidas;

III. El solicitar el embargo precautorio de los bienes sus-
ceptibles de decomiso o extinción de dominio, a fin de
garantizar la reparación integral del daño sufrido por la
víctima, así como el ejercicios de otros derechos;
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IV. Solicitar las medidas cautelares o de protección ne-
cesarias para la protección de la víctima, sus familiares
y/o sus bienes, cuando sea necesario;

V. Solicitar las pruebas conducentes a fin de acreditar,
determinar y cuantificar el daño de la víctima, especifi-
cando lo relativo a daño moral y daño material, siguien-
do los criterios de esta Ley;

VI. Dirigir los estudios patrimoniales e investigaciones
pertinentes a fin de determinar la existencia de bienes
susceptibles de extinción de dominio;

VII. Solicitar la reparación del daño de acuerdo con los
criterios señalados en esta Ley; 

VIII. Informar sobre las medidas alternativas de resolu-
ción de conflictos que ofrece la Ley a través de institu-
ciones como la conciliación y la mediación, y a garanti-
zar que la opción y ejercicio de las mismas se realice
con pleno conocimiento y absoluta voluntariedad;

IX. Cuando los bienes asegurados sean puestos bajo la
custodia de la víctima o le sean devueltos, deberá infor-
mar claramente a ésta los alcances de dicha situación, y
las consecuencias que acarrea para el proceso, y

X. Cuando se entregue a la víctima el cuerpo o restos
humanos del familiar o personas cercanas, y no haya
causado ejecutoria, le deberán informar que pesa sobre
ella el deber de no someter los mismos a cremación. Di-
cho deber sólo puede ser impuesto a la víctima en aras
de hacer efectivo su derecho a la verdad y a la justicia. 

Capítulo XIV
De los ministros, magistrados y jueces

Artículo 133. Corresponde a los ministros, magistrados y
jueces, en el ámbito de su competencia:

I. Garantizar los derechos de las víctimas en estricta
aplicación de la Constitución y los Tratados Internacio-
nales;

II. Dictar las medidas correctivas necesarias a fin de evi-
tar que continúen las violaciones de derechos humanos
o comisión de ciertos ilícitos; 

III. Imponer las sanciones disciplinarias pertinentes;

IV. Resolver expedita y diligentemente las solicitudes
que ante ellos se presenten;

V. Dictar las medidas precautorias necesarias para garan-
tizar la seguridad de las víctimas, y sus bienes jurídicos;

VI. Garantizar que la opción y ejercicio de las medidas
alternativas de resolución de conflictos se realice en res-
peto de los principios que sustentan la justicia restaura-
tiva, en especial, la voluntariedad;

VII. Velar por que se notifique a la víctima cuando es-
tén de por medio sus intereses y derechos, aunque no se
encuentre legitimada procesalmente su coadyuvancia;

VIII. Permitir participar a la víctima en los actos y pro-
cedimientos no jurisdiccionales que solicite, incluso
cuando no se encuentre legitimada procesalmente su co-
adyuvancia; 

IX. Escuchar a la víctima antes de dictar sentencia, así
como antes de resolver cualquier acto o medida que re-
percuta o se vincule con sus derechos o intereses; 

X. Cuando los bienes asegurados sean puestos bajo la
custodia de la víctima o le sean devueltos, deberá infor-
mar claramente a ésta los alcances de dicha situación, y
las consecuencias que acarrea para el proceso, y

XI. Cuando se entregue a la víctima el cuerpo o restos
humanos del familiar o personas cercanas, y la causa no
haya causado ejecutoria, le deberán informar que pesa
sobre ella el deber de no someter los mismos a crema-
ción. Dicho deber sólo puede ser impuesto a la víctima
en aras de hacer efectivo su derecho a la verdad y a la
justicia.

Capítulo XV
Del asesor jurídico federal de las víctimas

Artículo 134. Corresponde del Asesor Jurídico Federal de
las Víctimas:

I. Procurar hacer efectivos cada uno de los derechos y
garantías de la víctima, en especial el derecho a la pro-
tección, la verdad, la justicia y a la reparación integral;

II. Brindar a la víctima información clara, accesible y
oportuna sobre los derechos, garantías, mecanismos y
procedimientos que reconoce esta Ley;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012101



III. Asesorar y asistir a las víctimas en todo acto o pro-
cedimiento ante la autoridad;

IV. Formular denuncias o querellas;

V. Representar a la víctima en todo procedimiento penal, 

VI. Informar y asesorar a la víctima sobre las medidas
alternativas de resolución de conflictos, y velar por que
las mismas se realicen en estricto respeto de los princi-
pios que sustentan la justicia restaurativa, en especial, la
voluntariedad, y

VII. Vigilar la efectiva protección y goce de los derechos
de las víctimas en las actuaciones del Ministerio Público
en todas y cada una de las etapas del procedimiento penal
y, cuando lo amerite, suplir las deficiencias de éste ante la
autoridad jurisdiccional correspondiente cuando el asesor
jurídico federal de las víctimas considere que no se vela
efectivamente por la tutela de los derechos de las víctimas
por parte del Ministerio Público. 

Capítulo XVI
De los funcionarios de organismos públicos 

de protección de derechos humanos

Artículo 135. Corresponde a los funcionarios de organis-
mos públicos de protección. 

Además de los deberes establecidos para todo servidor pú-
blico, los funcionarios de organismos públicos de protec-
ción de derechos humanos, en el ámbito de su competen-
cia, deberán:

I. Recibir las quejas por presuntas violaciones a dere-
chos humanos;

II. Recibir las denuncias por presuntos hechos delictivos
y remitir las mismas al Ministerio Público;

III. Investigar las presuntas violaciones a derechos hu-
manos;

IV. Respetar, en el marco de sus investigaciones, los
protocolos internacionales para documentación de casos
de presuntas violaciones de derechos humanos;

V. Solicitar, cuando sea conducente, medidas cautelares,
necesario para garantizar la seguridad de las víctimas,
familiares o bienes jurídicos;

VI. Dar seguimiento a las solicitudes que plantee ante la
autoridad ejecutiva o judicial; en caso de advertir omi-
siones o incumplimientos por la autoridad o particular,
denunciar las mismas por las vías pertinentes; 

VII. Utilizar todos los mecanismos nacionales e interna-
cionales para que de manera eficaz y oportuna, se bus-
que fincar las responsabilidades administrativas, civiles
o penales por graves violaciones a Derechos Humano; y

VIII. Recomendar las reparaciones a favor de las vícti-
mas de violaciones a los derechos humanos con base en
los estándares y elementos establecidos en la presente
ley.

Capítulo XVII
De las polícias

Artículo 136. Además de los deberes establecidos para to-
do servidor público, y las disposiciones específicas con-
templadas en los ordenamientos respectivos, a los miem-
bros de las policías de los tres órdenes de gobierno, en el
ámbito de su competencia, les corresponde:

I. Informar a la víctima, desde el momento en que se
presente o comparezca ante él, los derechos que le otor-
ga la Constitución y los tratados internacionales, el có-
digo penal y procesal penal respectivo y las demás dis-
posiciones aplicables, así como el alcance de esos
derechos, debiendo dejar constancia escrita de la lectu-
ra y explicación realizada;

II. Permitir la participación de la víctima y su defensor
en procedimientos encaminados a la procuración de jus-
ticia, así como el ejercicio de su coadyuvancia;

III. Facilitar el acceso de la víctima a la investigación,
con el objeto de respetar su derecho a la verdad;

IV. Colaborar con los tribunales de justicia, el ministe-
rio público, las procuradurías, contralorías y demás au-
toridades en todas las actuaciones policiales requeridas;

V. Remitir los datos de prueba e informes respectivos,
con debida diligencia en concordancia con el artículo 4
de la presente ley;

VI. Respetar las mejores prácticas y los estándares mí-
nimos de derecho internacional de los derechos huma-
nos, y
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VII. Mantener actualizados los registros en cumpli-
miento de esta Ley y de las leyes conforme su compe-
tencia.

Capítulo XVIII
De la víctima

Artículo 137. A la víctima corresponde:

I. Actuar de buena fe;

II. Cooperar con las autoridades que buscan el respeto
de su derecho a la justicia y a la verdad, siempre que no
implique un riesgo para su persona, familia o bienes ju-
rídicos;

III. Conservar los bienes objeto de aseguramiento cuan-
do éstos le hayan sido devueltos o puestos bajo su cus-
todia, así como no cremar los cuerpos de familiares a
ellos entregados, cuando la autoridad así se lo solicite, y
por el lapso que se determine necesario, y

IV. Cuando tenga acceso a información reservada, res-
petar y guardar la confidencialidad de la misma.

Artículo 138. Todo empleador de una víctima, sea público
o privado, deberá permitir y respetar que la misma haga
uso de los mecanismos, acciones y procedimientos recono-
cidos para hacer efectivos sus derechos y garantías, aunque
esto implique ausentismo.

Título Octavo
Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación integral

(Fondo)

Capítulo I
Objeto e integración

Artículo 139. El Fondo tiene por objeto brindar los recur-
sos necesarios para la ayuda, asistencia y reparación inte-
gral de las víctimas del delito y las víctimas de violaciones
a los derechos humanos.

Podrá destinarse un rubro para la investigación y diagnós-
ticos sobre la situación de las víctimas, siempre que ello
optimice el cumplimiento del objeto del Fondo.

Artículo 140. El Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación
Integral se conformará con:

I. Recursos previstos expresamente para dicho fin en el
Presupuesto de Egresos de la Federación en el rubro co-
rrespondiente, sin que pueda disponerse de dichos re-
cursos para un fin diverso. La Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión deberá proveer los fondos
necesarios a fin de que se cuente con los recursos nece-
sarios para las víctimas; 

II. Recursos obtenidos por la enajenación de bienes de-
comisados en procesos penales; 

III. Recursos provenientes de las fianzas o garantías que
se hagan efectivas cuando los procesados incumplan
con las obligaciones impuestas por la autoridad;

IV. Recursos provenientes de multas y sanciones pecu-
niarias impuestas por la autoridad administrativa o judi-
cial cuando se violen deberes reconocidos por esta Ley;

V. Recursos provenientes de multas y sanciones im-
puestas al Estado por violaciones a derechos humanos; 

VI. Donaciones o aportaciones hechas a su favor por
terceros, sean gobiernos, organizaciones internaciona-
les, particulares o sociedades, siempre que se hayan ga-
rantizado los mecanismos de control y transparencia
exigidos por la Ley;

VII. El monto establecido en la sentencia como conse-
cuencia al apoyo brindado por las empresas que han fi-
nanciado a grupos organizados a margen de la ley;

VIII. El monto de la reparación integral del daño cuan-
do el beneficiario renuncie a ella o no lo reclame dentro
del plazo legal establecido; 

IX. Las subastas públicas respecto de objetos o valores
que se encuentren a disposición de autoridades investi-
gadoras o judiciales, siempre y cuando no hayan sido re-
clamados por quien tenga derecho a ello, en términos de
ley; y

X. Las sumas recuperadas por el Estado en los juicios de
carácter civil, repetición obligatoria, que se dirijan en
contra de los servidores públicos que hayan sido encon-
trados como responsables de haber cometido violacio-
nes a los derechos humanos. 

Artículo 141. El Fondo estará exento de toda imposición
de carácter fiscal y parafiscal, así como de las diversos gra-
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vámenes que pudieren estar sujetas las operaciones que se
realicen con en el Estado donde el Fondo tenga su sede. 

Artículo 142. Deberán crearse las dependencias e instan-
cias necesarias para el mejor funcionamiento del Fondo a
nivel federal, estatal y municipal, las cuales se regirán por
lo establecido en esta Ley y en el Reglamento correspon-
diente.

Artículo 143. Cuando la situación lo amerite, y por deci-
sión de la Comisión Ejecutiva se podrá crear un Fondo de
Emergencia para apoyos urgentes, el cual tendrá adjudica-
do parte de los recursos del Fondo por un tiempo determi-
nado. 

La Comisión Ejecutiva, en un plazo máximo de diez días,
determinará los apoyos económicos de emergencia que se
requieran.

Artículo 144. Cuando las medidas identificadas en los tí-
tulos tercero, cuarto y quinto de esta Ley no puedan ser cu-
biertas por los organismos públicos responsables o la Insti-
tución o sus funcionarios se nieguen a otorgarlos, se
destinará una partida especial del fondo a estos efectos.

La negativa injustificada de las medidas a las que se hace
referencia, importará una violación a los deberes contem-
plados en esta Ley y las consecuentes sanciones.

Capítulo II
De la administración

Artículo 145. El Fondo en sus dependencias federal y lo-
cal será administrado por un Titular designado por el Co-
misionado Presidente de la Comisión Ejecutiva aprobado
por la mayoría del pleno de comisionados, y deberá ser ad-
ministrado siguiendo criterios de transparencia, oportuni-
dad, eficiencia y racionalidad.

Artículo 146. Los recursos del Fondo serán administrados
y operados por medio de un fideicomiso público, sin es-
tructura orgánica y no será entidad paraestatal.

Artículo 147. El ejercicio de los recursos del Fondo y su
fiscalización se regirá por lo dispuesto en las leyes Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación o, en su
caso, por la legislación local equivalente en el caso de los
fondos de las entidades federativas. 

Artículo 148. El Titular del Fondo tendrá las atribuciones
y deberes que el Reglamento de esta Ley le confiera. En es-
pecial deberá:

I. Administrar cautelosamente los recursos que confor-
man el Fondo a fin de permitir el cumplimiento efecti-
vo del objeto de ésta Ley;

II. Gestionar lo pertinente para que los recursos asigna-
dos al Fondo ingresen oportunamente al mismo;

III. Presentar periódicamente informes y rendición de
cuentas ante el Pleno de la Comisión Ejecutiva;

IV. Realizar las previsiones necesarias a fin de procurar
la solvencia del Fondo. 

Artículo 149. Los recursos del Fondo se aplicarán para
otorgar apoyos de carácter económico a la víctima, las cua-
les podrán ser de Ayuda, Asistencia o Reparación Integral,
en los términos de esta Ley y conforme al Reglamento res-
pectivo.

El Titular del Fondo determinará el apoyo que corresponda
otorgar a la víctima, previa opinión que al respecto emita el
Comité interdisciplinario evaluador. El pago de las indem-
nizaciones se regirá en los términos dispuestos por el artí-
culo 71.

Artículo 150. El Titular del Fondo, con el apoyo del con-
sultor financiero, deberá rendir cuentas mensualmente ante
la Comisión Ejecutiva, y cuando ésta se lo requiera, la que
una vez recibidos los informes y explicaciones correspon-
dientes, deberá pronunciarse al respecto. La Comisión Eje-
cutiva podrá a su vez realizar las recomendaciones que es-
time necesarias. 

El Fondo será fiscalizado anualmente por la Auditoría Su-
perior de la Federación

Artículo 151. El Reglamento de la Comisión Ejecutiva
precisará el funcionamiento, alcance y criterios específicos
de asignación de recursos del Fondo. 

Capítulo III
Del procedimiento

Artículo 152. Para acceder a los recursos del Fondo, la víc-
tima deberá presentar su solicitud ante las autoridades or-
ganismos públicos autónomos de protección de los dere-
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chos humanos o particulares facultados en esta Ley para el
ingreso al Sistema, acompañada de la sentencia, resolu-
ción, recomendación, informe o dictamen, en los términos
del artículo 71 de la presente Ley, que instruya tal acceso o
con acuerdo de la Comisión Ejecutiva de acuerdo a los pro-
cedimientos por ella establecidos. 

Quien reciba la solicitud deberá acercar la misma a la Co-
misión Ejecutiva o comisión estatal en un plazo que no po-
drá exceder los dos días.

Artículo 153. En cuanto reciba una solicitud, la Comisión
Ejecutiva lo turnará al equipo interdisciplinario de docu-
mentación de casos, para la integración del expediente que
servirá de base para la propuesta que el Titular del Fondo
presente a la Comisión Ejecutiva para determinar el apoyo
o ayuda que requiera la víctima.

Artículo 154. El Titular del Fondo deberá integrar dicho
expediente en un plazo no mayor de cuatro días, el cual de-
berá contener como mínimo:

I. Copia de la denuncia o querella, en su caso de la que-
ja presentada ante los Organismos Públicos de Derechos
Humanos, o bien la petición o comunicación presentada
a los organismos internacionales de protección de los
derechos humanos a los que México reconozca compe-
tencia. Si la víctima no ha iniciado estas acciones, su so-
licitud presentada ante cualquier institución u organis-
mo de los señalados en la presente ley es suficiente;

II. Especificación del daño o daños que haya sufrido la
víctima;

III. Detalle de las necesidades que requiera la víctima
para enfrentar las consecuencias del delito o de la viola-
ción a sus derechos humanos, 

IV. Copia de la sentencia, resolución, recomendación,
informe o dictamen, en los términos del artículo 71 de
la presente Ley, que instruya tal acceso o con acuerdo de
la Comisión Ejecutiva de acuerdo a los procedimientos
por ella establecidos, y

V. En caso de contar con ello, relación de partes médi-
cos o psicológicos donde detallen las afectaciones que
tiene la víctima con motivo de la comisión del delito o
de la violación a los derechos humanos.

Artículo 155. En el caso de la solicitud de ayuda deberá
agregarse además: 

I. Estudio de trabajo social elaborado por el Comité In-
terdisciplinario evaluador en el que se haga una relación
de las condiciones de victimización que enfrenta la víc-
tima y las necesidades que requiere satisfacer para en-
frentar las secuelas de la victimización;

II. Dictamen médico donde se especifique las afectacio-
nes sufridas, las secuelas y el tratamiento, prótesis y de-
más necesidades que requiere la persona para su recu-
peración;

III. Dictamen psicológico en caso de que la víctima re-
quiera atención a la salud mental donde se especifique
las necesidades que requieren ser cubiertas para la recu-
peración de la víctima, y

IV. Propuesta de resolución que se propone adopte la
Comisión Ejecutiva donde se justifique y argumente ju-
rídicamente la necesidad de dicha ayuda.

La víctima sólo estará obligada a entregar la información,
documentación y pruebas que obren en su poder. Es res-
ponsabilidad del Comité lograr la integración de la carpeta
respectiva.

Artículo 156. Recibida la solicitud, ésta pasará a evalua-
ción del comité interdisciplinario evaluador para que anali-
ce, valore y concrete las medidas que se otorgarán en cada
caso.

El Reglamento de esta Ley especificará el procedimiento
que se seguirá para el otorgamiento de la ayuda.

En el caso de solicitud de asistencia, la Comisión Ejecuti-
va no puede tardar más de veinte días hábiles en resolver la
procedencia de la solicitud.

Artículo 157. Las solicitudes para acceder a los recursos
del Fondo a que se refiere el artículo anterior serán proce-
dentes siempre que la víctima:

I. Cuente con sentencia ejecutoria en la que se indique
que sufrió el daño por dichos ilícitos, así como el mon-
to a pagar y /o otras formas de reparación;

II. No haya alcanzado el pago total de los daños que se
le causaron;
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III. No haya recibido la reparación integral del daño por
cualquier otra vía, lo que podrá acreditarse con el oficio
del juez de la causa penal o con otro medio fehaciente,
y

IV. Presente solicitud de asistencia, ayuda o reparación
integral, siempre y cuando dicha solicitud sea avalada
por la Comisión Ejecutiva.

Artículo 158. Las solicitudes que se presenten en términos
de este capítulo se atenderán en el orden en que se reciban
y hasta donde alcancen los recursos del Fondo.

Capítulo IV
De la reparación

Artículo 159. Si el Estado no pudiese hacer efectiva total
o parcialmente la orden de reparación integral, establecida
por mandato judicial o por acuerdo de la Comisión Ejecu-
tiva, deberá justificar la razón y tomar las medidas sufi-
cientes para cobrar su valor, o gestionar lo pertinente a fin
de lograr que se concrete la reparación integral de la vícti-
ma.

Artículo 160. En el caso de reparación integral del daño
por delitos, actos administrativos irregulares o violaciones
a los derechos humanos la sola resolución dictada por el ór-
gano jurisdiccional competente al tratarse de delitos, o por
el organismo público autónomo de protección de los dere-
chos humanos o bien el organismo internacional de protec-
ción de derechos humanos al que México le reconozca
competencia cuando se trate de violaciones de derechos
humanos no tipificadas como delitos, será suficiente para
que la autoridad competente, el responsable proceda al pa-
go o reparación del daño en especie que dicho órgano de-
termine. En caso de que sea imposible determinar la iden-
tidad del responsable y previo acuerdo de la Comisión
Ejecutiva, la víctima podrá acudir a ésta para que a través
del mismo se proceda de manera subsidiaria a la reparación
integral en los términos de la presente Ley.

Artículo 161. En el caso de reparación integral por la co-
misión de delitos de particulares y cuando se demuestre
que la persona no cuenta con medios para reparar el daño,
la víctima puede acudir ante el Comisión Ejecutiva para
que, dependiendo de la gravedad del delito, se resuelva lo
conducente de conformidad con los principios de esta ley. 

Artículo 162. Cuando la determinación y cuantificación
del apoyo y reparación no haya sido dada por autoridad ju-

dicial u organismo nacional o internacional de protección
de los derechos humanos, ésta deberá ser realizada por la
Comisión Ejecutiva. Si la misma no fue documentada en el
procedimiento penal, esta Comisión procederá a su docu-
mentación e integración del expediente conforme lo seña-
lan los artículos 153, 154 y 179.

Artículo 163. Cuando parte del daño sufrido se explique a
consecuencia del actuar u omitir de la víctima, dicha con-
ducta podrá ser tenida en cuenta al momento de determinar
la indemnización.

Artículo 164. Cuando el daño haya sido causado por más
de un agente y no sea posible identificar la exacta partici-
pación de cada uno de ellos, se establecerá una responsabi-
lidad subsidiaria frente a la víctima, y se distribuirá el mon-
to del pago de la indemnización en partes iguales entre
todos los cocausantes previo acuerdo de la Comisión Eje-
cutiva.

Artículo 165. Las medidas de ayuda y asistencia podrán
ser de diversa índole, en cumplimiento de las disposiciones
de esta Ley y el Reglamento de la Comisión Ejecutiva. La
reparación integral deberá cubrirse mediante moneda na-
cional, con la excepción de que se podrá pagar en especie
de acuerdo a la resolución dictada por la Comisión Ejecu-
tiva.

Artículo 166. El Comisión Ejecutiva tendrá facultades pa-
ra cubrir las necesidades en términos de asistencia, ayuda y
reparación integral, a través de los programas guberna-
mentales federales, estatales o municipales con que se
cuente.

Artículo 167. Cuando proceda el pago de la reparación, el
fondo registrará el fallo judicial que lo motivó y el monto
de la indemnización, que será de consulta pública.

Título Noveno
De la capacitación, formación, actualización 

y especialización

Artículo 168. Los integrantes del sistema que tengan con-
tacto con la víctima en cumplimento de medidas de aten-
ción, asistencia, ayuda, apoyo, reparación integral o cual-
quier mecanismo de acceso a la justicia, deberán incluir
dentro de sus programas contenidos temáticos sobre los
principios, derechos, mecanismos, acciones y procedi-
mientos reconocidos por esta Ley; así como las disposicio-
nes especificas de derechos humanos contenidos en la
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Constitución y Tratados internacionales, protocolos especí-
ficos y demás instrumentos del Derecho Internacional de
los Derechos Humanos. 

Dichas entidades deberán diseñar e implementar un siste-
ma de seguimiento que logre medir el impacto de la capa-
citación en los miembros de sus respectivas dependencias.
A dicho efecto deberá tenerse en cuenta, entre otros aspec-
tos, las denuncias y quejas hechas contra dichos servidores,
las sanciones impuestas, las entrevistas y sondeos directos
practicados a las víctimas.

Artículo 169. Todo procedimiento de ingreso, selección,
permanencia, estímulo, promoción y reconocimiento de
servidores públicos que, por su competencia, tengan trato
directo o brinden su servicio a víctimas en cumplimento de
medidas de asistencia, ayuda, apoyo, reparación integral o
cualquier mecanismo de acceso a la justicia, deberá incluir
dentro de los criterios de valoración, un rubro relativo a
Derechos Humanos.

Artículo 170. La Conferencia Nacional de Procuración de
Justicia y la Conferencia Nacional de Secretarios de Segu-
ridad Pública en cumplimiento con las facultades atribui-
das en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, en especial las determinadas por su artículo 63,
deberá disponer lo pertinente para que los contenidos te-
máticos señalados en la presente Ley sean parte de las es-
trategias, políticas y modelos de profesionalización, así co-
mo los de supervisión de los programas correspondientes
en los institutos de Capacitación.

Artículo 171. Los Servicios periciales federales y de las
entidades federativas deberán capacitar a sus funcionarios
y empleados con el objeto que la víctima reciba atención
especializada de acuerdo al tipo de victimización sufrido, y
tenga expeditos los derechos que le otorga la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los Tratados
Internacionales de Derechos humanos. 

Artículo 172. Los Institutos y Academias que sean respon-
sables de la capacitación, formación, actualización y espe-
cialización de los servidores públicos ministeriales, poli-
ciales y periciales federales, estatales y municipales,
deberán coordinarse entre sí con el objeto de cumplir ca-
balmente los Programas Rectores de Profesionalización se-
ñalados en la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública y los lineamientos mínimos impuestos por el
presente capítulo de esta Ley. 

Así mismo deberán proponer convenios de colaboración
con universidades y otras instituciones educativas, públicas
o privadas, nacionales o extranjeras, con el objeto de brin-
dar formación académica integral y de excelencia a los ser-
vidores públicos de sus respectivas dependencias. 

Las obligaciones enumeradas en el presente artículo rigen
también para las entidades homólogas de capacitación, for-
mación, actualización y especialización de los miembros
del Poder Judicial y Secretaría de Defensa Nacional, en los
tres órdenes de gobierno.

Artículo 173. La Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos y las instituciones públicas de protección de los dere-
chos humanos en las entidades federativas deberán coordi-
narse con el objeto de cumplir cabalmente las atribuciones
a ellas referidas. 

Dichas instituciones deberán realizar sus labores priorita-
riamente enfocadas a que la asistencia, apoyo, asesora-
miento y seguimiento sea eficaz y permita un ejercicio re-
al de los derechos de las víctimas. 

Artículo 174. Como parte de la asistencia, atención y re-
paración integral, se brindará a las víctimas formación, ca-
pacitación y orientación ocupacional.

La formación y capacitación se realizará con enfoque dife-
rencial y transformador. Se ofrecerá a la víctima programas
en virtud de su interés, condición y contexto, atendiendo a
la utilidad de dicha capacitación o formación. El objeto es
brindar a la víctima herramientas idóneas que ayuden a ha-
cer efectiva la atención y la reparación integral, así como
favorecer el fortalecimiento y resiliencia de la víctima. 

Asimismo deberá brindarse a la víctima orientación ocupa-
cional específica que le permita optar sobre los programas,
planes y rutas de capacitación y formación más idóneos
conforme su interés, condición y contexto. 

Para el cumplimiento de lo descrito se aplicarán lo progra-
mas existentes en los tres órdenes de gobierno al momento
de expedición de la presente Ley, garantizando su coheren-
cia con los principios rectores, derechos y garantías deta-
llados en la misma. Cuando en el gobierno federal, entida-
des federativas, Distrito Federal no cuenten con el soporte
necesario para el cumplimiento de las obligaciones aquí re-
feridas, deberán crear los programas y planes específicos. 
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Título Décimo
De la asesoría jurídica federal de 

atención a víctimas

Capítulo Único

Artículo 175. Se crea en la Comisión Ejecutiva, la Aseso-
ría Jurídica Federal de Atención a Víctimas, área especiali-
zada en asesoría jurídica para víctimas.

Artículo 176. La Asesoría Jurídica Federal estará integra-
da por Asesores Jurídicos Federales de Atención a Vícti-
mas, peritos y profesionistas técnicos de diversas discipli-
nas que se requieran para la defensa de los derechos de las
víctimas.

Contará con una Junta Directiva, un Director General y las
unidades administrativas que se requieran para el desem-
peño de sus funciones, en los términos que señala el Re-
glamento. 

Artículo 177. La Asesoría Jurídica Federal tiene a su car-
go las siguientes funciones:

I. Coordinar el servicio de Asesoría Jurídica para Vícti-
mas en asuntos del fuero federal, a fin de garantizar los
derechos de las víctimas contenidos en esta Ley, en tra-
tados internacionales y demás disposiciones aplicables;

II. Coordinar el servicio de representación y asesoría ju-
rídica de las víctimas en materia penal, civil y de dere-
chos humanos del fuero federal, a fin de garantizar el
acceso a la justicia, a la verdad y la reparación integral;

III. Seleccionar y capacitar a los servidores públicos
adscritos a la Asesoría Jurídica Federal;

IV. Designar por cada Unidad Investigadora del Minis-
terio Público de la Federación, Tribunal de Circuito y
por cada Juzgado Federal que conozca de materia penal,
cuando menos a un Asesor Jurídico de las Víctimas y al
personal de auxilio necesario;

V. Celebrar convenios de coordinación con todos aque-
llos que pueden coadyuvar en la defensa de los derechos
de las víctimas, y 

VI. Las demás que se requiera para la defensa de los de-
rechos de las víctimas.

Artículo 178. Prestación del servicio de Asesoría Jurídica
de las Víctimas

La víctima tendrá derecho a nombrar un Asesor jurídico el
cual elegirá libremente desde el momento de su ingreso al
Sistema. En caso de no contar con abogado particular, la Co-
misión Ejecutiva del Sistema Nacional de Víctimas deberá
nombrarle uno a través de la Asesoría Jurídica Federal.

La víctima tendrá el derecho de que su abogado comparez-
ca a todos los actos en los que ésta sea requerida.

El servicio de la Asesoría Jurídica Federal será gratuito y
se prestará a todas las víctimas que quieran o pueden con-
tratar a un abogado particular y en especial a: 

I. Las personas que estén desempleadas y no perciban
ingresos;

II. Los trabajadores jubilados o pensionados, así como
sus cónyuges;

III. Los trabajadores eventuales o subempleados;

IV. Los indígenas, y

V. Las personas que por cualquier razón social o econó-
mica tengan la necesidad de estos servicios.

Artículo 179. Se crea la figura del Asesor Jurídico Federal
de Atención a Víctimas el cual tendrá las funciones si-
guientes:

I. Asistir y asesorar a la víctima desde el primer mo-
mento en que tenga contacto con la autoridad;

II. Representar a la víctima de manera integral en todos
los procedimientos y juicios en los que sea parte, para lo
cual deberá realizar todas las acciones legales tendien-
tes a su defensa, incluyendo las que correspondan en
materia de derechos humanos tanto en el ámbito nacio-
nal como internacional;

III. Proporcionar a la víctima de forma clara, accesible,
oportuna y detallada la información y la asesoría legal
que requiera, sea esta en materia penal, civil, familiar,
laboral y administrativa;

IV. Informar a la víctima, respecto al sentido y alcance
de las medidas de protección, ayuda, asistencia, aten-
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ción y reparación integral, y en su caso, tramitarlas ante
las autoridades judiciales y administrativas;

V. Dar el seguimiento a todos los trámites de medidas de
protección, ayuda, asistencia y atención, que sean nece-
sarias para garantizar la integridad física y psíquica de
las víctimas, así como su plena recuperación;

VI. Informar y asesorar a los familiares de la víctima o
a las personas que ésta decida, sobre los servicios con
que cuenta el Estado para brindarle ayuda, asistencia,
asesoría, representación legal y demás derechos estable-
cidos en esta Ley, en los tratados internacionales y de-
más leyes aplicables;

VII. Llevar un registro puntual de las acciones realiza-
das y formar un expediente del caso;

VIII. Tramitar y entregar copias de su expediente a la
víctima, en caso de que esta las requiera, 

IX. Vigilar la efectiva protección y goce de los derechos
de las víctimas en las actuaciones del Ministerio Públi-
co en todas y cada una de las etapas del procedimiento
penal y, cuando lo amerite, suplir las deficiencias de és-
te ante la autoridad jurisdiccional correspondiente cuan-
do el asesor jurídico federal de las víctimas considere
que no se vela efectivamente por la tutela de los dere-
chos de las víctimas por parte del Ministerio Público, y

X. Las demás que se requieran para la defensa integral
de los derechos de las víctimas.

Artículo 180. Para ingresar y permanecer como Asesor Ju-
rídico se requiere:

I. Ser mexicano o extranjero con calidad migratoria de
inmigrado en ejercicio de sus derechos políticos y civi-
les;

II. Ser licenciado en derecho, con cédula profesional ex-
pedida por la autoridad competente;

III. Aprobar los exámenes de ingreso y oposición co-
rrespondientes, y

IV. No haber sido condenado por delito doloso con san-
ción privativa de libertad mayor de un año.

Artículo 181. El Asesor Jurídico será asignado inmediata-
mente por la Comisión Ejecutiva, sin más requisitos que la
solicitud formulada por la víctima o a petición de alguna
institución, organismo de derechos humanos u organiza-
ción de la sociedad civil. 

Artículo 182. El servicio civil de carrera para los Asesores
Jurídicos, comprende la selección, ingreso, adscripción,
permanencia, promoción, capacitación, prestaciones, estí-
mulos y sanciones. Este servicio civil de carrera se regirá
por las disposiciones establecidas en el Reglamento de es-
ta Ley. 

Artículo 183. El Director General, los asesores jurídicos y
el personal técnico de la Asesoría Jurídica Federal serán
considerados servidores públicos de confianza.

Artículo 184. La Junta Directiva estará integrada por el
Director General de la Asesoría Jurídica Federal, quien la
presidirá, así como por seis profesionales del Derecho de
reconocido prestigio, nombrados por la Comisión Ejecuti-
va, a propuesta del Director General.

Los miembros de la Junta Directiva realizarán sus funcio-
nes de manera personal e indelegable y durarán en su car-
go tres años y podrán ser reelectos por otros tres.

Artículo 185. La Junta Directiva podrá sesionar con un
mínimo de cuatro miembros y tomará sus decisiones por
mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de
empate el Director General tendrá voto de calidad.

Las sesiones ordinarias se verificarán cuando menos cada
dos meses, sin perjuicio de que puedan convocarse por el
Director General o mediante solicitud que a éste formulen
por lo menos tres miembros de la Junta Directiva, cuando
se estime que hay razones de importancia para ello.

Artículo 186. Son las Facultades de la Junta Directiva:

I. Fijar la política y las acciones relacionadas con la ase-
soría jurídica de las víctimas;

II. Promover que las instituciones, organismos y asocia-
ciones públicas y privadas contribuyan a la elevación
del nivel profesional de los asesores jurídicos, e igual-
mente se proporcione a la Junta asesoramiento técnico en
las áreas o asuntos específicos en que ésta lo requiera;
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III. Promover la realización de estudios tendientes a per-
feccionar el servicio de Asesoría Jurídica Federal;

IV. Impulsar la celebración de convenios con los distin-
tos sectores sociales y organismos públicos y privados,
en temas como capacitación y apoyo;

V. Aprobar los lineamientos para la selección, ingreso y
promoción de los asesores jurídicos de atención a vícti-
mas;

VI. Aprobar las bases generales de organización y fun-
cionamiento de la Asesoría Jurídica Federal;

VII. Aprobar la propuesta de anteproyecto de presu-
puesto que se someta a la consideración de la Comisión
Ejecutiva;

VIII. Aprobar los lineamientos generales para la contra-
tación de peritos y especialistas en las diversa áreas del
conocimiento en que se requieran;

IX. Aprobar el Plan Anual de Capacitación y Estímulos
de la Asesoría Jurídica Federal;

X. Examinar y aprobar los informes periódicos que so-
meta a su consideración el Director General, y

XI. Las demás que le otorgue esta Ley y otras disposi-
ciones jurídicas aplicables.

Artículo 187. El Director General de la Asesoría Jurídica
Federal, será nombrado por el Consejero Presidente, con
aprobación del Pleno de Comisionados y durará tres años
en su cargo, pudiendo ser reelecto hasta por tres años más.

Artículo 188. El Director General de la Asesoría Jurídica
Federal deberá reunir para su designación, los requisitos si-
guientes:

I. Ser ciudadano mexicano y estar en pleno ejercicio de
sus derechos;

II. Tener cuando menos treinta años de edad el día de su
designación;

III. Acreditar experiencia de tres años en el ejercicio de
la abogacía, relacionada especialmente, con las materias
afines a sus funciones; y poseer, al día de la designa-
ción, título y cédula profesional de licenciado en dere-

cho, expedido por la autoridad o institución legalmente
facultada para ello con antigüedad mínima de cinco
años computada al día de su designación, y

IV. Gozar de buena reputación, prestigio profesional y
no haber sido condenado por delito doloso con sanción
privativa de libertad mayor de un año. Empero, si se tra-
tare de ilícitos como el robo, fraude, falsificación, abu-
so de confianza u otro que lesione seriamente la reputa-
ción de la persona en el concepto público, inhabilitará a
ésta para ocupar el cargo cualquiera que haya sido la pe-
nalidad impuesta.

La Comisión Ejecutiva procurará preferir, en igualdad de
circunstancias, a quien haya desempeñado el cargo de de-
fensor público o similar.

Artículo 189. El Director General de la Asesoría Jurídica
Federal tendrá las atribuciones siguientes:

I. Organizar, dirigir, evaluar y controlar los servicios de
Asesoría Jurídica de las Víctimas que se presten, así co-
mo sus unidades administrativas;

II. Conocer de las quejas que se presenten contra los
asesores jurídicos de atención a víctimas y, en su caso,
investigar la probable responsabilidad de los empleados
de la Asesoría Jurídica Federal;

III. Vigilar que se cumplan todas y cada una de las obli-
gaciones impuestas a los asesores jurídicos; determi-
nando, si han incurrido en alguna causal de responsabi-
lidad por parte de éstos o de los empleados de la
Asesoría Jurídica Federal;

IV. Proponer a la Junta Directiva las políticas que esti-
me convenientes para la mayor eficacia de la defensa de
los derechos e intereses de las víctimas;

V. Proponer a la Comisión Ejecutiva, las sanciones y co-
rrecciones disciplinarias que se deban imponer a los
asesores jurídicos;

VI. Promover y fortalecer las relaciones de la Asesoría
Jurídica Federal con las instituciones públicas, sociales
y privadas que por la naturaleza de sus funciones pue-
dan colaborar al cumplimiento de sus atribuciones;

VII. Proponer a la Junta Directiva el proyecto de Plan
Anual de Capacitación y Estímulos de la Asesoría Jurí-
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dica Federal; así como un programa de difusión de sus
servicios;

VIII. Elaborar un informe anual de labores sobre las ac-
tividades integrales desarrolladas por todos y cada uno
de los asesores jurídicos que pertenezcan a la Asesoría
Jurídica Federal, el cual deberá ser publicado;

IX. Elaborar la propuesta de anteproyecto de presupues-
to que se someta a la consideración de la Junta Directi-
va, y

X. Las demás que sean necesarias para cumplir con el
objeto de esta Ley.

Transitorios

Primero. La Ley entrará en vigor 30 días después de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales que se
opongan a la presente Ley.

Tercero. El Reglamento de la presente Ley deberá expe-
dirse dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que
la Ley entre en vigor.

Cuarto. El Sistema Nacional de Ayuda, Atención y Repa-
ración Integral de Víctimas a que se refiere la presente Ley
deberá crearse dentro de los noventa días naturales a partir
de la entrada en vigor de esta Ley.

Quinto. La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas a
que se refiere la presente Ley deberá elegirse dentro de los
treinta días naturales a partir de configuración del sistema.

Sexto. La Comisión Ejecutiva se instalará por primera vez
con la designación de nueve consejeros. La primera terna
durará en su encargo un año; la segunda terna, tres años y
la tercera terna, cinco años. 

Séptimo. En un plazo de 180 días naturales los Congresos
Locales deberá armonizar todos los ordenamientos locales
relacionados con la presente ley.

Octavo. En un plazo de 180 días naturales deberán ser re-
formadas las Leyes y Reglamentos de las Instituciones que
prestan atención médica a efecto de reconocer su obliga-
ción de prestar la atención de emergencia en los términos
del artículo 38 de la presente Ley.

Noveno. Las autoridades relacionadas en el artículo no-
venta y dos que integrarán el Sistema Nacional de Víctimas
en un término de 180 días naturales deberán reformar sus
Reglamentos a efecto de señalar la Dirección, Subdirec-
ción, Jefatura de Departamento que estará a cargo de las
obligaciones que le impone esta nueva función.

Décimo. Las Procuradurías General de la República y de
todas las Entidades Federativas, deberán generar los proto-
colos necesarios en materia pericial, a que se refiere la pre-
sente Ley en un plazo de 180 días naturales.

Décimo Primero. Las Instituciones Federales, Estatales,
del Distrito Federal y Municipales deberán reglamentar so-
bre la capacitación de los servidores públicos a su cargo so-
bre el contenido del rubro denominado De la Capacitación,
Formación, Actualización y Especialización, en la presen-
te Ley.

Décimo Segundo. El Gobierno Federal deberá hacer las
previsiones presupuestales necesarias para la operación de
la presente Ley y establecer una partida presupuestal espe-
cífica en el Presupuesto de Egresos de la Federación para
el siguiente ejercicio fiscal a su entrada en vigor.

Décimo Tercero. Las funciones de la defensoría en mate-
ria de víctimas que le han sido asignadas a los Defensores
Públicos Federales por la Ley General para Prevenir y San-
cionar los Delitos en Materia de Secuestro, reglamentaria
de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, serán asumidas por
la Asesoría Jurídica Federal a partir de la entrada en vigor
de la presente Ley. 

Décimo cuarto. Los asesores y abogados adscritos a las di-
versas instancias de procuración de justicia y atención a
víctimas recibirán una capacitación por parte de la Aseso-
ría Jurídica Federal a efecto de que puedan concursar como
abogados Victimales.

Décimo quinto. Todas las Instituciones encargadas de la
capacitación deberán establecer planes y programas ten-
dientes a capacitar a su personal a efecto de dar cumpli-
miento a esta Ley.

Décimo sexto. Las instituciones ya existentes al momento
de la entrada en vigor de la presente Ley operarán con su
estructura y presupuesto, sin perjuicio de las asignaciones
especiales que reciban para el cumplimiento de las obliga-
ciones que esta Ley les impone.
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Salón de Sesiones la Cámara de Senadores.— México, DF, a 25 de
abril de 2012.— Senadores: Ricardo García Cervantes (rúbrica), vice-
presidente y Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secretaria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Justicia, para dictamen y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.
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